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Presentación

La Auditoría Superior de la Federación, la Comisión de Vigilancia 
de la LXIII Legislatura de la H. Cámara de Diputados, la Universidad 
Nacional Autónoma de México, la Asociación Nacional de Organismos de 
Fiscalización Superior y Control Gubernamental (ASOFIS) y el Centro de 
Investigación y Docencia Económicas (CIDE), emitieron la convocatoria 
para participar en el décimo séptimo Certamen Nacional de Ensayo 
sobre Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas con el objetivo 
de fomentar la participación ciudadana en la investigación sobre 
fiscalización superior y los procesos de rendición de cuentas.

El objetivo fue alcanzado al recibirse la aportación de novedosas 
ideas, a través de la recepción de 42 ensayos en los que participaron 
59 personas provenientes de 19 entidades federativas, principalmente 
de la Ciudad de México con 18, seguidos del Estado de México, Jalisco 
y Veracruz con cinco cada una. Por otro lado, respecto a la participación 
por género, 24 mujeres y 35 hombres se presentaron a esta convocatoria.

Como cada año, la elección del Jurado Calificador para la evaluación 
de los ensayos fue realizada considerando, tanto su experiencia como 
su solidez académica en los temas que abordó la convocatoria; por 
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ello, agradecemos la aceptación y el interés por participar en esta décimo séptima edición a Liliana 
Veloz Márquez, Directora Ejecutiva de la Red por la Rendición de Cuentas; Luis Fernando Fernández 
Ruíz, Director Ejecutivo de Nosotrxs y de Héctor Rubio Trejo, Coordinador de Innovación e Incidencia 
de Acción Ciudadana Frente a la Pobreza.

El Jurado Calificador en este certamen premió con el primer lugar a Maylí Consuelo Sepúlveda 
Toledo y a Tonatiuh Paz Aguilar, con el ensayo “Informes de la Auditoría Superior de la Federación y 
Contraloría Social: propuesta de vinculación sociedad civil – entidades fiscalizadoras para impulsar 
la Participación Ciudadana”.

El texto se centra en describir los hallazgos más relevantes de este ejercicio en el Estado de México, 
con particular interés en mostrar el papel que tuvieron los informes elaborados por la Auditoría Superior 
de la Federación (ASF) como un insumo básico que ayuda a orientar la búsqueda y recopilación de 
información que sirve de base para la detección de distintos detalles sobre el programa y las obras, 
solo accesibles a partir de un enfoque técnico especializado y aplicado directamente en campo, 
situación más accesible para las contralorías sociales de base que para la propia ASF.

El segundo lugar correspondió a Mariana Campos Villaseñor, Liliana Ruiz Ortega y a Diana Nava 
Muciño, con su ensayo “Socavón del Paso Exprés: cuando gobierna la corrupción".

Los investigadores se dieron a la tarea de entender cómo aconteció el proceso de contratación 
para construir este proyecto, específicamente, cuáles fueron los criterios que se emplearon para 
seleccionar al contratista ganador y cómo se emplearon estos últimos. La evaluación del presente 
estudio de caso arroja conclusiones útiles para retroalimentar el diseño y evaluación de la política 
de contratación pública, y así aportar elementos para el combate de la corrupción en este sector. 
Es importante mencionar que el proceso de licitaciones públicas es uno de los más vulnerables a 
presentar prácticas altamente corruptas; se esperaría que el Estado cuente con los instrumentos y 
criterios suficientes y adecuados para seleccionar a los contratistas que le garanticen las mejores 
condiciones de contratación en cualquier punto del desarrollo de un proyecto.

El tercer lugar, fue para Rolando de Luna Dávila, por su ensayo “El ‘Caballo de Troya’ del Sistema 
Nacional Anticorrupción”.

Este ensayo aborda el tema de la relevancia de la denuncia ciudadana en el combate a la corrupción 
y posibles esquemas dentro del SNA. Este trabajo analiza diseños que promuevan la denuncia 
interna para abatir la incidencia de este fenómeno. Se aborda el tema desde una perspectiva de 
estrategia militar de combate, tomando como base una alegoría al Caballo de Troya desde la figura 
de la participación de informantes o wisthleblowing en el contexto nacional de la lucha contra la 
corrupción. Los reportes sobre percepción de la corrupción por parte de la sociedad mexicana apenas 
tocan la superficie del fenómeno cuyo problema central no son las extorsiones de los servidores 
públicos o las “mordidas” de empleados de bajo nivel, sino la corrupción estructural que contamina 
las funciones centrales y básicas del aparato gubernamental.
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Cabe mencionar que, debido a la alta calidad de los ensayos que participaron en esta edición, el 
Jurado Calificador decidió otorgar tres Menciones Honoríficas, siendo éstas para Jaime Emir Acopa 
Brito y Marcela Rubí Aguilar Arévalo por su ensayo “El corazón de la política anticorrupción: su diseño 
y evaluación en el marco del SNA”, en el que se busca responder, desde el marco teórico de las 
políticas públicas, cómo la adecuada definición del problema público y la preservación del núcleo 
duro de la política anticorrupción en todas las etapas del ciclo de políticas, son las piezas claves para 
que el diseño y la evaluación de la política anticorrupción alcance sus objetivos.

Por su parte, Lucero Ramírez León, quien presentó el ensayo “El Sistema Nacional Anticorrupción 
y la reivindicación del Poder Legislativo en México: una llamada de atención”, pondera las facultades 
del Poder Legislativo en materia de control parlamentario y revisa su potestad para diseñar o rediseñar 
políticas públicas, en el contexto del surgimiento del Sistema Nacional Anticorrupción.

Finalmente, Pablo De los Cobos Alcalá, en su ensayo “Lucha Anticorrupción con perspectiva de 
participación social y derechos humanos: diagnóstico, retos y propuestas” hace una serie de anotaciones 
con respecto a la corrupción, analizando sus componentes y diferenciando las facetas que presenta; 
se analiza la necesidad de acompañar a nuestras formas de hacer política con las perspectivas de 
participación social y derechos humanos.

Las instituciones convocantes felicitamos a los ganadores y agradecemos a todos los participantes 
la dedicación que han tenido para realizar sus ensayos. Su entusiasmo refleja la inquietud existente 
respecto a estos temas, así como a la necesidad de contribuir a la mejora de la democracia, lo que nos 
genera un compromiso para redoblar los esfuerzos de esta naturaleza en beneficio de la sociedad.





Primer Lugar

Por Maylí Consuelo Sepúlveda Toledo
      Tonatiuh Paz Aguilar

Informes de la Auditoría Superior de la Federación 
y Contraloría Social: propuesta de vinculación 
sociedad civil – entidades fiscalizadoras para 
impulsar la Participación Ciudadana 
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Introducción

La importancia de la participación ciudadana en los asuntos públicos ha adquirido particular 
relevancia durante las últimas tres décadas, especialmente en aquellos países con gobiernos debilitados 
institucionalmente (Fox, Social Accountability: What Does the Evidence Really Say?, 2014, pág. 9). 
Así, actualmente es posible encontrar abundante literatura especializada, donde expertos describen 
las ventajas de la contraloría social para incrementar el impacto de las políticas públicas y mejorar 
la calidad de los servicios que provee el gobierno. Asimismo, se ha demostrado que este tipo de 
participación fortalece la capacidad de los ciudadanos marginados para controlar y tomar decisiones 
sobre su propio desarrollo (Eyben, 2011). 

Siguiendo esta tendencia, en América Latina1 las organizaciones civiles se han aliado con las Entidades de 
Fiscalización Superior para colaborar en la tarea de vigilar que los programas de gobierno y el presupuesto 
público se utilicen para el bien común y no para intereses particulares o de grupo. En México las leyes 
mediante las cuales se atendió el mandato constitucional de crear el nuevo Sistema Nacional Anticorrupción 
y los sistemas de transparencia y fiscalización, contienen disposiciones que incorporan a la sociedad civil 
en las tareas de vigilancia del gasto y la correcta operación de los programas gubernamentales. 

En ese marco ControlaTuGobierno, A.C., en alianza con la Comisión de Cuenca de los Ríos Amecameca 
y de la Compañía (cuya zona de trabajo abarca 10 municipios del Estado de México y dos delegaciones 
de la Ciudad de México)2, así como profesores de la Universidad Autónoma Metropolitana, llevaron a 
cabo un ejercicio de contraloría social al Programa de Tratamiento de Aguas Residuales (PROTAR), que 
fue una de las principales políticas públicas de saneamiento implementadas con recursos federales 
por la Comisión Nacional del Agua (CONAGUA) entre 2009 y 20153.

1	 La Organización Internacional de Instituciones de Auditoría Superior (INTOSAI), incluye entre sus prioridades estratégicas 
la de estrechar la cooperación con organizaciones internacionales y sociedades civiles en una red anticorrupción (INTOSAI, 
s/f). En 2009 la Organización Latinoamericana y de El Caribe de Entidades de Fiscalización Superior (OLACEFS) creó la 
Comisión Especial de Participación Ciudadana que tiene como uno de sus objetivos específicos impulsar metodologías 
para la promoción de la participación ciudadana en el control fiscal y “desarrollar programas de capacitación sobre 
instrumentos, metodologías, enfoques teóricos y experiencias prácticas en materia de participación ciudadana y control 
social” (OLACEFS, 2014). Por su parte, la Alianza para el Gobierno Abierto ha reconocido la importancia de la participación 
de la sociedad civil en procesos de contraloría social y monitoreo ciudadano.

2	 Las Comisiones de Cuenca, al igual que los Comités y otras instancias de participación ciudadana, gestionan los 
recursos hídricos a nivel local (microcuenca o subcuenca). Dichos organismos “se subordinan jerárquicamente a los 
Consejos de Cuenca y se apoyan en la facultad que la propia ley otorga a la Comisión Nacional del Agua para promover 
la organización de los usuarios por regiones, estados, cuencas y acuíferos a fin de participar en la programación 
hidráulica”  (CONAGUA, 2010, pág. 46).

3	 El Programa de Tratamiento de Aguas Residuales (PROTAR), aunque se llamó igual en 2016, cambió sus siglas a 
PROSAN, y en 2017 fue integrado al Programa de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento (PROAGUA).
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El ejercicio de contraloría consistió básicamente en las siguientes acciones:

•	 Revisión de los informes de auditoría al Programa de Tratamiento de Aguas Residuales 
correspondientes a 2012, y 2013 en el Estado de México y 2014 a nivel nacional; y a una muestra 
de informes de auditorías realizadas a la gestión que realiza la CONAGUA en 2015 y 2016;

•	 Consulta de información pública e ingreso de solicitudes de información;
•	 Capacitación de las organizaciones participantes, maestros universitarios y líderes comunitarios 

con expertos sobre temas relacionados al saneamiento, transparencia, presupuesto, rendición 
de cuentas y una sesión sobre informes de auditoría para hacer accesible su consulta;

•	 Trabajo de campo para levantamiento de información directamente en las plantas de tratamiento.

¿Por qué hacer contraloría social a un programa gubernamental relacionado con el agua? La 
elección del tema obedeció principalmente a dos razones: primero, en México desde hace más de una 
década existe un amplio proceso organizativo en torno al Derecho Humano al agua y al saneamiento, 
con suficiente capacidad técnica y organizativa como para elaborar propuestas de política pública4; 
construir y diseñar proyectos de ley5; articular iniciativas ciudadanas desde el ámbito comunitario 
hasta el regional y nacional6, y con redes de aliados en el ámbito internacional7. La segunda razón es 
que las recientes reformas y nombramientos en materia de transparencia y combate a la corrupción 
conforman un escenario ideal para que las Entidades de Fiscalización Superior mexicanas abran 
espacios de colaboración de mayor relevancia a la sociedad civil, y se incorporen a la tendencia que 
en diversas regiones del mundo ha estado implementándose y obteniendo buenos resultados durante 
casi una década (Ramkumar, 2017; Carrión Díaz, 2015; Cornejo, 2011; Peruzotti, 2010).

En este mismo sentido, la necesidad de impulsar y fortalecer “el proceso participativo de la 
ciudadanía en la gestión, seguimiento, vigilancia y evaluación de los recursos públicos”, fue señalada 
por la Auditoría Superior de la Federación (ASF), en las Consideraciones para la Labor Legislativa, que 
acompañó la entrega de Informes individuales de la Cuenta Pública 2016 (Auditoría Superior de la 
Federación, 2017: 35).

4	 Un resultado de estos procesos es El Plan Hídrico de la Subcuenca de los Ríos Amecameca y de La Compañía (Comisión 
de Cuenca de los Ríos Amecameca y de La Compañía y Universidad Autónoma Metropolitana, 2011).

5	 Para consultar la Iniciativa Ciudadana de Ley General de Agua y el proceso organizativo que la respalda (Agua para 
todos, 2014) .

6	 Un ejemplo es la Coalición de Organizaciones Mexicanas por el Derecho al Agua http://www.comda.org.mx/participan-
mas-de-100-organizaciones-en-visita-del-relator-de-la-onu-para-denunciar-violaciones-al-derecho-al-agua-potable-y-
saneamiento-en-mexico/;  

7	 Por ejemplo FANMEXICO, http://www.fanmexico.net/es/content/%C2%BFqui%C3%A9nes-somos; RedVida http://www.
laredvida.org/; Blue Planet Project http://www.blueplanetproject.net/; entre otros.

http://www.comda.org.mx/participan-mas-de-100-organizaciones-en-visita-del-relator-de-la-onu-para-denunciar-violaciones-al-derecho-al-agua-potable-y-saneamiento-en-mexico/
http://www.comda.org.mx/participan-mas-de-100-organizaciones-en-visita-del-relator-de-la-onu-para-denunciar-violaciones-al-derecho-al-agua-potable-y-saneamiento-en-mexico/
http://www.comda.org.mx/participan-mas-de-100-organizaciones-en-visita-del-relator-de-la-onu-para-denunciar-violaciones-al-derecho-al-agua-potable-y-saneamiento-en-mexico/
http://www.fanmexico.net/es/content/%C2%BFqui%C3%A9nes-somos
http://www.laredvida.org/
http://www.laredvida.org/
http://www.blueplanetproject.net/
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Las siguientes páginas se centrarán en describir los hallazgos más relevantes de este ejercicio en 
el Estado de México. Particularmente interesa mostrar el papel que jugaron los informes elaborados 
por la ASF como un insumo que ayuda a orientar la búsqueda y recopilación de información. A partir 
de los datos contenidos en los informes se pueden detectar directamente en campo, detalles sobre 
la operación del programa y/o las obras, que sólo es posible ubicar si se cuenta con saberes técnicos 
especializados. La observación directa es una labor que resulta más sencilla a las personas que 
realizan contralorías sociales de base que a la ASF. Esta propuesta de colaboración entre comunidad, 
académicos, funcionarios públicos y entidades de fiscalización es una vía de participación ciudadana 
que busca, entre otras cosas, fortalecer el nuevo Sistema Nacional Anticorrupción. 

En el primer apartado se presentan algunas consideraciones teóricas sobre la pertinencia de este 
ejercicio para la vinculación de actores sociales y políticos; en el segundo, se muestran las principales 
observaciones que hizo la ASF a la gestión de la CONAGUA en la revisión de la Cuenta Pública que 
realizó en los años 2016 y 2015.

El tercer apartado muestra los resultados de la auditoría de desempeño del Programa de Tratamiento 
de Aguas Residuales durante el 2014. El cuarto apartado reseña los resultados de la auditoría de 
inversiones físicas al PROTAR en el Estado de México en 2013 y 2012.

El quinto apartado muestra los resultados que se obtuvieron al contrastar la información documental 
de los hallazgos de la auditoría, solicitudes de información, consultas de información en línea y datos 
levantados directamente en trabajo de campo así como dos casos sintomáticos que reflejan, a nivel 
local, detalles que se pierden de vista a nivel federal o estatal.

Finalmente, a manera de conclusión, se ofrecen algunas propuestas dirigidas a las entidades de 
fiscalización y control para involucrar a la sociedad civil en la importante labor que realizan. La contraloría 
social sólo es útil si logra activar la intervención de las instituciones que tienen la responsabilidad 
legal de supervisar el buen desempeño de las entidades públicas, la correcta operación de los 
programas gubernamentales y asegurar la probidad en la administración del presupuesto. La intención 
principal de este documento es que, a partir de los resultados mostrados, se generen mecanismos 
que faciliten la participación ciudadana independiente en las tareas de fiscalización y control, no sólo 
para retroalimentar la labor de estas instituciones, sino para asegurar que las políticas y programas 
gubernamentales realmente respondan a las necesidades ciudadanas.
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Dos consideraciones teóricas para la vinculación de actores  
sociales y políticos

En un estudio reciente sobre un ejercicio de contraloría social al programa estatal de libros de 
texto en Filipinas, Jonathan Fox y Joy Aceron mencionan que “a menudo el acceso a la información 
y la voz ciudadana no son suficientes para lograr la rendición de cuentas efectiva” (Fox & Aceron, 
2017, pág. 2). Al respecto, subrayan que el seguimiento a las políticas públicas que se realiza por 
medio de contralorías ciudadanas, puede no tener ningún impacto si no se cuenta con una red de 
actores que permita ir más allá de los casos aislados. Por ello subrayan la importancia de conectar 
escaladamente el proceso de fiscalización. Es necesario actuar en escala, apelando a este concepto 
como la posibilidad de extender el impacto de un ejercicio de este tipo y no solamente abarcar un 
mayor número de obras sin poder conectar los casos y reconstruir los problemas sistémicos que son 
transversales a ellas (Fox & Aceron, 2017, págs. 4-6). Esto implica articular la manera en la que se decide 
lo referente a lo público a diferentes niveles (local, distrital, estatal, federal) (Fox & Aceron, 2017), 
no sólo desde una óptica institucional sino también desde la inclusión de la perspectiva ciudadana 
sobre la pertinencia y funcionalidad de la obra.

Otra noción en la que se apuntaló el caso de Filipinas fue la integración vertical (Fox & Aceron, 
2017). Aquí, se trata de desmontar la idea de verticalidad jerárquica a través de la coordinación 
entre las diferentes perspectivas que tiene cada uno de los actores implicados en los procesos 
de implementación de una política o programa público. Cada uno está en una parte distinta del 
mismo proceso y, desde ese desfase, pueden ofrecerse evidencias concretas correspondientes a 
distintos momentos, desde las cuales puede reconstruirse una imagen más completa del proceso. 
Este panorama integrado ayuda a ubicar los momentos de vulnerabilidad o las fallas dentro del 
mismo. Para ello es necesario contar con aliados dentro de las instituciones gubernamentales que 
alienten esta colaboración, mientras más completa sea la imagen será más fácil “exponer la cadena 
de situaciones que subyacen a incidentes específicos” (Fox & Aceron, 2017).

Como parte de la integración vertical de la que habla Jonathan Fox, no hay que excluir lo local por lo 
federal, sino coordinarlos y articular los diferentes niveles administrativos y poblaciones de beneficiarios 
que se ven implicados en el ejercicio de recursos públicos. Cada uno puede sumar algo a este ejercicio.

En México, el Artículo 69 de la Ley General de Desarrollo Social, reconoce la figura de Contraloría 
Social como un mecanismo de participación de los beneficiarios de los programas sociales. Su tarea es 
verificar “el cumplimiento de las metas y la correcta aplicación de los recursos públicos asignados a los 
programas de desarrollo social” (Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, 2016ª). Por otra 
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parte, en la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción (2016), se asigna al Comité de Participación 
Ciudadana la tarea de vincular a actores de la sociedad civil y académicos como uno de los contrapesos 
que operan el entramado institucional del Sistema Nacional Anticorrupción (Cámara de Diputados del 
H. Congreso de la Unión, 2016b). Actualmente la Contraloría Social no cuenta con un mecanismo de 
vinculación más allá de la emisión de recomendaciones, lo cual limita su trabajo, y los mecanismos que 
se están preparando en el Comité de Participación Ciudadana aún no entran en vigor.

La metodología que se llevó a cabo para el ejercicio de Contraloría Social al Programa de Tratamiento 
de Aguas Residuales buscó articular la acción ciudadana con diferentes niveles de gobierno (desde 
el comunitario hasta el federal). Para tal fin, se tomaron como referencia inicial los informes emitidos 
por la ASF sobre el PROTAR, y se capacitó a usuarios de los servicios de saneamiento, funcionarios 
públicos de los municipios y académicos relacionados con las comunidades.  El propósito fue que 
cada uno de estos actores, desde su posición, tomara agencia sobre la problemática de saneamiento 
en su localidad. Algunos miembros de las comunidades, junto con académicos y con conocimiento 
de las autoridades municipales, así como de la Comisión de Aguas del Estado de México (CAEM) y 
el Sistema de Aguas de la Ciudad de México (SACMEX), hicieron los recorridos a las plantas ubicadas 
dentro del perímetro de las dos subcuencas.

A continuación, se ofrece el panorama que se logró reconstruir en retrospectiva con la información 
contenida en los informes de auditoría.

La CONAGUA en los Informes de la Revisión de la Cuenta Pública  
2015 y 2016

Como parte del panorama del desempeño institucional de la dependencia a cargo del Programa de 
Tratamiento de Aguas residuales resulta útil revisar el diagnóstico más actual hecho por la ASF en los 
informes 2015 y 2016, dentro de los apartados referentes a los programas a cargo de la CONAGUA. Lo 
primero que llama la atención es el enfoque que asume la Auditoría al abordar el tema del agua pues 
responde a una perspectiva de la seguridad nacional y no de derecho humano. En ambos informes 
la Auditoría urge al Poder Legislativo y a la CONAGUA a emprender acciones preventivas y correctivas 
que disminuyan los riesgos a la seguridad nacional relacionados con la sustentabilidad hídrica. Lo 
que llama la atención de este enfoque es que, en efecto, el agua es un asunto de seguridad nacional 
reconocido en la Ley de Aguas Nacionales actualmente vigente, pero ante todo es un derecho humano 
reconocido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos desde el 8 de febrero de 2012, 
sin embargo, la ASF muy pocas veces se refiere a este mandato constitucional en sus informes. Señalar 
la prioridad que se le da al tema del agua a partir del enfoque con el que se aborda no es secundario 
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si se considera que esto puede influir el tipo de decisiones que se pueden tomar en una problemática 
tan compleja y delicada como el acceso al agua.

Como parte de la situación en torno a la sustentabilidad hídrica del Valle de México dentro del 
informe de 2015 menciona que:

… la CONAGUA desconoció el volumen de agua residual generado y colectado en el Valle de México, lo 

cual impidió identificar en qué medida las aguas residuales tratadas contribuyeron a reducir el problema 

de contaminación de los recursos hídricos de la región. La auditoría mostró que el número de plantas 

de tratamiento de aguas residuales en la región pasó de 118 a 221 en el periodo 2011-2015, con lo que 

se incrementó la capacidad instalada en 3.8% en promedio anual; no obstante, la eficiencia operativa 

de la infraestructura de tratamiento se mantuvo en un promedio de 65.2%. La fiscalización evidenció 

que la Comisión no dispuso de una programación integral para prevenir y controlar la contaminación 

del recurso, lo que representó un riesgo para garantizar agua de calidad para el consumo humano, así 

como para la salud pública y el equilibrio de los ecosistemas. (Auditoría Superior de la Federación, 2015b)

Destaca particularmente que en esta fiscalización la ASF a la Sustentabilidad Hídrica del Valle de 
México, se menciona que ésta es la única de las 13 cuencas del país, “que no tiene la capacidad 
hídrica suficiente para satisfacer las necesidades de los habitantes y las actividades productivas”. Esta 
afirmación se respalda en cifras de la CONAGUA cuya tendencia indica que en de 30 años, además 
de los hundimientos y deslaves que actualmente se presentan en las zonas pobladas, se pondrá en 
riesgo “la salud humana, la preservación del medio ambiente y el desarrollo social y económico de 
la región” (Auditoría Superior de la Federación, 2015b).

Por lo que corresponde al informe de la auditoría de desempeño realizada en 2016 a la Protección 
de Aguas Subterráneas (Auditoría Superior de la Federación, 2016), la ASF señala que la CONAGUA 
no contaba con información histórica sobre la disponibilidad de agua subterránea y por ello recurrió 
a los datos de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO, 
por sus siglas en inglés). El manejo institucional que dejan ver estas observaciones contrasta con el 
galardón que recibió la misma CONAGUA en el 2016, año en el que recibe el Premio a la Innovación 
en Transparencia 2016 otorgado por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
y Protección de Datos Personales (INAI), el Banco Mundial, el Instituto Nacional de Administración 
Pública (INAP) y la Secretaría de la Función Pública. El motivo del premio fue el Sistema Nacional de 
Información del Agua8, lo cual resulta a todas luces paradójico.

8	 Ver boletín de prensa disponible en: https://www.gob.mx/conagua/prensa/conagua-recibe-premio-por-sistema-
nacional-de-informacion
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Otros datos que se mencionan en este informe de auditoría son los siguientes:

•	 En 371 de los 653 acuíferos del país no se evaluó la calidad del agua.

•	 De los 275,300 concesionarios registrados, se vigiló sólo el 1.7% (4,680) de las extracciones del subsuelo;

•	 No se inspeccionaron las descargas de aguas residuales en 5 de cada 6 acuíferos “lo cual implica que 

en 5 de cada 6 cuerpos del subsuelo la autoridad hídrica desconoció si se vertieron contaminantes que 

pudieron comprometer la calidad del recurso y poner en riesgo la salud humana, así como el desarrollo 

de las actividades productivas.” (Auditoría Superior de la Federación, 2016)

•	 Aunque la CONAGUA los elaboró, no se publicaron 99 decretos de veda y 234 reglamentos para la 

protección de 333 cuerpos hídricos. 

•	 El número de acuíferos sobreexplotados pasó de 32 en 1975 a 105 en 2016.

Este informe de auditoría concluye con un presagio que tendría que detonar acciones urgentes 
en todo el territorio nacional:

La CONAGUA estima que en 30 años las dificultades para la extracción, tratamiento y trasportación 

del agua aumentarán, debido a la creciente demanda y a la escasez del recurso hídrico; esta situación 

ocasionará, como ya ocurre en la actualidad, no sólo hundimientos y deslaves en zonas pobladas, sino 

también un riesgo para la salud humana, la preservación del medio ambiente, así como la estabilidad 

social y el desarrollo económico del país. (Auditoría Superior de la Federación, 2016)

Hay una clara falta de regulación sobre las concesiones y, más aún, es evidente la ausencia de 
un diagnóstico confiable coordinado por parte de la propia CONAGUA el cual debería ser la base 
para otorgar permisos de extracción de mantos acuíferos y descarga de aguas residuales. De igual 
modo es notoria la ausencia de una regulación sobre de las concesiones para explotar los recursos 
hídricos, lo que no es un problema secundario ni menor. Si la misma CONAGUA no tiene un panorama 
claro sobre las diferentes situaciones de estrés hídrico en el territorio ¿sobre qué bases da permisos 
para su explotación? Y más aún ¿cómo determina que el aprovechamiento de estos recursos no 
vaya en detrimento de su sustentabilidad y disponibilidad real? Las necesidades de explotación no 
pueden ir en sentido opuesto a los tiempos que necesita cumplir el agua dentro de su ciclo para no 
agotarse. El saneamiento es sólo un aspecto que se inserta dentro de la gestión sustentable de los 
recursos hídricos pues, si se da el tratamiento adecuado a las aguas residuales, se puede contribuir 
al restablecimiento de mantos acuíferos, a evitar el desecamiento del subsuelo y al aprovechamiento 
de esta agua para el desarrollo de la agricultura. 
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En el siguiente apartado se abarcarán la auditoría de desempeño al Programa de Tratamiento de 
Aguas Residuales realizada en el 2014 y los informes de fiscalización a los recursos destinados a este 
programa durante los años 2013 y 2012 en el Estado de México.

Auditoría de Desempeño al Programa de Tratamiento de Aguas  
Residuales 2014

En un artículo de publicación reciente, la investigadora de la UNAM, Julia Carabias señala que “Sólo 
35% de las descargas domésticas reciben tratamiento y el 18% de las industriales. El resultado es que 
sólo 27% de las cuencas están en calidad aceptable o excelente, 45% están poco contaminadas y 25% 
contaminadas y altamente contaminadas” (Carabias, 2017). Sin el saneamiento adecuado, el agua 
residual transmite los contaminantes al subsuelo ocasionando que su uso para consumo humano 
eventualmente deje de ser viable. En una ciudad con las dimensiones que tiene la Ciudad de México, 
donde el Instituto Nacional de Estadística y Geografía había contado en 2015 un total de 8,918,653 
habitantes (INEGI, 2015) y cuya demanda para usos industriales y usos domésticos no deja de crecer, 
el saneamiento de agua es una necesidad imperativa.

En la auditoría de desempeño realizada en 2014 que examinó la operación del Programa de 
Tratamiento de Aguas Residuales en aquellos estados de la República en los que se implementó se 
hicieron observaciones que pueden agruparse en tres áreas:

	Errores de diseño del Programa de Tratamiento de Aguas Residuales;
	Irregularidades relacionadas con la falta de documentación probatoria o carencias de información 

que tendría que generarse para realizar un correcto seguimiento de la implementación del 
programa;

	Irregularidades relacionadas con el seguimiento, la evaluación y el control del Programa de 
Tratamiento de Aguas Residuales.

Igual que lo observado a CONAGUA; la Auditoría remarcó que Programa no contó con un diagnóstico 
integral que permitiera identificar cuántas plantas había que construir, cuántas se tenían que rehabilitar 
y cuántas obras complementarias se requerían y debían atenderse. Al no disponer de este diagnóstico, 
no puede determinarse en qué medida el Programa contribuye a la mejoría de la infraestructura y 
calidad del saneamiento de agua en el país. Así mismo, la Auditoría señaló nuevamente a CONAGUA 
la falta de datos duros sobre su área de injerencia. 
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En este informe llama particularmente la atención el siguiente dato: la CONAGUA reportó a la 
cuenta pública que el tratamiento de aguas residuales había rebasado en 24% el volumen esperado 
gracias a la implementación del PROTAR. Sin embargo, este porcentaje proporcionado por CONAGUA 
correspondía a una cifra preliminar que no pudo ser respaldada por ningún documento durante el 
proceso auditor. En consecuencia, la cifra fue reportada como un logro en el Informe ofrecido por 
el Poder Ejecutivo a la Nación en el 2014. Al respecto la Auditoría mencionó

…no acreditó con evidencia que dispuso de sistemas de información diseñados e instrumentados bajo 

criterios de utilidad, confiabilidad y oportunidad; y de mecanismos de actualización permanente y 

difusión eficaz por medios electrónicos que permitan la adecuada toma de decisiones, transparencia 

y rendición de cuentas de la gestión pública, así como determinar el cumplimiento de los objetivos y 

metas institucionales. (Auditoría Superior de la Federación, 2014, pág. 5) 

Los auditores también encontraron que, de acuerdo a la documentación entregada por CONAGUA, 
en tres entidades federativas se reportaba que se había tratado más agua de la que, según los mismos 
documentos, había capacidad para tratar. Además señalaron que la Comisión no disponía de un 
sistema contable para determinar el costo por metro cúbico de agua tratada así como los costos de 
construcción, rehabilitación y ampliación de las plantas de tratamiento lo cual propicia un margen 
amplio de discrecionalidad al momento de otorgar recursos.

Por último, la auditoría menciona que CONAGUA tampoco cuenta con un sistema confiable para 
dar seguimiento sobre el impacto de las obras y evaluar el ejercicio de los subsidios. Al revisar los 
dictámenes sobre el desempeño federal de CONAGUA, como dependencia y a partir de uno de sus 
programas a nivel federal, la constante no cambia en este periodo: la Comisión no ha sido capaz de 
implementar indicadores adecuados para generar datos confiables sobre su área de injerencia ni sobre 
los programas que genera para la sustentabilidad de los recursos hídricos del país. Nuevamente cabe 
preguntar ¿cómo se espera que un programa público dé buenos resultados si no se tiene certeza 
sobre las necesidades y, por ende, cómo encausar estratégicamente las acciones?

Informes de las auditorías de inversiones físicas del Programa 
de Tratamiento de Aguas Residuales 2013 y 2012 para el  
Estado de México

Después de reconstruir el enfoque sobre CONAGUA a partir de los informes de auditoría, se buscó 
reconstruir el desempeño del programa desde su implementación a nivel estatal. Al realizar el ejercicio 
de contraloría social con una Comisión de Cuenca del Estado de México, fue imperativo reducir la 
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escala para indagar qué pudo reconstruir la ASF desde su óptica sobre el ejercicio del Programa de 
Tratamiento de Aguas Residuales durante la fiscalización realizada en los años 2012 y 2013.

La Comisión de Agua del Estado de México (CAEM) fue responsable de licitar y regular las obras 
que se construyeron con recursos del PROTAR. En representación del gobierno estatal, debía informar 
mensual y trimestralmente a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y a la Secretaría de la Función 
Pública sobre el avance físico y financiero de los recursos presupuestarios y metas autorizadas, 
justificando cualquier modificación que se hiciera a lo originalmente previsto. Cuando la auditoría 
fiscalizó el programa no contó con ninguno de estos informes y, hasta agosto de 2017, no se encontraron 
disponibles en línea por lo que no se ha logrado saber con certeza si los expedientes respectivos 
existen o no.

Las observaciones hechas por la ASF a la CAEM y a CONAGUA versan sobre retrasos en la administración 
de los recursos presupuestarios aunque también se encontraron otro tipo de incumplimientos con 
las disposiciones administrativas, como se muestra en la Tabla 1.

Tabla 1. Retrasos por Rubro en Operación del PROTAR 2012-2013

Rubro Informe de Auditoría 2012 Informe de Auditoría 2013

Entrega de recursos federales a 
la autoridad estatal

CONAGUA no entregó a CAEM los recursos 
para el PROTAR en los plazos establecidos 
en las reglas de operación. La primera parte 
la entregó en junio y la segunda el 2 de 
diciembre del año en que debían utilizarse.

Estudios y proyectos de las obras CONAGUA no validó los estudios de 
ingeniería básica o proyectos ejecutivos de 
las obras porque la CAEM no los entregó 
oportunamente.

Licitación de obras CAEM licitó 24 contratos después de la fecha 
límite establecida en las reglas de operación.

Los 10 contratos de obra pública del PROTAR 
para este año se licitaron fuera de los plazos 
establecidos en las reglas de operación.

Prórrogas CONAGUA autorizó a CAEM dos prórrogas 
para terminar el PROTAR 2012; la primera a 
pesar de que el programa presentaba un 
retraso 99.9% mayor al autorizado en las 
reglas de operación; y la segunda 214 días 
después de la fecha establecida en las reglas 
de operación.

Aunque el informe menciona que se 
documentó prórroga para 4 de los 10 contratos, 
no se menciona si se realizaron dentro de los 
plazos legales. Sin embargo en el informe se 
solicita a la CAEM que presente documentación 
para explicar por qué no multó a los contratistas 
que no cumplieron con los plazos de entrega de 
las obras o tendrá que devolver el presupuesto 
federal correspondiente.
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Rubro Informe de Auditoría 2012 Informe de Auditoría 2013

Entrega de anticipos a 
contratistas

En los 24 contratos de este año se entregaron 
con retraso los anticipos acordados con los 
contratistas de las obras, ocasionando que 
todas las obras se retrasaran y aplazaran las 
fechas de conclusión.

Se entregaron con retraso los anticipos de 
los 10 contratos de obra pública del PROTAR 
para este año.

Pagos a contratistas En 14 de las 24 obras no hicieron los pagos 
a los contratistas oportunamente.

En 54 de 61 pagos (estimaciones) no se 
cumplió con el plazo establecido en las reglas 
de operación.

Conclusión de las obras 
contratadas

De las 24 obras contratadas ninguna se 
concluyó dentro de su periodo contractual 
y cinco no se iniciaron.

Las 10 obras del PROTAR para este año tuvieron 
que diferirse y en el informe se menciona que 
no encontraron evidencia de que 3 obras se 
hubieran terminado y entregado las obras 
con su manual de operación a la comunidad 
o el organismo operador correspondiente.

Cierre del ejercicio La CAEM no presentó el cierre del PROTAR 
correspondiente a 2011 en el plazo 
establecido en las reglas de operación. 

El cierre del ejercicio 2012 se presentó dos 
meses después de la fecha establecida en 
las reglas de operación.

A grandes rasgos, la constante en los dos años es el retraso de pagos en distintos puntos del 
proceso, ya sea CONAGUA-CAEM o CAEM-contratistas. Durante 2012, de 24 obras que se licitaron, 5 
no se iniciaron y el resto no se concluyeron a tiempo. Estos retrasos generan un amplio margen de 
opacidad pues no se puede dar seguimiento oportuno al ejercicio de los recursos (como se observa 
en lo referente al cierre de ejercicios). Otro ejemplo es el que se ofrece en el informe de 2013, donde 
la ASF reportó que no se obtuvo documentación que respaldara los recursos que supuestamente 
se ejercieron para llevar a cabo la supervisión técnica y normativa. Durante el proceso auditor, la 
institución fiscalizada presentó facturas con fecha posterior al año fiscal auditado sin comprobar el 
gasto (Auditoría Superior de la Federación, 2013).

Uno de los últimos eslabones de la implementación del programa también se ve afectado, 
la ASF señaló que en el caso de tres plantas de tratamiento, no se presentó documentación que 
comprobara que las instalaciones y sus manuales de operación hubieran sido debidamente entregadas 
a las autoridades municipales, a algún organismo operador o a algún actor local responsable de 
su administración. Si las obras no se entregan formalmente, no entran en funcionamiento. Algo 
que no mencionan los informes de auditoría, pero que se pudo constatar en los recorridos a las 
plantas de tratamiento con la Comisión de Cuenca, es que si las instalaciones están en abandono o 
descuidadas no sólo se deterioran sino que en ocasiones son saqueadas lo cual las inhabilita antes 
de que cumplan con su función.
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En la Tabla 2 se muestran las irregularidades referentes a la administración de los recursos del 
PROTAR que logró identificar la ASF en las auditorías de inversiones físicas de 2012 y 2013. 

Tabla 2. Administración Irregular de Recursos por Rubro en PROTAR 2012-2013

RUBRO Informe de Auditoría 2012 Informe de Auditoría 2013

Entrega de recursos 
federales

CONAGUA entregó una cantidad mayor de 
recursos al gobierno del Estado de México 
(6,346.8 miles de pesos más) de lo que se 
estableció en el convenio suscrito entre ambas 
autoridades, y aunque regresó esa cantidad a 
la Tesorería, no devolvió los intereses bancarios 
generados.

CONAGUA entregó el 95% del total de los 
recursos comprometidos el 6 de junio y el 
5% restante en diciembre de este año. Eso 
ocasionó que se cancelaran 3 obras.

Cancelación de obra Se cancelaron 3 obras sin haberlo justificado 
ante la autoridad federal

Obras contratadas en dos 
programas distintos

En el informe de la ASF primero dice que las 
tres obras canceladas fueron construidas con 
fondos de un fideicomiso. En el siguiente 
párrafo los auditores afirman que estas tres 
obras se reportaron con cargo al Programa de 
Agua Potable y Alcantarillado en Zonas Urbanas 
del 2011. Los auditores no mencionan cuál fue 
la documentación con la que se comprobaron 
los dos casos. Su observación se limita a 
sancionar que no se reportó la cancelación 
de las obras a la autoridad correspondiente.

Apertura de cuenta bancaria 
específica para el programa

El gobierno estatal no abrió una cuenta 
específica para el PROTAR que permitiera 
identificar y comprobar los gastos, como se 
establece en las reglas de operación.

No se menciona

Intereses bancarios El gobierno estatal no devolvió a la federación 
los intereses bancarios de los recursos 
excedentes que recibió.

El Gobierno estatal no devolvió a la federación 
los intereses bancarios de los recursos no 
ejercidos. 

Entrega de recursos sin 
supervisión ni valoración 
de avances.

CONAGUA entregó al gobierno estatal el 
complemento de los recursos federales, sin 
constatar el avance físico y financiero de las 
obras, como se establece en las reglas de 
operación.

Subejercicio Al cierre del año fiscal, el gobierno estatal no 
había ejercido poco más de 46 millones de 
pesos (46,073.5 miles de pesos) del PROTAR, 
y tampoco presentó evidencia documental 
probatoria sobre el uso de estos recursos. En caso 
de que no se presentara esta documentación 
la ASF procedería a su recuperación, más los 
intereses bancarios correspondientes.

El gobierno estatal no ejerció el 19% del recurso 
federal asignado al PROTAR, lo que significa 
que el subejercicio fue por poco más de 26 
millones de pesos (26,009.4 miles de pesos).
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RUBRO Informe de Auditoría 2012 Informe de Auditoría 2013

N o  s e  p r e s e n t ó 
documentación probatoria 
que rinda cuentas sobre el 
uso de los recursos y no se 
devolvieron a la federación.

La documentación probatoria presentada por 
el gobierno estatal es menor en poco más 
de 10% al gasto que reportó al cierre del año 
fiscal. La diferencia por poco más de ocho 
millones de pesos (8,535.8 miles de pesos) 
no se devolvió a la federación. 

No se presentó la documentación probatoria 
por concepto de supervisión técnica y 
normativa, por un monto de poco más de 30 
millones de pesos (1,736.00 y 29,900.00 miles 
de pesos respectivamente). 

En el informe de 2013 también se informa sobre el caso de dos plantas de tratamiento concesionadas 
a empresas privadas; la Auditoría solicitó aclarar la inversión de poco más de 26 millones de pesos 
que se asignaron a las dos plantas de tratamiento que se entregaron a administraciones privadas, 
cuyas instalaciones cuentan con un fideicomiso para su mantenimiento y no son elegibles para este 
subsidio según establecen las reglas de operación del PROTAR.

Para cerrar el tema de los informes de auditoría, reconocemos que son una fuente privilegiada 
para que las contralorías sociales puedan conocer el desempeño de los programas y la forma en 
que se administran los recursos públicos. Sin embargo, en ninguno de los informes consultados 
encontramos criterios de pertinencia técnica y social de las obras, es decir, si los proyectos que 
presentan las constructoras en los concursos de licitación corresponden a las características del 
entorno y a las necesidades de los beneficiarios. Una vez construidas, tampoco encontramos que 
el órgano interno de control de alguna de las instituciones públicas involucradas, se encargue de 
verificar o darle seguimiento al funcionamiento de las plantas. Como veremos a continuación, en 
dos de los casos verificados en campo, hay plantas construidas en terrenos que no son apropiados 
o ni siquiera habían sido adquiridos legalmente al momento de iniciar la obra.

Contraste de canales de información: visitas a campo

Además de consultar los informes de auditoría, antes de salir a campo se hizo una búsqueda de 
información pública sobre las plantas de tratamiento ubicadas en el área donde se desarrolló el ejercicio 
de Contraloría Social. En el sitio web de CONAGUA el documento más actualizado es el Inventario 
Nacional de Plantas Municipales de Potabilización y de Tratamiento de Aguas Residuales en Operación 
2015 mientras que el inventario de CAEM tuvo que obtenerse vía solicitud de información (00019/
CAEM/IP/2017). También se tuvo acceso a las carátulas de los contratos de las plantas de tratamiento 
por medio del catálogo de obras públicas disponible en la página de Información Pública de Oficio 
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Mexiquense IPOMEX. Más tarde, fue necesario ingresar solicitudes de información para pedir los 
expedientes únicos de cada una de las 15 plantas construidas con fondos PROTAR que se encuentran 
dentro del perímetro de operación de la Comisión de Cuenca aliada en el Estado de México. De 
esas 15 plantas, solamente se obtuvo un expediente único completo. Estos expedientes cuentan con 
toda la documentación referente al proceso de construcción de una obra pública, el cual va desde la 
convocatoria del concurso de licitación, la recepción de propuestas hasta el acta oficial de entrega 
de la obra a la instancia que se encargará de su operación, administración y mantenimiento. Si bien 
el acceso a la información no detona por sí misma la participación ciudadana, sí es una condición 
necesaria para ejercerla con conocimiento de causa.

Los recorridos a las Plantas de Tratamiento de Aguas Residuales se realizaron entre los meses de 
enero y mayo del 2017. Para tener acceso a las instalaciones, la Comisión de Cuenca envió un oficio 
a la Comisión de Aguas del Estado de México quienes respondieron que darían acceso a condición 
de que los recorridos fueran acompañados por dos ingenieros que ellos designaron. Solamente se 
pudo establecer comunicación con uno de ellos (el otro ingeniero nunca contestó a las llamadas 
telefónicas) quien pidió que se le enviara otro oficio solicitando los recorridos. Ante esta situación se 
optó comenzar los recorridos bajo el auspicio jurídico de la Comisión de Cuenca, organismo facultado 
para monitorear este tipo de instalaciones.

De todas las visitas que se hicieron a las Plantas solamente la de Amecameca fue guiada oficialmente 
por la Comisión de Aguas del Estado de México. En los recorridos a plantas de tratamiento realizados 
dentro de los municipios de Chalco, Ixtapaluca y Tlalmanalco los recorridos fueron asistidos por el 
Organismo Descentralizado de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento (ODAPAS) de cada localidad. 
También se sostuvieron reuniones informativas con funcionarios públicos de 7 de los 10 municipios 
que comprende el perímetro de la subcuenca en donde se realizó el ejercicio de contraloría social.

De las 15 plantas construidas con fondos PROTAR que se encuentran dentro del área de esta 
Subcuenca del Valle de México, se pudo constatar que 5 tienen un funcionamiento aceptable, 5 están 
prácticamente inoperantes, las 5 restantes siguen en construcción a pesar de que, según las carátulas 
de los contratos de dichas obras, señalan que ya debían de haberse entregado.

Por cuestiones de extensión sólo expondremos dos casos en los que la obra refleja una serie de 
desperfectos que se relacionan con las irregularidades encontradas por la Auditoría, pero que ofrecen 
una dimensión que no se encuentra en los informes de auditoría. Estos casos no sólo se relacionan con 
la construcción en concreto sino con la forma en la que se llevaron a cabo estas obras desde su diseño.
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El primer caso es el de la planta de tratamiento de San Mateo Huitzilzingo, ubicada en el municipio 
de Chalco, Estado de México, durante el recorrido se encontró que sigue en construcción a pesar 
de que debió entregarse en diciembre de 2016. El personal encargado de la obra reportó que se ha 
tenido que modificar 3 veces el proyecto por cuestiones de reubicación, ya que el terreno donde 
originalmente se pensaba construir era una parcela cuya venta no fue consentida por el propietario. 
Finalmente, la obra se está construyendo en un lugar alejado de los terrenos agrícolas de Huitzilzingo, 
los cuáles podrían utilizar el agua tratada para riego: el terreno es fangoso y se tiene previsto que 
el agua tratada se enviará a un tanque elevado para almacenarla y después distribuirla a las parcelas 
agrícolas cercanas. Estos hallazgos permiten ver que:

•	 El proyecto fue aceptado y su construcción iba a comenzar sin haber acreditado la propiedad 
legal sobre el mismo.

•	 El terreno en el que actualmente se lleva a cabo la obra no es idóneo ya que es susceptible 
a hundimientos.

•	 Las modificaciones al proyecto impactaron negativamente en el aprovechamiento que podrían 
hacer los posibles beneficiarios de la obra.

En el caso de la planta de tratamiento de San Matías Cuijingo, en Juchitepec, Estado de México, la 
obra fue terminada en 2015 y tuvo un costo de $13,713,767.13 y durante el recorrido se pudo ver que 
estaba fuera de operación. De acuerdo a los términos de referencia emitidos por la CAEM para esta 
obra y obtenidos luego de apelar la reserva de información ante la solicitud 00015/CAEM/IP/2017, 
las instalaciones de la planta de tratamiento deben garantizar un mínimo de vida útil de 25 años.

De acuerdo a la solicitud de información 00027/CAEM/IP/2017 la PTAR no funciona porque hay una 
falla eléctrica y su rehabilitación ya está contemplada, no se especifica cuándo. Sin embargo, en la visita 
que se realizó a la planta a principios de 2017, una persona --cuyos datos se reservan para preservar la 
confidencialidad de sus datos personales-- manifestó que la PTAR no contaba con las bacterias necesarias 
para el tratamiento que pueden proveer las instalaciones. La ubicación de la planta no cuenta con una 
buena vía de acceso, sólo se puede ingresar a ella a través de un terreno particular, los propietarios no 
permiten fácilmente el paso. También se pudo observar que el tubo del afluente (cauce de agua residual 
que ingresa a la planta de tratamiento) está desconectado, y las aguas residuales que, aún sin que opere, 
llegan a la planta, se derraman y se están infiltrando al subsuelo por medio de una cavidad natural en una 
fosa séptica sin revestimiento, esta situación representa un daño ambiental de largo plazo al acuífero.

Aunado a los desperfectos en las instalaciones, la planta está detenida por problemas administrativos, 
el municipio de Juchitepec no ha querido recibir la Planta de Tratamiento y CAEM reporta que la 
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entregó a la Cuerpos de Seguridad Auxiliares del Estado de México (CUSAEM) sin proporcionar un 
documento oficial que avalara esta entrega. Esta información fue obtenida del alegato interpuesto 
por la CAEM ante el recurso de revisión 01404/INFOEM/IP/RR/2017 y la única prueba que se ofreció 
como documento de entrega de la obra, fue la imagen de un manuscrito sin ningún elemento que 
lo validara como documento oficial.

Como parte de las actividades del ejercicio de contraloría social, se realizó un taller sobre transparencia 
y acceso a la información en la localidad de San Matías Cuijingo, en él participaron mujeres de la 
comunidad, autoridades ejidales y productores agrícolas. Todas estas personas mencionaron que 
desconocían las razones por las que la planta de tratamiento no operaba y mostraron interés en 
utilizar el agua tratada que podría proveerles para regar sus cultivos. Es decir, hay una demanda que 
efectivamente podría resolverse con el funcionamiento de la planta, sin embargo la responsabilidad de 
las instancias gubernamentales se diluye entre dos instituciones que no acuerdan sobre la administración 
y operación de la planta mientras que aquellos que la necesitan ni siquiera son informados.

Como se pudo observar, la labor de campo que se tejió de la mano con la Comisión de Cuenca 
y con los funcionarios de los municipios (y se intentó con la CAEM), muestra que la articulación de 
actores políticos y sociales enriqueció y ayudó a lograr confluir en un diagnóstico sobre las obras 
de saneamiento y el desempeño del Programa de Tratamiento de Aguas Residuales a nivel terreno 
que, por la cantidad de programas y obras auditables, excede la capacidad de trabajo de la ASF. 
Ahora sabemos que los informes de la cuenta pública podrían ser asequibles y útiles para un margen 
más amplio de la sociedad civil si la Auditoría –u otros actores sociales como las universidades y 
las organizaciones gremiales, por ejemplo-- ofrecieran capacitaciones y asesorías para ayudar a las 
personas a entender [y valorar] este tipo de documentos.

El rasgo más notable de este ejercicio es la potencialidad que albergan estos ejercicios como formas 
de participación ciudadana ya que miembros de las comunidades acompañaron los recorridos y se 
involucraron directamente con la contraloría social. Si bien no lo hicieron solos, su participación fue 
posible gracias a la suma de relaciones y saberes que entraron en juego para realizar esta modalidad 
de participación ciudadana. 

Conclusiones y propuestas

¿Por qué a pesar de los hallazgos, en localidades como Cuijingo no se le ha dado seguimiento al 
funcionamiento de la planta, a pesar de que los productores de la región la utilizarían? ¿Cómo es que los 
hallazgos de la ASF no han tenido mayor repercusión a pesar de no ser recientes?
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El análisis de los informes de auditoría se ofreció en retrospectiva para poner en relieve que no 
puede verse un seguimiento por parte de las instituciones (en este caso CONAGUA y CAEM) ya que 
aquello que señalan sigue observándose en campo. Por ejemplo, la entrega tardía de las obras, la 
ausencia de actas de entrega, la concesión de obras sin sustentos técnicos o ambientales, etc.

La fiscalización de los programas públicos no puede reducirse a su aspecto financiero, hay una serie 
de saberes especializados y disciplinas implicadas en la construcción de este tipo de obras. Resulta 
insuficiente evaluar solamente el ejercicio del presupuesto y las posibilidades de comprobación de 
este mismo para determinar que las obras que se construyen con esos recursos realmente cumplen 
con la función para la cual fueron construidas.

El Comité de Participación Ciudadana que se creó a raíz de la construcción del Sistema Nacional 
Anticorrupción puede retomar este tipo de experiencias y propuestas para que formen parte 
de la vinculación que le ha sido encomendada como instancia de encuentro entre autoridades 
gubernamentales y sociedad civil.

En la tabla 3 se presenta una sistematización de propuestas dirigidas a entidades de fiscalización y 
control para lograr que los ejercicios de contraloría social realmente contribuyan a restituir los servicios 
que son indispensables para una vida digna. El proceso que aquí se muestra, desarrollado con apoyo 
de organizaciones civiles, profesores universitarios y comunidades de base, puede apoyar a las 
entidades de fiscalización para que ubiquen los puntos de riesgo que conducen a que los programas 
sociales no cumplan con su función, en este caso el Programa de Tratamiento de Aguas Residuales.

Reducir la participación ciudadana solamente a los mecanismos de contraloría social reconocidos 
por instancias estatales implica dejar fuera una amplia gama de formas de organización cuya sinergia 
podría ayudar a reducir la brecha que existe actualmente entre gobierno y ciudadanía. Es necesario 
que las entidades de fiscalización y control abran la puerta a las organizaciones ciudadanas y a 
los expertos académicos; que ofrezcan capacitación para que de manera coordinada auditen el 
funcionamiento de las Plantas de Tratamiento de Aguas Residuales, atendiendo a criterios técnicos 
y sociales, además de los contables, administrativos y normativos. La suma de esfuerzos, se verá 
reflejada en un uso más eficaz de las instalaciones de saneamiento, de los recursos públicos y del 
agua, factor crucial para la calidad de vida de la población y del país.
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Tabla 3. Propuestas

No. PROBLEMA PROPUESTA
INSTITUCIONES 
RESPONSABLES

1 No existen mecanismos reales de 
coordinación entre la sociedad civil 
y las entidades de fiscalización para 
auditar los programas de gobierno en 
materia hídrica.

Pilotear un primer ejercicio de coordinación entre 
sociedad civil y las instituciones que integran el Sistema 
Nacional Anticorrupción, tomando como línea de 
base los hallazgos del ejercicio de contraloría social 
al PROTAR.

Ampliar el alcance del ejercicio piloto, lanzando una 
convocatoria pública para que  organizaciones civiles 
e instituciones académicas que trabajan el tema del 
agua en los diversos estados de la República conozcan 
y realicen ejercicios de contraloría social a las plantas 
de tratamiento de aguas residuales dentro de sus 
áreas de influencia.

Acordar un mecanismo de colaboración que garantice 
la independencia de los ejercicios de contraloría social 
que se lleven a cabo, y cumpla con lo dispuesto en 
materia de participación ciudadana en las leyes que 
regulan el Sistema Nacional Anticorrupción. 

Comité de Participación 
Ciudadana del

S i s t e m a  N a c i o n a l 
Anticorrupción.

Auditoría Superior de la 
Federación

Secretaría de la Función 
Pública.

2 Los Portales de Obligaciones de 
Transparencia no dan cumplimiento 
al mandato de Ley ni a lo estipulado 
en las Reglas de operación del PROTAR.

No se cuenta con información pública 
que permita vigilar la construcción y 
operación de las plantas de tratamiento.

En particular, las autoridades 
municipales desconocen toda la 
información relacionada con las Plantas 
de Tratamiento y otra infraestructura 
hídrica, sin embargo son ellas 
quienes deben afrontar cualquier 
emergencia que se relacione con el 
mal funcionamiento de las plantas de 
tratamiento.

Los órganos que integran el Sistema Nacional de 
Transparencia, deben emitir lineamientos y supervisar 
que la CONAGUA y sus contrapartes estatales, cumplan 
con las obligaciones de transparencia establecidas en 
la Ley General de Transparencia y en las Reglas de 
Operación de los Programas de Saneamiento.

Implementar mecanismos de coordinación con 
organizaciones civiles e instituciones académicas 
para verificar que la CONAGUA y sus contrapartes 
estatales, cumplan las obligaciones de transparencia 
establecidas en las leyes en la materia y en las reglas 
de operación de los programas de saneamiento.

Se debe garantizar y facilitar el acceso a toda la 
información relacionada con la gestión del agua 
y su saneamiento, a las comisiones de cuenca, a 
las autoridades municipales y a cualquier persona 
interesada en vigilar las plantas de tratamiento, desde 
el proceso previo a su construcción, hasta su entrega 
y posteriormente durante su operación.

Los órganos garantes de la transparencia deben 
reconocer las facultades y competencias constitucionales 
que poseen los municipios en materia de servicios 
de agua y saneamiento y aportarles la información 
necesaria para que cumplan con este mandato.

Sistema Nacional de 
Transparencia

Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección 
de Datos Personales 

Instituto de Transparencia, 
Acceso a la Información 
Pública y Protección 
de Datos Personales 
del Estado de México y 
Municipios

Instituto de Transparencia, 
Acceso a la Información 
Púb l i ca ,  P rotecc ión 
de Datos Personales y 
Rendición de Cuentas de 
la Ciudad de México.

Comisión Nacional del 
Agua

Sistema de Aguas de la 
Ciudad de México

Comisión del Agua del 
Estado de México
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No. PROBLEMA PROPUESTA
INSTITUCIONES 
RESPONSABLES

3 Las Plataforma Nacional de 
Transparenc ia  no  func iona 
adecuadamente e inhibe el ejercicio 
de participación ciudadana.

El INAI debe solventar las deficiencias y contar con 
sistemas o mecanismos de ayuda que permitan el 
acceso, consulta y seguimiento de las solicitudes de 
información y los recursos de revisión.
Es necesario que los órganos garantes de la 
transparencia cuenten con mecanismos expeditos 
de orientación y atención ciudadana, para solventar 
problemas con la gestión y el seguimiento de las 
solicitudes de información y los recursos de revisión. 
Los mecanismos que están disponibles para este 
propósito no son suficientes ni oportunos.

Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección 
de Datos Personales

4 Los informes de la Auditoría Superior 
de la Federación no consideran las 
Reglas de Operación y la utilidad 
social de la infraestructura construida. 
Se limitan a la revisión de aspectos 
contables y administrativos que 
no garantizan que el programa de 
gobierno cumpla con su función. 
No se toma en consideración la 
opinión de las personas pertenecientes 
a la comunidad.

La Comisión de Participación Ciudadana del Sistema 
Nacional Anticorrupción debe abrir un mecanismo 
para que la sociedad civil presente evidencia y haga 
propuestas de revisión, evaluación y fiscalización a 
los programas gubernamentales.
La Auditoría Superior de la Federación debe instituir 
programas de auditorías articuladas con organizaciones 
civiles e instituciones académicas para garantizar que la 
fiscalización incluya los aspectos técnicos que pueden 
aportar los expertos en materia de saneamiento, así 
como el monitoreo cotidiano que puede aportar la 
población que se beneficia del agua tratada.

Comité de Participación 
Ciudadana del SNA

Auditoría Superior de la 
Federación.

5 Los programas de subsidio que impulsa 
la CONAGUA no están articulados con 
la planeación estratégica nacional, 
estatal y regional en materia hídrica.
No se cuenta con diagnósticos que 
justifiquen la pertinencia de construir 
las PTAR en donde se ubican, ni se 
vigila que éstas cuenten con criterios 
técnicos sustentables y realmente 
beneficien a la población.
Los órganos de control interno no 
realizan el seguimiento a la correcta 
operación del PROTAR después de que 
se construyen las plantas de tratamiento.

Vigilar que los programas de subsidio que impulsa la 
CONAGUA estén articulados con la planeación hídrica 
en el ámbito local, estatal y regional.
Identificar y valorar la justificación de la construcción de 
nueva infraestructura hídrica, considerando además de 
las disposiciones técnicas y normativas, las propuestas 
de sustentabilidad y la consulta a la población.
Vigilar el debido cumplimiento de las Reglas de 
Operación de los programas antes, durante y después 
de la construcción de las plantas de tratamiento.

Secretaría de la Función 
Pública

6 La enorme inversión económica en la 
construcción de Plantas de Tratamiento 
y su descuido no refleja la importancia 
que debe brindarse para atender la 
necesidad de evitar una crisis hídrica 
a corto plazo.

Rehabilitar las PTAR existentes, en las que se demuestre 
que con una pequeña inversión y el acompañamiento 
de las autoridades y las comunidades se logre el 
aprovechamiento de la inversión y el agua tratada 
para beneficio de las personas.

Auditoría Superior de la 
Federación.
Organizaciones de la 
Sociedad Civil
Comisión Nacional del 
Agua
Sistema de Aguas de la 
Ciudad de México
Comisión del Agua del 
Estado de México

Como comentario final cabe agregar que este ejercicio se sigue realizando y se tiene previsto 
concluirlo a finales de 2018.
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Introducción 

El Paso Exprés o Libramiento de Cuernavaca es un proyecto de infraestructura emblemático del 
fracaso en materia de contratación de obra pública a nivel federal. Se trata de un proyecto que mostró 
múltiples deficiencias en las diversas etapas que componen el ciclo de la contratación pública; desde 
la preparación del proyecto, la adjudicación y ejecución de sus contratos, hasta la puesta en marcha 
y operación de la obra. 

El monto del convenio se duplicó durante la construcción del proyecto y de acuerdo con la 
Auditoría Superior de la Federación (ASF) la gestión de sus contratos mostró presuntas irregularidades 
por un monto de 270.5 millones de pesos1. Aun así, exhibió pésimos resultados, como la falta de 
funcionalidad de la obra con la apertura de un socavón que ocasionó la muerte de dos personas en 
julio pasado. Claramente, estas atrocidades nos sugieren que la relación costo beneficio de la obra 
no parece haber sido conveniente para el colectivo de ciudadanos y gobierno.

El proceso de construcción no auguraba un mejor desenlace, estuvo plagado de irregularidades que 
evidenciaron que la calidad no fue una prioridad ni en la preparación, ni en la ejecución del proyecto. 

¿Pero lo fue en la adjudicación de su principal contrato? 

¿Cómo y por qué se seleccionó a ese consorcio de empresas como ejecutor del contrato para 
construir el Paso Exprés?  

Nos dimos a la tarea de entender cómo aconteció el proceso de contratación para construir éste 
proyecto. Específicamente investigamos cuáles fueron los criterios que se emplearon para seleccionar 
al contratista ganador y cómo se emplearon estos últimos. 

La contratación del Paso Exprés nos muestra que de manera casi perfecta los criterios de selección 
de los contratistas potenciales en una licitación pueden usarse mal y abusarse para pervertir la 
capacidad del estado en su búsqueda de las mejores condiciones de contratación. 

Como ya se mencionó, la calidad de la obra en efecto no fue una prioridad ni en la preparación 
del proyecto, ni en la ejecución del mismo. Pero, concluimos que tampoco lo fue en el procedimiento 
de la adjudicación de su principal contrato. 

1	 Paso Exprés de Cuernavaca, Auditoría de Inversiones Físicas: 15-0-09100-04-0380. Informe de Resultado de la Fiscalización 
de la Cuenta Pública 2015. 
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La política de contratación pública no está bien planteada; especialmente porque no se diseñó 
para ser coherente y consistente en las distintas fases que integran el ciclo de la contratación pública. 
Por ejemplo, se permite iniciar el procedimiento de adjudicación del contrato sin que el proyecto 
haya finalizado su etapa de preparación; es decir el proyecto de obra puede no contar con el proyecto 
ejecutivo para efectuar sus contrataciones. Aún peor, esta excepción ya no es considerada en las etapas 
posteriores de la contratación pública. Las disposiciones posteriores ignoran el hecho de que existen 
diversos tipos de obras, las que están preparadas para su contratación y las que no lo están. En la etapa 
de adjudicación del contrato se asume que todas las obras están preparadas para su construcción. 

Entre varias deficiencias, permite evaluar las proposiciones de las licitaciones de un concurso sin 
considerar la naturaleza y características de los proyectos; cómo los diferentes estados de preparación 
de los proyectos que llegan a licitarse. Esto presenta un área de oportunidad puesto que el estado o 
avance del desarrollo del proyecto define, al menos en una parte, el objeto del contrato, y por ende 
los criterios de selección. 

Por otro lado, aunque la ley de obras sí ordena privilegiar la experiencia y la especialidad, los 
lineamientos emitidos por la Secretaria de la Función Pública (SFP) para evaluar las proposiciones 
y adjudicar el contrato, le otorgan mayor peso al precio que a la calidad técnica. En efecto, la SFP 
diseñó un solo mecanismo de puntos y porcentajes para todo tipo de obras, de tal forma que el precio 
siempre represente la mayor parte de la calificación para adjudicar el contrato. 

En el caso que nos ocupa, el incipiente desarrollo del proyecto del Paso Exprés no debió convivir 
con un mecanismo de evaluación de puntos y porcentajes que privilegiaba el precio por encima de 
la capacidad de los contratistas. Era necesario, garantizar que la empresa seleccionada terminara de 
preparar adecuadamente el proyecto como era debido, para eventualmente construirlo al mejor precio.  

La evaluación del presente estudio de caso nos arroja conclusiones que son útiles para retroalimentar 
el diseño y evaluación de la política de contratación pública y así aportar en el combate de la corrupción 
en este sector. Es importante mencionar que el proceso de licitaciones públicas es uno de los más 
vulnerables a presentar prácticas altamente corruptas. En este contexto, se esperaría que el Estado 
cuente con los instrumentos y criterios suficientes y adecuados para seleccionar a los contratistas que 
le garanticen las mejores condiciones de contratación en cualquier punto del desarrollo de un proyecto. 

En condiciones así, en las que se desconoce el proyecto ejecutivo y no se puede determinar con 
seguridad que criterio debe guiar la elección del ganador del contrato, el gobierno debería privilegiar 
las calificaciones técnicas, como garantía de capacidad frente a situaciones imprevistas.  
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Antecedentes y resultados 

El 16 de octubre de 2014 se emitió la convocatoria para la licitación del contrato referente a la 
ampliación del Libramiento Cuernavaca (Paso Exprés). Así, empezó la historia de esta obra pública; 
ejemplo de malas prácticas, opacidad y falta total de responsabilidad y control de las instituciones 
involucradas. 

Derivado de la licitación, resultaron ganadoras las empresas Construcciones Aldesem S.A. de C.V 
y Epccor S.A. de C.V. quienes el 28 de noviembre 2014 celebraron un contrato con la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes (SCT)2, representada por el Centro de SCT Morelos. El monto asignado 
a estas empresas para llevar a cabo la ampliación del Libramiento Cuernavaca fue de 1,045.8 millones 
de pesos. Éste incluía la construcción de un paso inferior vehicular, dos pasos superiores vehiculares, 
así como un paso inferior peatonal. 

El contrato mencionado no fue el único pero sí el más importante, ya que en él se adjudicó el 
93% del monto inicial. Para su construcción, el proyecto del Paso Exprés requirió la celebración de 13 
contratos de obra pública y servicios3, con un monto de adjudicación total de 1,124.7 millones de pesos.  

En el contrato se establecieron, entre otras muchas especificaciones, la fecha y plazo para la 
realización de dicha obra. Originalmente, se previó iniciar los trabajos el 29 de noviembre de 2014 y 
se estipularon 730 días naturales como plazo para la ejecución. 

Pero, como es sabido, ni el plazo ni el monto del contrato se cumplieron. La fecha de entrega de 
la obra, programada para finales de noviembre de 2016, terminó postergándose hasta el 1 de abril de 
2017. Mientras que el costo de la obra anunciado por SCT al concluir la misma fue de 2,213 millones 
de pesos, monto muy superior a lo inicialmente cotizado4.

La realización del Paso Exprés terminó convirtiéndose en una tragedia donde desafortunadamente 
dos personas perdieron la vida por la falta de funcionalidad y calidad de la obra. Se volvió además 
un caso que evidencia como la negligencia de las autoridades y las malas prácticas institucionales 
pueden tener consecuencias devastadoras. De las cuales hasta la fecha nadie se hace cargo. 

2	 Licitación pública LO-009000999-T422-2014 y contrato número 2017-17-CE-D-062_W-00-

3	 Dos licitaciones públicas, ocho invitaciones a cuando menos tres personas y tres adjudicaciones directas. 
4	 Fuente: https://www.gob.mx/sct/prensa/recorre-gre-el-libramiento-de-cuernavaca-paso-expres 
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En días recientes, el subsecretario de infraestructura de la SCT Oscar Raúl Callejo informó, después 
de la tragedia, que la rehabilitación del Paso Exprés estará lista a finales de noviembre 2017. Tendrá 
un costo promedio de 70 millones de pesos adicionales a lo ya pagado, monto que supuestamente 
se cargará directamente a quienes hicieron esta obra5.

Existieron diversas irregularidades en el proceso de construcción de esta obra. Hubieron un sin 
número de alertas tempranas. Es realmente grave que las mismas no fueron atendidas.

En 2015, la Auditoría Superior de la Federación (ASF) llevó a cabo la fiscalización y verificación de 
la gestión financiera del Paso Exprés de Cuernavaca. Como resultado determinó un presunto daño a 
la hacienda pública federal de 270.5 millones de pesos, lo cual representó el 66% del monto revisado 
en ese año. Adicionalmente, solicitó a la SCT la aclaración de 31.87 millones de pesos debido a que 
se autorizaron pagos anticipados por diversos conceptos de obra que no se realizaron en el periodo 
correspondiente6. 

Derivado de esta revisión, también se determinaron tres promociones de responsabilidad 
administrativa sancionatoria ante el órgano de control interno de la SCT, pues se llevaron a cabo 
modificaciones al proyecto original del Paso Exprés, que pusieron en riesgo la funcionalidad de la 
obra y no contaron con la aprobación y autorización de las áreas responsables de su ejecución. 

Además, se omitió incluir retornos para la obra, acotamientos laterales interiores y exteriores, 
accesos y salidas a la carretera para los vehículos de emergencia, vigilancia o mantenimiento lo que 
implicaba dificultades en la operación.  

Asimismo, la ASF estableció que no se realizó una verificación y control adecuados del desarrollo de 
los trabajos relacionados con el Paso Exprés, ya que, se autorizaron pagos a las empresas encargadas 
de la construcción y supervisión del mismo que tenían discrepancias entre los volúmenes pagados y 
los realmente ejecutados; se llevaron a cabo pagos por servicios de obra que no cumplieron con el 
alcance establecido; se ejecutaron trabajos de mala calidad; hubo un incorrecto análisis de precios 
unitarios extraordinarios; se pagaron trabajos anticipadamente, y faltó contar con la autorización de 
los proyectos para su ejecución, entre otras muchas irregularidades encontradas. 

5	 Fuente: Reparar el Paso Exprés costará 70 mdp a constructoras, dice SCT; estará listo en noviembre. Disponible en 

http://www.animalpolitico.com/2017/10/paso-expres-70-mdpconstructoras/ 
6	 Fuente: Sistema Público de Consulta de Auditorías 
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Las advertencias estuvieron ahí, presentes de manera continua y un  ejemplo de esto, fue la 
necesidad de ajustar el proyecto ejecutivo inicial. Como se mencionó, la ASF observó y señaló una 
suma de acciones inadecuadas y omisiones por parte de los encargados de llevar a cabo la obra, que 
no fueron atendidas. No se propició la calidad de la misma, no se controlaron los malos manejos de 
los recursos públicos, ni los actos de corrupción. Peor aún no se cuidó la seguridad de la población.  

En resumen, la ASF reveló que no hubo un adecuado seguimiento del proyecto llamado Paso 
Exprés y las consecuencias más dramáticas y absurdas llegaron hasta la pérdida de vidas humanas. 
La tragedia pudo haberse evitado de haberse contado con mejores controles y menos indiferencia 
de parte de los diversos involucrados. 

Hay también irregularidades respecto a las empresas que ganaron la licitación para llevar a cabo 
el Paso Exprés. El grupo español Aldesa, del que Construcciones Aldesem S.A. de C.V es filial acá en 
México, tiene un mal historial en el cumplimiento de contratos.  Construyó la llamada “Súper carretera 
Durango-Mazatlán”, la cual según medios de comunicación locales ha presentado deficiencias en 
puentes y túneles que están en el kilómetro 140 a 156 y en un periodo de tres años (de octubre 2013 
a diciembre 2016) han ocurrido 82 accidentes, en los que han muerto 27 personas7.

Adicionalmente, la revista Proceso difundió en un artículo que Aldesa en años recientes protagonizó 
un escándalo sobre donativos ilegales al Partido Popular en su país de origen8. 

Finalmente, de acuerdo con un artículo publicado por El Universal, Aldesa se encuentra inhabilitada 
en Perú desde abril de 2017 por presentar documentos falsos y no podrá participar en licitaciones 
convocadas por el gobierno peruano por un periodo de 36 meses9 . Específicamente, el artículo 
menciona que presentó un certificado de trabajo falso por medio del cual se quería acreditar la 
experiencia de un ingeniero especialista en estudios de impacto ambiental. Esta falta tuvo lugar en 
el mes de junio de 2016. 

Como se puede ver el caso del Paso Exprés involucra una serie de eventos desafortunados que 
concluyeron en costos y pérdidas para la sociedad mexicana en su conjunto. Al final, se terminó 
pagando un costo 100% mayor al inicialmente contratado debido en gran parte a un proyecto ejecutivo 

7	 “Epccor y Aldesa, amplio historial de anomalías” http://www.jornada.unam.mx/2017/07/16/politica/003n1pol 

8	 “Las corruptas Epccor y Aldesa construyeron el Paso Exprés de la muerte” http://www.proceso.com.mx/495076/las-
corruptas-epccor-aldesa-construyeron-paso-expres-lamuerte 

9	 “Inhabilita Perú por fallas a empresa del Paso Exprés”http://www.eluniversal.com.mx/articulo/nacion/seguri-
dad/2017/08/12/inhabilita-peru-por-fallasempresa-del-paso-expres 
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planeado de manera incompleta e inadecuada; se construyó obra pública de mala calidad que como 
consecuencia puso en riesgo y en peligro a la ciudadanía y cuya expresión más deshonrosa fue la 
pérdida de la vida de dos personas.  

El resultado fue absolutamente negativo. En la práctica la ampliación del Paso Exprés generó 
costos y dificultades que por mucho fueron mayores a los beneficios esperados y prometidos, 
como la reducción de los tiempos de recorrido, la agilización del flujo vehicular, la eliminación de 
congestionamiento vehicular en una ruta conflictiva, entre otros. Además, se puso de manifiesto el 
elevado costo que puede tener la proliferación de la corrupción en la contratación de obra pública 
y en el actuar cotidiano de nuestras instituciones al respecto. 

¿Cómo se adjudicó el contrato? 

Como ya se mencionó, para construir el Paso Exprés se llevaron a cabo varios procedimientos de 
contratación. El contrato principal de la obra se adjudicó mediante una licitación pública abierta. Pero 
a pesar de que dicha licitación fue un concurso, no necesariamente observó el nivel de competencia 
deseable.  

En el concurso por el principal contrato del Paso Exprés se recibieron un buen número de proposiciones 
u ofertas: 23. Pero lamentablemente se descalificaron a 21 de las 23 presentadas, es decir a más del 
80% que se presentó. Sólo dos fueron evaluadas completamente. 

El proceso de evaluación de proposiciones en dicha licitación presentó varias anomalías que se 
explican con detalle más adelante. Nos sugieren la necesidad urgente de mejorar el diseño o marco 
normativo que gobierna la política de contratación pública en cuanto al esquema de evaluación de 
las proposiciones presentadas en una licitación.   

La manera en la que el esquema de evaluación se puede “abusar” facilita la dirección del resultado 
de las licitaciones en detrimento de la competencia. En particular puede permitir la corrupción del 
procedimiento en detrimento de las mejores condiciones de contratación para el Estado.  

Una anomalía observada es el peso que se le asignó a cada uno de los criterios que se utilizaron 
para calificar/evaluar los aspectos técnicos y económicos de las proposiciones; pues no guardaron 
coherencia ni proporción con respecto a la naturaleza y estado de desarrollo del proyecto a construir 
en aras de obtener las mejores condiciones de contratación. El peso que se le asignó al precio fue 
desproporcionado. 
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El 16 de octubre de 2014, la SCT lanzó la convocatoria para invitar a todo público a participar en la 
licitación del contrato para construir la ampliación del Libramiento de Cuernavaca o “Paso Exprés”10. 
En los términos de la convocatoria se estableció que las proposiciones presentadas por los diversos 
contratistas deberían cumplir con dos clases de criterios; los técnicos que en conjunto tendrían un 
peso de 50 puntos sobre una calificación total de 100 puntos, y los criterios económicos, que de 
igual manera tenían un peso de 50 puntos. Debe aclararse que la parte técnica se calificó a partir 
del cumplimiento de cinco criterios. Pero la parte económica se calificó a partir de un solo criterio; 
el del precio más bajo. La propuesta con el precio más bajo obtendría la máxima calificación en la 
parte económica, es decir, los 50 puntos.  

Además, se establecieron dos etapas en la evaluación. Una primera etapa corresponde a la 
evaluación de los criterios técnicos, en la que era necesario obtener un puntaje mínimo de 37.5 
puntos de 50 puntos. Las proposiciones que obtuvieron el puntaje mínimo en la evaluación técnica, 
pasarían a la segunda etapa; en la que se evaluó únicamente el precio. 

A continuación se enlistan los ocho criterios con el respectivo peso que cada uno tuvo en la 
fórmula utilizada para calcular los puntajes que obtuvieron las proposiciones:

Tabla 1. Criterios para calcular los puntajes que obtuvieron las proposiciones

Licitante Rubros calificados y puntaje alcanzado por las propuestas solventes 

 
Calidad 

(18 
puntos) 

Capacidad (12 
puntos) 

Experiencia  
Especialidad 
(15 puntos) 

Cumplimiento 
de contratos 
(5 puntos) 

Total 
Propuesta 
Técnica 

(50 puntos) 

Económica 
(50 

Puntos) 
Suma 

 15.00 9.56 8.33 5.00 37.89 50.00  

El peso asignado a cada criterio nos dice que el precio fue el criterio considerablemente más 
importante para obtener el contrato. No se privilegió la experiencia, especialidad y cumplimiento 
de contratos. Por ejemplo, el cumplimiento de contratos tuvo un peso de solo 5 de 100 puntos. La 
experiencia y especialidad tuvo un peso de 15 de 100 puntos. 

La pregunta entonces que debe responderse en una revisión hacia el pasado es si este diseño 
de evaluación de proposiciones para obtener un contrato fue el apropiado para la construcción del 
Paso Exprés. Desafortunadamente, la respuesta es que no fue el apropiado para obtener las mejores 
condiciones de contratación, e incluso parece que contribuyó a la mala ejecución del proyecto.  

10	  Convocatoria a la Licitación Internacional No. LO-009000999-T422-2014. Obra PU Mecanismo de Evaluación por Puntos.  
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Tanto la SCT como la ASF, han evidenciado que el Paso Exprés llegó a contratarse cuando aún no 
se preparaba completamente el proyecto ejecutivo para su construcción.  

El proyecto ejecutivo, que comprende los proyectos arquitectónicos y de ingeniera, los planos, 
el catálogo de conceptos y la información suficiente para cotizar y llevar a cabo la obra, estaba 
incompleto e inacabado. La SCT reconoció omisiones en la planeación de la obra. Sostuvo que se 
generaron conceptos no contemplados en el catálogo original por diversas adecuaciones al proyecto, 
y para dar respuesta a las peticiones de tipo social, que seguramente tampoco se analizaron en un 
principio por lo que fueron consideradas de manera tardía.  

El gobierno no tenía un proyecto de construcción bien preparado para para recibir cotizaciones 
precisas durante la licitación del Paso Exprés. Con la evidencia disponible es notorio que las áreas 
contratantes no contaban con los elementos para dimensionar con precisión el costo de construirlo. No 
tenían los elementos para valorar qué tan cara o barata eran las ofertas económicas que presentaron 
los potenciales contratistas en la licitación de este concurso. Por esa razón, seguramente fue necesario 
celebrar convenios modificatorios durante la ejecución de la obra, para agregar el costo de varios 
conceptos y adecuaciones al proyecto, que no se habían contemplado en un inicio.  

Por su parte, la ASF señaló algo similar en las observaciones que hizo a la Cuenta Pública de 2015. 
Observó que el proyecto ejecutivo original omitió incluir los retornos, acotamientos laterales interiores 
y exteriores, accesos y salidas a la carretera para los vehículos de emergencia, entre otros, razones 
por las cuales el proyecto ejecutivo tuvo que ser modificado11. 

En las condiciones descritas es evidente que el proyecto no estaba preparado, por lo que haberle 
asignado un gran peso al precio no brindó información útil a la toma de decisión sobre el contratista 
ha seleccionado. Pues lo más probable es que dicho precio no iba a poder mantenerse, iba a tener 
que cambiar conforme evolucionara el desarrollo del proyecto y la construcción de la obra. Es decir, 
una vez que se definieran aspectos no previstos o no definidos al momento de la licitación. Tal 
como se observó durante la construcción del Paso Exprés, en donde el contrato aumentó de manera 
considerable durante el desarrollo de la obra.  

En la licitación se recibieron 23 proposiciones de posibles contratistas, de estas 8 no superaron 
los requisitos técnicos necesarios, es decir, no lograron una calificación mínima o superior a 37.5 de 
50 puntos.  

11	  ASF. 2015. Informe de Resultado de la Fiscalización de la Cuenta Pública 2015. Paso Exprés de Cuernavaca, Auditoría 
de Inversiones Físicas: 15-0-09100-04-0380
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De todas las propuestas que sí cumplieron los requisitos técnicos, el área contratante eligió la más 
barata y la usó como parámetro de eliminación. Descalificó a 13 propuestas aprobadas en lo técnico, 
cuyo costo fue 10% mayor a la más barata. En realidad sólo 2 proposiciones pasaron a la fase final.  

Se partió de la falsa premisa de que todas eran “técnicamente” iguales como para elegir la más 
barata sin que ello implicara una perdida en la calidad. Se conformó con mínimos aceptables de calidad 
al menor precio, cuando se trata de una obra pública en la que se debería maximizar la calidad, con 
precios razonables dentro de las mejores propuestas. La aplicación de este criterio de evaluación no 
fue garante de la calidad en la obra.  

No sabemos cómo la proposición ganadora, se haya comparado en lo técnico con el resto de 
proposiciones técnicamente viables. Sabemos que la ganadora obtuvo 37.8 puntos de calificación 
técnica, por lo que se acercó bastante al límite inferior de calidad. En tales condiciones, no podemos 
saber la diferencia de calificaciones de calidad entre el contratista ganador y todas las demás propuestas 
técnicamente viables. Lo que sí sabemos, es que fue la más barata y con un nivel de calidad solo 
poco más que suficiente. 

En adición a que inicialmente se le asignó un gran peso al precio en el diseño de la calificación 
de las ofertas, se utilizó un mecanismo que todavía le dio más importancia al precio. También debe 
aclararse que la cláusula sobre la eliminación de las proposiciones con un precio 10% mayor a la más 
baja no fue claramente descrita en la convocatoria.  

La SCT sólo publicó aquéllas calificaciones técnicas  de las proposiciones que no superaron la parte 
técnica, al obtener una calificación menor a 37.5 de 50 puntos. Y publicó las calificaciones completas 
de las 2 proposiciones que pasaron a la fase final, entre ellas destaca la proposición del consorcio 
ganador, que fue quién presentó la oferta económica más baja. Sin embargo, dejó de publicar las 
calificaciones técnicas de las 13 que fueron técnicamente viables pero que presentaron un precio 10% 
superior a la oferta más baja. En este contexto, la adjudicación del fallo estuvo pobremente justificada. 

Adoptar el monto del contrato como criterio determinante perdió todo sentido cuando durante 
la construcción del Paso Exprés el monto de la obra ascendió 72% respecto al monto original. El 
costo inicial fue de $1,045,857,952.45 M.N., y tras firmar 2 convenios modificatorios  terminó en 
$1,796,608,999.02 M.N. (cantidades con IVA incluido). Sin embargo, el monto es aún mayor si se 
considera el comunicado de prensa de la SCT con motivo de la inauguración de la obra, donde el 
secretario Gerardo Ruiz Esparza afirmó que la inversión de la misma fue de más de $2,213 millones 
de pesos, resultando 112% mayor al inicialmente contratado. 
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Parece que el gobierno actuó como un ente completamente contradictorio e irracional. Mostró un 
espíritu muy economizador durante la adjudicación del contrato, pero un espíritu muy derrochador 
durante la ejecución del mismo. Mientras se desecharon proposiciones técnicamente viables por 
presentar un precio 10% mayor a la proposición más baja (que resultó la ganadora), el monto del 
contrato incrementó casi 72% durante su ejecución. El monto final de la obra fue mayor al monto de 
cualquiera de las proposiciones desechadas por ser más caras.

Gráfica 1. 
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Propuestas descartadas por superar en 10% el precio de la propuesta más barata.

Oferta económica de las empresas en la licitación pública 
del Paso Express 

(en millones de pesos)Importe de proposiciones 
no descartadas
Importe de la proposición
Incremento al importe original

Fuente: Elaboración propia con información del dictamen del fallo del contrato LO-009000999T422-2014 y convenios modificatorios 
para el importe final.

En el fondo de la contradicción se encuentra un objetivo muy contundente y racional: corromper 
el proceso de contratación y desvirtuar la competencia. En ese sentido, el espíritu economizador es 
en realidad el ímpetu por entregar el contrato a un consorcio que seguramente fue preseleccionado. 
Es la manera de darle más valor a la única carta con la que juega el gobierno: el presupuesto para la 
obra. No sólo le dio el máximo peso al criterio del precio (50%), sino que además descalificó a toda 
propuesta técnicamente viable si su precio fue 10% mayor al de la propuesta más baja. En realidad no 
podía manipular tanto otros criterios, como la cantidad de contratos similares que ya desempeñaron 
los contratistas en el pasado.  
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La flexibilidad excesiva de la que goza un área contratante para incrementar el monto de un 
contrato a su cargo, es un elemento clave para darle funcionalidad al esquema de corrupción y 
perversión de los criterios de evaluación. Permite que la responsabilidad de las áreas contratantes y 
los propios contratistas para respetar los términos del contrato al que se comprometieron se diluya. 
De esta manera es viable que una empresa oferte precios irreales en una licitación, que le permitirán 
obtener un exceso de puntos para ganar, pero durante la ejecución del contrato se incrementa el 
monto del mismo, aunque ello implique finalmente erogar una cantidad que supera una, dos, tres 
o todas las ofertas económicas desechadas en la misma licitación. 

Es importante resaltar que aunque no es deseable, es frecuente la mala preparación de los proyectos 
de obra pública. Por lo que, permanecer en un estatus en el que hay un amplio margen para la 
manipulación de los criterios de evaluación, en detrimento de la libre concurrencia de proposiciones 
y, por ende, de las mejores condiciones de contratación para el Estado, es permitir que nos siga 
gobernando la corrupción.  

Urge reducir el riesgo que esta excedida discrecionalidad representa, debe ser un tema a tratar en 
la agenda de la identificación y control de riesgos de corrupción. El esquema de puntos y porcentajes 
no puede permanecer operando con tal discrecionalidad. Advertir estos riesgos y su control debe 
convertirse en una política anticorrupción en sí misma.  

Se trata de utilizar nuevos mecanismos en las políticas de contratación pública para disuadir este 
modus operandi. En primer lugar, deben crearse mecanismos para identificar el estado de preparación 
y nivel de especificación del desarrollo de un proyecto de obra. Y cuando un proyecto de obra pública 
no presente un adecuado nivel de preparación y especificaciones que permitan hacer una cotización 
precisa sobre la obra, entonces no se le podrá otorgar un peso tan relevante o mayoritario al precio 
en el esquema de puntos y porcentajes. En ese caso deberá privilegiarse, es decir, deberá darse un 
mayor peso a los criterios técnicos o de capacidad.  

Tampoco deberá permitirse tal esquizofrenia, sino que debe haber un balance entre el espíritu 
economizador vs. el espíritu derrochador. Si se descalificaron propuestas por ser 10% más caras que 
la propuesta más baja, entonces deberá evitarse que el monto del contrato suba en magnitudes 
como las que se han evidenciado. Urge que exista consistencia y responsabilidad en la ejecución 
de los contratos. 
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Por lo aquí expuesto, a primera vista la importancia que se le dio al precio fue una estrategia inútil 
para obtener las mejores condiciones de contratación, pero en el fondo fue una estrategia abusiva. 
Y en la práctica el resultado fue similar a dejar a la suerte gran parte de la decisión de adjudicación 
del contrato. El socavón del Paso Exprés es lo que puede suceder cuando gobierna la corrupción.  

Regulación 

La Constitución establece que en las contrataciones públicas deben asegurarse las mejores 
condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias 
pertinentes12. ¿Pero cómo puede lograrse esto? 

Son importantes todas las condiciones de contratación en lo individual, pero su valor es como 
conjunto. De nada sirve obtener el precio más bajo a costa de la funcionalidad de la obra. La Constitución 
no ordena jerarquía o priorización de una condición sobre otra, sino que busca el equilibrio óptimo 
de todas. Así, obtener las “mejores condiciones disponibles” es el resultado de ponderarlas, según 
las circunstancias de cada contratación. La relevancia o el peso de cada condición en la ponderación, 
dependerá de los trabajos o proyectos que se realizarán para el Estado, por lo que su justo balance o 
equilibrio debe garantizarse en la ley y las normas aplicables, con el objeto de dirigir la discrecionalidad 
de la autoridad con ese fin. 

El artículo 134 constitucional prevé a las licitaciones públicas como el medio idóneo para lograr el 
balanceo entre las mejores condiciones disponibles, al llevarse a cabo convocatorias abiertas, en las 
que un contexto de competencia incentiva a los participantes a presentar buenas ofertas al gobierno. 
Y si las licitaciones no fueran las adecuadas, se pueden regular procedimientos adicionales, pero 
en todos deben garantizarse los principios de una correcta administración de los recursos públicos: 
eficacia, eficiencia, economía, honradez, imparcialidad y transparencia.

12	 “Artículo 134. Los recursos económicos de que dispongan la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transparencia 
y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados.
(…)
Las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier 
naturaleza y la contratación de obra que realicen, se adjudicarán o llevarán a cabo a través de licitaciones públicas 
mediante convocatoria pública para que libremente se presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que será 
abierto públicamente, a fin de asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, 
financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes.
Cuando las licitaciones a que hace referencia el párrafo anterior no sean idóneas para asegurar dichas condiciones, 
las leyes establecerán las bases, procedimientos, reglas, requisitos y demás elementos para acreditar la economía, 
eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren las mejores condiciones para el Estado. (…)”.
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En la misma línea que la Constitución, la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con 
las Mismas (LOPSRM) ordena a las autoridades el seleccionar de entre los diversos procedimientos 
disponibles, aquél que asegure al Estado las mejores condiciones disponibles de acuerdo con la 
naturaleza del proyecto13, debiendo elegir por regla general a las licitaciones públicas. La naturaleza 
del proyecto debe definirse a partir de las peculiaridades o circunstancias de la obra pública, como 
su dimensión, complejidad, nivel de especialización y originalidad. 

No obstante, al referirse a la licitación pública, la ley sí establece un criterio para ponderar las 
condiciones de contratación. Le da una importancia preponderante a la calidad técnica sobre las 
demás condiciones de contratación, para lograr las mejores disponibles. El último párrafo del artículo 
3614 , ordena preferir la especialidad, experiencia y capacidad técnica de los interesados, así como su 
historial de cumplimiento, sobre cualquier otra circunstancia, reconociéndolos como presupuestos 
indispensables para asegurar obras de calidad, oportunas y a buen precio.

Esta priorización de la capacidad técnica debería tener impacto en la evaluación de las proposiciones 
presentadas por los participantes y en la adjudicación del contrato, dándole mayor peso a la propuesta 
técnica15, que a la propuesta económica, pero esto no ocurre porque la SFP reguló mecanismos 
de evaluación con criterios de priorización diferentes, que aplican las autoridades a cargo de las 
licitaciones de obras públicas.

Las autoridades evalúan las proposiciones empleando el mecanismo de puntos y porcentajes 
que prevé la Ley de Obras o el mecanismo binario, contemplado en el Reglamento de la misma 

13	 Artículo 27. Las dependencias y entidades seleccionarán de entre los procedimientos que a continuación se señalan, 
aquél que de acuerdo con la naturaleza de la contratación asegure al Estado las mejores condiciones disponibles en 
cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes:
I. Licitación pública;
II. Invitación a cuando menos tres personas, o
III. Adjudicación directa.
Los contratos de obras públicas y los servicios relacionados con las mismas se adjudicarán, por regla general, a través 
de licitaciones públicas, mediante convocatoria pública, para que libremente se presenten proposiciones solventes en 
sobre cerrado, que será abierto públicamente. (…)”.

14	 “Artículo 36.
(…)
En todos los casos, se deberá preferir la especialidad, experiencia y capacidad técnica de los interesados, así como a 
aquellos contratistas que tengan un historial de cumplimiento satisfactorio de los contratos sujetos a esta Ley. De igual 
manera, este criterio será aplicable a los licitantes que presenten proposiciones conjuntas”.

15	 Las proposiciones de los licitantes comprenden una propuesta técnica y una propuesta económica, y los rubros y sub-
rubros de cada una están definidos en las convocatorias. Normalmente, la propuesta técnica comprende la información 
sobre la propuesta de construcción, la especialidad, experiencia y el historial de cumplimiento de contratos del 
licitante; mientras que la propuesta económica es toda la información sobre el costo de la obra, que se concreta en el 
monto ofertado por cada licitante. 
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ley. El mecanismo de puntos y porcentajes que fue empleado en la licitación del Paso Exprés, no es 
detallado por la ley ni en su reglamento, sino por los lineamientos que ha emitido la SFP, en los que 
se pasa por alto la priorización de la calidad técnica que ordenó la ley y se privilegian las propuestas 
económicas bajas. 

En efecto, el 9 de septiembre de 2010 la SFP emitió los “Lineamientos en materia de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios y de obras públicas y servicios relacionados con las mismas16 y el capítulo 
segundo lo destinó a regular la adecuada aplicación del mecanismo de puntos y porcentajes en los 
procedimientos de contratación de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal 
y, cuando corresponda para las entidades federativas y municipios.   

En estos lineamientos, la SFP, al referirse a las licitaciones de obra pública, estableció que al fijar 
el mecanismo de puntos y porcentajes en las convocatorias, las autoridades deben otorgarle a la 
propuesta técnica una puntuación máxima de 50 puntos de 10017 , y a la propuesta económica los otros 
50 puntos18. De esta manera, obliga a las autoridades convocantes a valorar igual el precio de la obra 
y los criterios técnicos exigidos a los participantes, aun cuando la ley ordenó priorizar estos últimos. 

Los lineamientos definen con precisión que rubros y subrubros puede comprender tanto la 
propuesta técnica, como la económica, y dentro de estos, la autoridad convocante debe elegir cuales 
considerar en la convocatoria. Además, la SFP delimita cual es la puntuación mínima y máxima que 
se le puede otorgar a cada uno, al establecer rangos de puntuación concretos. 

Al referirse a los rubros que comprende la propuesta técnica (experiencia, especialidad, capacidad 
técnica y el historial del cumplimiento de los contratos) y al rango de puntuación que se les debe 
asignar en las convocatorias, la SFP les dio rangos de puntuación bajos, a diferencia del precio al 
que le asignó un rango de puntuación mayor. De acuerdo al lineamiento noveno, las autoridades 
convocantes deben otorgar a la calidad de la obra un rango de puntuación de 15 a 20, a la capacidad 
del licitante de 10 a 20, a la experiencia y especialidad del licitante un rango de 10 a 15 puntos y al 
cumplimiento de contratos de 3 a 6, debiendo sumar 50 puntos, frente al precio que se valorará con 

16	 http://www.funcionpublica.gob.mx/unaopspf/dgaadq/normadq.htm 

17	 “NOVENO.- En los procedimientos de contratación de obras, la convocante deberá asignar la puntuación o unidades 
porcentuales de conformidad con lo siguiente:  
I. La puntuación o unidades porcentuales a obtener en la propuesta técnica para ser considerada solvente y, por tanto, 
no ser desechada, será de cuando menos 37.5 de los 50 máximos que se pueden obtener en su evaluación.    
(…) 
II. El total de puntuación o unidades porcentuales de la propuesta económica, deberá tener un valor numérico 
máximo de 50. (…)”.

18	 Lineamiento noveno, fracción II
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50 puntos y solo con 40 puntos si se incluye el financiamiento en la evaluación, correspondiéndole 
los otros 10 puntos, para sumar 50 puntos máximos. 

Si partimos de la los criterios o rubros que comprende cada una de las propuestas, proporcionalmente 
es mucho mayor el peso del precio de la propuesta económica, que el peso de la experiencia, la 
especialidad, la capacidad técnica o el historial del cumplimiento, que normalmente comprende la 
propuesta técnica. Ni sumando el porcentaje de todos los rubros o criterios técnicos se logra darles 
un peso prioritario como exige la ley, sino solo igualarlos al valor del precio en la calificación.  

Además, la priorización del precio también tiene impacto en la adjudicación del contrato porque 
le da cierta ventaja a la propuesta más barata. Los lineamientos ordenan asignarle la puntuación 
máxima de la evaluación económica solo a la propuesta con el precio más bajo y la puntuación de 
las demás propuestas, va disminuyendo conforme aumenta el precio que ofrecieron. Así, solo por 
ser la propuesta más barata ya tiene el 50% de la calificación económica y un mayor puntaje que los 
demás participantes. Todo esto le da más posibilidades de obtener el contrato, considerando que 
el Reglamento de la Ley de Obras Públicas19 y los mismos lineamientos20 establecen que se debe 
adjudicar el contrato a la proposición que haya alcanzado la mayor puntuación como resultado de la 
suma de la propuesta técnica y la propuesta económica. Además, debe aclararse que el que sea la 
propuesta más barata no garantiza que se trate de un precio acorde con el mercado y que realmente 
sea factible construir el proyecto a partir de dicho precio. 

De lo anterior se advierte que la SFP emitió los lineamientos sin considerar dos aspectos importantes. 
Por una parte, que el precio es solo una de las condiciones que se deben considerar para lograr el 
equilibrio entre las mejores condiciones disponibles que refiere la Constitución, pero no es el único 
ni el más relevante. Priorizar el precio es importante para garantizar los principios constitucionales 
de eficiencia y economía, por emplear la menor cantidad de recursos económicos, pero solo, es 

19	 “Artículo 73. 
(…) 
V.	El supuesto de excepción señalado en la fracción VI, se aplicará tomando en cuenta el mecanismo de evaluación 

utilizado para la adjudicación del contrato rescindido. En el caso del mecanismo de evaluación binario, el contrato 
podrá adjudicarse al licitante que haya presentado la siguiente proposición solvente más baja; si se utilizó el 
mecanismo de evaluación de puntos o porcentajes, el contrato se adjudicará a la proposición que siga en el 
número de puntos o unidades porcentuales de la que inicialmente resultó ganadora. En ambos casos el precio 
ofertado no deberá ser superior al diez por ciento de la proposición ganadora (…)”. 

20	 “SEXTO.- Sólo se podrá adjudicar el contrato al licitante o licitantes cuyas proposiciones cumplieron los requisitos 
legales, su propuesta técnica obtuvo igual o más puntuación o unidades porcentuales a la mínima exigida y la suma de 
ésta con la de la propuesta económica dé como resultado la mayor puntuación o unidades porcentuales, después de 
haberse efectuado el cálculo correspondiente de acuerdo con el objeto de la contratación, conforme se establece en 
los presentes Lineamientos. En caso de empate entre dos o más proposiciones, se procederá conforme a lo dispuesto 
por los artículos 36 Bis segundo y tercer párrafos de la Ley de Adquisiciones, o 38 sexto párrafo de la Ley de Obras y su 
respectivo Reglamento, según corresponda. (…)”. 



50

XVII Certamen Nacional de Ensayo sobre Fiscalización
Superior y Rendición de Cuentas, 2017

insuficiente para asegurar también la eficacia, por ejemplo, pues no asegura que se cumpla el 
fin consistente en obtener obras públicas oportunas y de calidad. Con un buen precio se tutela el 
presupuesto, pero no el alcance de la obra y su calendario.  

Además, la SFP no acató el mandato expreso del artículo 36 de la Ley de Obras Públicas de 
priorizar la experiencia, especialidad, capacidad del licitante y el historial de su cumplimiento, sobre 
cualquier otra circunstancia como un precio bajo, incumpliendo el artículo 8 de la misma ley que 
justifica la emisión de lineamientos, por ser necesarios para que la ley sea cumplida y acatada en el 
ámbito administrativo21. Al ordenar a las autoridades convocantes priorizar el precio sobre los criterios 
técnicos, la SFP fija un nuevo criterio de priorización que no corresponde al que se ordenó en la ley 
ni es tendente a cumplirlo, por lo que se excedió en el ejercicio de esa potestad normativa. 

Por otra parte, pasó por alto que desde la Constitución se reconoce que las mejores condiciones de 
contratación dependen de la naturaleza de cada proyecto, al existir circunstancias que los distinguen 
y que deben atenderse. En efecto, el marco constitucional no delinea una forma específica para 
obtener las mejores condiciones de contratación disponibles, sino las establece como el fin a alcanzar 
y reconoce que existen diversos medios y mecanismos para lograrlo, cuya efectividad dependerá de 
las circunstancias de las contrataciones. 

Con otra perspectiva, en vez de partir de la diversidad de obras que se licitan normalmente y 
de las características comunes que podrían tener algunas, para fijar una determinada tipología 
de casos con mecanismos de evaluación diferentes, la SFP diseñó sólo un mecanismo de puntos 
y porcentajes cerrado, con rangos de puntuación delimitados, que además es estático, pues su 
modificación es excepcional y requiere la autorización de la misma secretaría.  

Así, el mecanismo de evaluación, en la manera que se reguló se volvió insuficiente para lograr las 
mejores condiciones de contratación de acuerdo a las diferentes características, complejidad y magnitud 
de trabajos que se pueden requerir. La importancia de la especialidad o la experiencia, por ejemplo, 
es diferente según la naturaleza de la obra y prescindiendo de esto, la SFP las tasa igual para todas 
las contrataciones, al ordenar que se les asigne un rango de 15 a 20 puntos en la calificación final. 

21	 “Artículo 8. La Secretaría, la Secretaría de Economía y la Secretaría de la Función Pública, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, estarán facultadas para interpretar esta Ley para efectos administrativos.  
La Secretaría de la Función Pública dictará las disposiciones administrativas que sean estrictamente necesarias para el 
adecuado cumplimiento de esta Ley, tomando en cuenta la opinión de la Secretaría y, cuando corresponda, la de la 
Secretaría de Economía. Las disposiciones de carácter general se publicarán en el Diario Oficial de la Federación. (…)”. 
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La aplicación de este mecanismo que prioriza en todos los casos el precio de la obra, sobre la 
calidad técnica, no garantiza las mejores condiciones de contratación en las obras públicas que la ley 
permite licitar sin una planeación completa, como ocurrió en el caso de la licitación del Paso Exprés, 
en las que se debe maximizar la capacidad técnica para terminar de conceptualizar la obra. Por el 
contrario, priorizar el precio en estos casos aumenta el riesgo de corrupción y de daño al erario, que 
ya existe por iniciar sin la ruta fija y definida que marca el proyecto ejecutivo.  

Es importante atender esta situación pues aunque no es deseable, es una problemática recurrente 
en la contratación de obra pública en nuestro país. Son muy comunes los casos de licitaciones y 
construcciones realizadas sin la suficiente planeación, con consecuencias atroces para el erario 
público.  Por ejemplo, dentro de los proyectos de fracaso emblemático en perjuicio del erario público 
se encuentra el Monumento Estela de Luz y gran parte de sus problemas se originó por una indebida 
planeación. La Auditoria Superior de la Federación, en su labor de fiscalización, identificó que el 
proyecto ejecutivo no estaba completo y requería estudios adicionales, que además existieron retrasos 
en la presentación de documentos técnicos para la ejecución de las obras correspondientes y que se 
autorizó el inicio de la construcción del monumento con estudios técnicos insuficientes, además de 
que los estudios tenían especificaciones inferiores a las que realmente se requerían.  

Todo esto generó el incremento en costos y tiempo en la ejecución de la obra. La inauguración 
del Monumento prevista para el 15 de septiembre de 2010 tuvo lugar hasta el 7 de enero de 2012, aun 
cuando se redujeron los espacios y áreas de construcción. En el proyecto ejecutivo se estimó que se 
construirían un total de 34,878 metros cuadrados y realmente se construyeron 8,138 metros cuadrados. 
No obstante, durante la construcción de la obra los costos se incrementaron exponencialmente22. 

Una de las grandes problemáticas de la obra pública en nuestro país es la falta de preparación de 
las obras, con efectos negativos en la construcción de la obra. La Auditoria Superior de la Federación, 
en diversas ocasiones, ha evidenciado que las obras públicas se realizan sin una preparación adecuada 
y completa, por lo que las obras no se licitan de acuerdo a las exigencias reales del proyecto. Lo 
anterior se traduce en ajustes durante la ejecución del proyecto, la imposibilidad de realizar los 
trabajos de manera ininterrumpida y suspensiones, la realización de trabajos adicionales y fuera del 
catálogo original de conceptos, y todo esto, relejado en altos sobre costos, incluso el aumento del 
100% del monto del contrato.  

Si bien la regla general debe ser que licitaciones públicas se lleven a cabo con todos los documentos 
de planeación, es decir, con los proyectos arquitectónicos y de ingeniería en los que está conceptualizada 

22	 https://www.asf.gob.mx/uploads/56_Informes_especiales_de_auditoria/Estela_Luz_Nv.pdf 



52

XVII Certamen Nacional de Ensayo sobre Fiscalización
Superior y Rendición de Cuentas, 2017

la obra pública, sus especificaciones y objetivos, esto no siempre es así. La misma ley permite que 
excepcionalmente, se realicen licitaciones sin estos documentos y aun cuando esto tiene efectos en 
todo el procedimiento de contratación, por depender de esos documentos el diseño de la convocatoria, 
la presentación de proposiciones y su evaluación, la ley no regula esta situación de manera particular 
y no establece ajustes al desarrollo ordinario del procedimiento de contratación para garantizar las 
mejores condiciones de contratación partiendo de la falta de preparación. La ley tampoco establece 
candados para evitar que se abuse de la indeterminación del proyecto, para obtener contratos a 
precios bajos sin garantizar calidad.  

En términos del artículo 2123 de la Ley de Obras Públicas, para que la realización de un proyecto de 
obra pública forme parte del Programa Anual de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas, 
debe estar completa su planeación, pues del análisis de los estudios de factibilidad del proyecto, de 
la calendarización física y financiera de los recursos necesarios y los proyectos arquitectónicos y de 
ingeniería necesarios, dependerá su inclusión dentro de tal programa.  

No obstante, con cierto matiz, en el artículo 2424 de la misma ley se prevé la posibilidad de 
licitar obras públicas sin todos los estudios necesarios y el proyecto ejecutivo totalmente terminado, 
pues no los exige completos para la licitación, sino para que puedan ser realizados. Y en el caso de 
obras públicas de gran complejidad, la ley es aún más laxa y exige un nivel de desarrollo razonable 
del proyecto ejecutivo para preparar una proposición solvente y ejecutar los trabajos de manera 
ininterrumpida hasta su conclusión. No exige los documentos de planeación completos, aun cuando 

23	 “Artículo 21.- Las dependencias y entidades según las características, complejidad y magnitud de los trabajos formularán 
sus programas anuales de obras públicas y de servicios relacionados con las mismas y los que abarquen más de un 
ejercicio presupuestal, así como sus respectivos presupuestos, considerando:
(…)
VIII. La calendarización física y financiera de los recursos necesarios para la realización de estudios y proyectos, la 
ejecución de los trabajos, así como los gastos de operación.
(…)
X. Las investigaciones, asesorías, consultorías y estudios que se requieran, incluyendo los proyectos arquitectónicos y 
de ingeniería necesarios;
(…)”.

24	 “Artículo 24.
(…)
Para la realización de obras públicas se requerirá contar con los estudios y proyectos, especificaciones de construcción, 
normas de calidad y el programa de ejecución totalmente terminados, o bien, en el caso de obras públicas de gran 
complejidad, con un avance en su desarrollo que permita a los licitantes preparar una proposición solvente y ejecutar 
los trabajos hasta su conclusión en forma ininterrumpida, en concordancia con el programa de ejecución convenido. 
Se exceptúa de lo anterior los casos a que se refieren las fracciones II, V y VIII, salvo los trabajos de mantenimiento, 
del artículo 42 de esta Ley.
Lo dispuesto en el párrafo anterior, será de la responsabilidad de los servidores públicos que autoricen el proyecto 
ejecutivo”.
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por la complejidad del proyecto naturalmente se requieran mayores especificaciones y detalle en las 
bases de licitación y todo el proyecto de contratación.  

En tales condiciones, la Ley permite licitar proyectos de obra pública sin tener completa la 
conceptualización de la obra y su alcance, todos los bienes, materiales y servicios necesarios para 
realizarla, el tiempo y su costo. Sin ese dominio del proyecto, no hay elementos objetivos para 
determinar con precisión qué requisitos se necesitan para garantizar las mejores condiciones de 
contratación, tampoco hay parámetros claros para evaluar las proposiciones y determinar quién debe 
realizar la obra.  

Así, estamos ante un tipo de casos regla y excepción, definidos por contar o no con la planeación 
completa de las obras a licitar. Si bien lo ideal es que siempre lleguen bien preparados y desarrollados 
para proceder a su construcción, la realidad es otra. Y en lo que se transita a un estado ideal, se ha 
vuelto necesario regular adecuadamente la realidad que se observa, ya que está generando todo tipo 
de pérdidas, no sólo daños al erario, también pérdidas humanas, que debemos evitar.

Para la presentación de las proposiciones para competir en las licitaciones públicas, los licitantes deben 
contar con información suficiente que les permita prepararse adecuadamente y mostrar su capacidad 
para realizar los trabajos. Esta información se encuentra en la convocatoria, que según la ley, además 
de los pasos y las fechas a seguir en el procedimiento, debe contener los proyectos arquitectónicos y de 
ingeniería, así como las normas aplicables, tales como normas de calidad de materiales, especificaciones 
generales y particulares de construcción. Por tanto, en caso de no contar con estos documentos relativos 
a la planeación de la obra, en la convocatoria se debe establecer tal situación, así como el objeto y 
alcance de la obra, el grado de avance de los documentos de planeación y la fecha de entrega, para 
que esto sea considerado durante el desarrollo del procedimiento de contratación.

Previo a la publicación de la convocatoria, la Comisión Federal de Competencia Económica debe 
conocer la propuesta de convocatoria de una muestra de proyectos de obra en esta situación, para 
determinar si es viable que se realice la licitación con el estado de desarrollo de la planeación del 
proyecto y con la información disponible. Debe analizar si la convocatoria es eficaz en aterrizar en 
requerimientos las necesidades del proyecto. Si los requisitos son claros y existirán condiciones para 
que haya libre concurrencia. Además de analizar si realmente se podrá evaluar la capacidad de los 
licitantes para hacer los trabajos en un contexto de competencia, o si solo podrá analizarse de manera 
superficial la capacidad de construcción de cualquier obra, y no de la necesaria. 
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Ahora, al referirse a la evaluación de las proposiciones, en la convocatoria se debe enfatizar que, 
por tratarse de una licitación con información incompleta sobre la planeación de la obra, la propuesta 
técnica tendrá mayor peso en la evaluación de la proposición, sin que el precio pueda ser un criterio 
determinante para calificar y determinar el licitante al que se adjudicará el contrato. Y en el caso 
excepcional en que tuviera que definirse a las propuestas solventes o el ganador a partir del precio, 
esto no podrá ser en detrimento de la calidad técnica de la obra y por ningún motivo el precio podrá 
ser modificado en las magnitudes que observamos en el caso del Paso Exprés. Esto, con el objeto de 
desincentivar que se ofrezcan precios bajos que realmente no podrán financiar la realización de la obra, 
ante la posibilidad de ajustar el precio posteriormente.  

Es importante enfatizar en la maximización de la propuesta técnica porque si no se cuenta con 
proyecto ejecutivo, de alguna forma la propuesta debe terminar de definir el concepto de la obra que 
se realizará y para eso son necesarias la experiencia, especialidad y la capacidad técnica. Esto, pues 
de la capacidad del proveedor dependerá la delimitación del proyecto de obra y cómo se atenderán 
los inconvenientes que surjan de no tener toda la información que ofrece la preparación de la obra. 

Y contrario a lo que prevén los lineamientos de la SFP, el precio no puede ser el criterio para calificar 
las proposiciones y adjudicar el contrato en estas circunstancias. El gobierno solo podría estimar el 
costo de realizar la obra conociendo los elementos necesarios para llevarla a cabo y esta información 
se obtiene de la preparación, que en estos casos no se tiene, por lo que no tiene parámetros objetivos 
para analizar si es conveniente el precio ofertado. Entonces, el criterio económico no tiene contenido, 
no incorpora información o datos de comparación y análisis, volviéndose un criterio formal que sólo 
valora el precio más bajo, pero no en relación con los trabajos. Por esto, no se le debe dar el peso de 
determinar quiénes pueden concursar por el contrato; invariablemente ese precio se modificará y la 
razón de la adjudicación perderá todo sentido.  

Emplear el criterio económico se justifica cuando se conocen las especificaciones de la obra y se 
puede estimar su precio, y a partir de ello, las autoridades consideran que las propuestas son homogéneas 
en lo técnico, de manera que no se sacrificaría de manera desmedida la capacidad técnica por obtener 
la propuesta más barata, sino se llega a un punto de equilibrio en el que se logran estas y las mejores 
condiciones de contratación. De tal manera, el espíritu economizador debe ser racional y persistir en 
la ejecución del contrato.
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Conclusiones 

El Paso Exprés es un ejemplo de las múltiples deficiencias en materia de contratación de obra 
pública que actualmente imperan en nuestro país. 

Desafortunadamente, en el proceso de obra pública en México proliferan las prácticas irregulares 
que van en detrimento del buen manejo de los recursos públicos y de propiciar la seguridad y bienestar 
de la población. La política de contratación pública no está bien trazada y no es consistente con 
las fases que integran el ciclo de contratación. Es realmente preocupante que se permite iniciar el 
proceso de adjudicación de un contrato sin que se haya finalizado un proyecto ejecutivo que plasme 
con toda claridad el concepto de la obra pública que se pretende realizar. Especialmente, si se trata 
de proyectos de infraestructura de gran complejidad. 

Aun cuando no es deseable, el estado actual de la regulación permite iniciar el proceso de adjudicación 
de obra pública presentado un proyecto mal planeado, sin que esto se traduzca en requerimientos 
adicionales en la convocatoria para una licitación pública debido a la información limitada.

Es más grave aun lo que ocurrió en el caso particular del Paso Exprés de Cuernavaca.  Los criterios 
para seleccionar a los contratistas no fueron los óptimos, lo cual no permitió garantizar las mejores 
condiciones de contratación para el Estado. No se puede privilegiar el criterio del menor precio, sobre 
la calidad técnica y la experiencia de los contratistas, especialmente en los casos para los cuales el 
proyecto ejecutivo no está suficientemente conceptualizado ni adecuadamente preparado.  

Evidentemente, si en el proceso de construcción de una obra pública partimos con un proyecto 
ejecutivo con carencias y omisiones diversas, los criterios para seleccionar a los contratistas deberían 
considerar este hecho y ajustarse para elegir a la empresa que esté mejor preparada para primero 
terminar de preparar el proyecto y luego a otra para realizar la obra. De lo contrario se corre el riesgo, 
como sucedió con el Paso Exprés, no solo de terminar pagando un costo económico considerablemente 
mayor al originalmente establecido, sino afectar severamente la calidad de la obra misma.  

El Estado debe contar con instrumentos y criterios suficientes que le permitan garantizar las mejores 
condiciones de contratación. Esto es fundamental en los casos de obras públicas que no cuenten 
con proyectos ejecutivos adecuados, pues en ellos, el gobierno debe privilegiar las calificaciones 
técnicas de los contratistas como garantía de capacidad frente a las situaciones imprevistas. Para 
esto es necesario que el marco normativo al respecto esté homologado y no se contraponga una 
disposición con otra. 
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Es de llamar la atención lo sucedido con los lineamientos en materia de adquisiciones, arrendamientos, 
servicios y obras públicas emitidos por la SFP, que dictan criterios opuestos a lo que establece la Ley 
de Obras Públicas, y cuya aplicación permite privilegiar el aspecto económico sobre la calidad técnica 
de las propuestas presentadas en una licitación de obra pública. 

El mecanismo de licitación pública abierta actualmente no es sinónimo de competencia y es 
necesario mejorar tanto su diseño como sus bases legales, especialmente en lo que se refiere a la 
evaluación de las proposiciones presentadas para la licitación pública de una obra.  

Adicionalmente, se requiere vigilar el cumplimiento de las obligaciones de transparencia respecto 
a estas licitaciones públicas. El artículo 39 de la LOPSRM exige a las autoridades detallar en el fallo las 
razones por las que descalificó las proposiciones expresando todas las razones, entre ellas las técnicas. 
Aun cuando la ley es clara esto no se cumplió. En el caso del Paso Exprés no se justificó de manera 
adecuada la asignación del contrato a las empresas ganadoras. Tampoco se presentaron de manera 
suficiente las calificaciones de las proposiciones presentadas por los posibles contratistas, entre otras 
anomalías. Lamentablemente, en el proceso de contratación de obra pública existen disposiciones 
normativas y de rendición de cuentas ya establecidas en la ley que no se respetan. Tal es el caso del 
tope legal para modificar el precio de una obra establecido en un contrato respectivo. Estas deficiencias 
podrían encontrar cauce dentro de la estructura del nuevo Sistema Nacional Anticorrupción. 

En la lucha anticorrupción que se está tratando de impulsar actualmente, el tema de obra pública y 
su proceso de contratación debe ser incluido y tomado con seriedad. El marco normativo al respecto 
debe respetarse y las áreas de mejora deben estudiarse e implementarse dentro del Sistema 
Nacional Anticorrupción. La calidad de la obra pública no ha sido la prioridad en muchas licitaciones 
y los procedimientos de adjudicación y ejecución de las obras han demostrado estar colmados de 
irregularidades.  

El Paso Exprés es uno de los casos emblemáticos y el análisis de sus procesos y procedimientos 
permite detectar fallas en los mismos, que pueden utilizarse para retroalimentar e impulsar un mejor 
diseño de la política pública y el marco normativo que rige la contratación de la obra pública en 
nuestro país.
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Recomendaciones

A continuación se presentan una serie de recomendaciones identificadas a partir del análisis de 
la adjudicación del contrato del proyecto de Paso Exprés de Cuernavaca. 

•	 Los lineamientos en materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios y de obras públicas 
y servicios relacionados con las mismas emitidos por la SFP deben revisarse y armonizarse con 
la Ley de Obras Públicas (LOPSRM), en especial en lo que se refiere a la preponderancia que 
debe tener la calidad técnica sobre las demás condiciones para llevar a cabo una contratación. 

•	 Específicamente, debe analizarse y modificarse el esquema actual de porcentajes que los 
lineamientos emitidos por la SFP asignan a la propuesta técnica y la económica, pues actualmente 
se valora de igual forma al precio de la obra y los criterios técnicos. Esto es aún más importante 
cuando se trata de obras públicas cuyo proyecto ejecutivo está incompleto en el momento de 
publicar la convocatoria para una licitación. Los lineamientos de la SFP deben establecer que 
en estos casos no podrá privilegiarse el precio de la obra para elegir al contratista ganador 
de una licitación. 

•	 La Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas (LOPSRM) debe precisar las 
circunstancias excepcionales bajo las cuales se permite licitar proyectos de obra pública sin 
tener completa la conceptualización de la obra en cuestión, es decir, su proyecto ejecutivo 
terminado. Adicionalmente, la ley debe establecer que será necesario presentar una justificación 
detallada sobre las razones por las cuales el proyecto ejecutivo no está terminado y deberá 
definirse qué ajustes, implicaciones o impactos puede tener esto en el proceso ordinario de 
contratación de la obra y como éstos serán subsanados. Lo anterior es especialmente importante 
si se trata de proyectos de gran complejidad. 

•	 Para los casos en los que no se cuente con un proyecto ejecutivo completo, la LOPSRM deberá 
especificar la información adicional que deberá incluirse en la convocatoria para licitar un proyecto 
determinado. Es decir, el objeto y alcance de la obra, el nivel de avance en los documentos 
de planeación, la fecha de entrega, la obligación de que el precio no podrá ser el criterio 
determinante para decidir sobre el licitante al que se le adjudicará el contrato, entre otros.  

•	 La LOPSRM debe establecer que previo a la publicación de la convocatoria respectiva, para una 
muestra de casos con proyectos ejecutivos incompletos, la Comisión Federal de Competencia 
Económica deberá determinar si es posible que se realice la licitación dada la información 
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disponible. Los criterios de selección de dicha muestra deben atender aquellos proyectos de 
mayor monto y complejidad.  

•	 Tal como lo señala actualmente la LOPSRM, dentro de las causas de desechamiento que prevé 
la convocatoria, se deben establecer expresamente y con total claridad todos los criterios por 
los cuales se descalificará una propuesta. Como lo fue en este caso superar en 10% el precio 
de la propuesta más barata, criterio no previsto en las causales. 

•	 La LOPSRM debe especificar criterios claros para aplicar el mecanismo de puntos y porcentajes en 
función de los diferentes tipos de obra pública. La LOPSRM deberá definir los aspectos generales 
a priorizarse en cada tipo de obra para lograr las mejores condiciones en la contratación. 

•	 Transparentar el proceso de evaluación de las proposiciones que se reciben para realizar la 
adjudicación de una obra pública. Es necesario contar con la información completa respecto 
a todos los concursantes y sus propuestas, lo que incluye el desglose de la evaluación y sus 
calificaciones. De lo contrario, el mecanismo no puede llamarse “licitación pública abierta” 
pues existe opacidad sobre la información.  

•	 Limitar la flexibilidad excesiva con la que actualmente cuentan las áreas contratantes para 
incrementar el monto establecido en un contrato a su cargo. Este esquema permite que 
una empresa concurse con precios que no son realistas, ya que, posteriormente los podrá 
modificar e incluso terminar cobrando un precio mayor a los ofrecidos inicialmente por los 
otros concursantes en la licitación de la obra. Se requieren controles institucionales serios 
y transparentes para que se respete el tope legal para modificar el precio autorizado en el 
contrato de la obra pública. 

•	 Revisar el papel de los órganos de control interno de SCT dentro del nuevo Sistema Nacional 
Anticorrupción y cómo fortalecer el seguimiento y control que tienen los mismos respecto a 
la calidad de la obra pública federal y el buen manejo de los recursos públicos. 
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•	 “Reparar el Paso Exprés costará 70 mdp a constructoras, dice SCT; estará listo en noviembre”. 

Disponible en http://www.animalpolitico.com/2017/10/pasoexpres-70-mdp-constructoras/  
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Introducción 

En los últimos años se han dado importantes cambios en la legislación mexicana en materia de 
combate a la corrupción, esto ha generado la conformación del Sistema Nacional Anticorrupción 
(SNA) en donde se combinan tanto instituciones líderes en el combate, prevención y detección de la 
corrupción así como el componente de la participación de la sociedad mediante el Comité conformado 
por ciudadanos distinguidos. 

Analizando este combate a la corrupción, se observa que los componentes que integran al SNA 
son exógenos al aparato gubernamental, por lo que este ensayo aborda el tema de la relevancia 
de la denuncia ciudadana en el combate a la corrupción y posibles esquemas dentro del SNA. Para 
este trabajo se toma el último término al analizar esquemas que promuevan la denuncia interna 
para abatir la corrupción. Se aborda el tema desde una perspectiva de estrategia militar de combate, 
tomando como base una alegoría al Caballo de Troya desde la perspectiva del whisthleblowing en 
el contexto nacional de la lucha contra la corrupción. Los reportes sobre percepción de la corrupción 
por parte de la sociedad mexicana apenas tocan la superficie del fenómeno cuyo problema central 
no son las extorsiones de los servidores públicos o las “mordidas” de empleados de bajo nivel, sino 
la corrupción estructural que contamina las funciones centrales y básicas del aparato gubernamental 
(Sandoval, 2017). 

El objeto del SNA es el de establecer principios, bases generales, políticas públicas y procedimientos 
para la coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno en la prevención, 
detección y sanción de las faltas administrativas y hechos de corrupción. De estos objetos del SNA, 
en este documento se toma la detección de faltas administrativas y hechos de corrupción, mediante 
el uso de tecnologías de la información y la generación, protección y análisis de datos y denuncias 
como herramienta en el combate de este fenómeno. 

Se analizarán las principales implicaciones de la denuncia interna en el marco jurídico actual, 
así como el análisis de posibles esquemas de protección. Se analizará la denuncia interna como 
herramienta de combate a la corrupción, la cultura de denuncia en México y los retos que representa 
para esta estructura. Se desarrollará un modelo con base en la teoría de juegos para analizar el 
comportamiento de los servidores públicos propensos a cometer faltas administrativas y aquellos 
que pueden denunciar estos hechos. 

Además, se establecen evidencias internacionales donde se aplica el whisthleblowing como el caso 
de Chile y Texas de donde se obtienen experiencias para la generación, comparación y análisis de 
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este mecanismo para el combate a la corrupción, así como el uso de las tecnologías de la información 
para mantener el anonimato de las denuncias internas y ofrecer capacitación continua (Blackboard) a 
los servidores públicos en cuestiones éticas, detección y combate de faltas administrativas, y hechos 
de corrupción. 

Por último se hace un ejercicio de conclusión en donde se muestran los elementos actuales con 
los que cuenta el SNA para el combate desde el interior del aparato gubernamental, las áreas de 
oportunidad y los retos de utilizar esta herramienta para mejorar el uso de los recursos públicos y 
reducir los niveles de corrupción en el país. 

La ventaja de atacar desde el interior (la Guerra)

La corrupción es un problema complejo que engloba numerosas conductas que se apartan de 
la ley y que son merecedoras de castigo. De acuerdo con Transparencia Internacional se define 
como el abuso del poder público para beneficio privado (Casar, 2016). Si bien es una abstracción 
del fenómeno, sus raíces se internan en un sin número de procesos públicos, tan variados como la 
propia administración gubernamental, por lo que su combate representa un reto importante.  

Como lo indica el nombre de la reforma en materia de combate a la corrupción, por combate se 
entiende una lucha o batalla, una acción bélica o pelea, lo anterior motiva a este ensayo a analizar 
desde una perspectiva de estrategia bélica al combate a la corrupción, por lo que se toma como 
referencia del análisis la Eneida de Virgilio; en específico, la estrategia del Caballo de Troya, se analiza 
el marco legal aprobado en materia de combate a la corrupción, las armas con las que se cuenta 
para afrontar el problema de la corrupción, las necesidades para enfrentar esta lucha y la estrategia 
de combate interno mediante la protección brindada por una estructura para hacer frente a estos 
nuevos retos que enfrenta el SNA. 

La lucha contra la corrupción se enfrenta a un aparato gubernamental enorme, que incluye a las 
instituciones y entes federales, las universidades públicas, los gobiernos estatales, entes autónomos, 
gobiernos municipales, paraestatales y un sin número de estructuras diversas que complican detectar 
todos los puntos donde se presenta el fenómeno de la corrupción de una manera pronta y expedita. 
Lo anterior representa un reto importante para el SNA, el cual se compone por los titulares de siete 
entidades vinculadas directamente con la fiscalización, acceso a la información, impartición de justicia  
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y el combate a la corrupción1 además se complementa con un Comité de Participación Social, para 
nuestro combate, esto representa el ejército al exterior de la muralla que oculta los actos de corrupción 
los cuales se llevan a cabo al interior del aparato gubernamental y en ocasiones en complicidad con 
agentes del sector privado, estas nuevas figuras representan una fortaleza exterior para el combate 
pero se considera que estas figuras son exógenas por lo que la detección de faltas administrativas 
y actos de corrupción no siempre será de manera oportuna o posible. 

ASF

Sociedad

SFP

TFJACJF

Fiscalia 
Corrupción

INAI

Corrupción

1	 Artículo 10. Son integrantes del Comité Coordinador:
I. Un representante del Comité de Participación Ciudadana, quien lo presidirá;
II. El titular de la Auditoría Superior de la Federación;
III. El titular de la Fiscalía Especializada de Combate a la Corrupción;
IV. El titular de la Secretaría de la Función Pública;
V. Un representante del Consejo de la Judicatura Federal;
VI. El Presidente del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales,
VII. El Presidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa.
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En esta batalla ya contamos con un ejército al exterior facultado para sancionar y combatir las 
faltas administrativas, y los actos de corrupción, pero analizando la Eneida, se puede contar con un 
aliado interno para el combate de este problema, este actor es el servidor público, este personaje 
cuenta con conocimientos sobre los procesos internos de su dependencia o área. Como ciudadanos 
en muchas ocasiones desconocemos los procesos internos del aparato gubernamental, lo que hace 
imposible detectar faltas administrativas desde el exterior. Este empleado representa un recurso 
valioso en esta lucha, cuenta con conocimientos e información que le permitirán detectar anomalías 
y denunciarlas de manera oportuna para corregir desvíos, evitar faltas administrativas y reducir el 
fenómeno de la corrupción, y el costo de combatirla, pero este empleado necesita de un escudo 
para protegerse en esta lucha el cual será brindado por el marco legal, este debe actuar como una 
estructura que lo proteja ante represalias, como un Caballo de Troya.

SNA  

Sector Público

Servidores Públicos

 

Supervisión interna
 de la corrupción en el 
aparato gubernamental

Ante esto surge la necesidad de analizar la fortaleza y protección que brinda “caballo”, el cual debe 
salvaguardar a nuestro ejército interno en el combate a la corrupción, esta estructura de protección se 
conformará por las leyes en la materia de protección del denunciante, los mecanismos establecidos 
en las leyes publicadas que minimicen la posibilidad de reproches y ante todo, fomentar la cultura 
de denuncia de la cual carece nuestro país.  
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En el caso de la batalla de Troya, el objetivo final era rescatar a Helena la cual había sido raptada por 
Paris. En el caso del combate del SNA el objetivo final (nuestra Helena) será rescatar de la corrupción 
la administración de los recursos económicos con legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, 
lealtad, imparcialidad, eficiencia, eficacia, equidad, transparencia, economía, integridad y competencia 
por mérito, además se debe poner especial atención en la detección oportuna de faltas administrativas 
y corrupción, las sanciones necesarias, defender a los denunciantes internos, fomentar la cultura 
de denuncia, desalentar las faltas administrativas y mejorar como objetivo final los indicadores, y la 
percepción de la corrupción a nivel nacional, los cuales se posicionan en niveles alarmantes.  

Los principios rectores que rigen el Servicio Público son: 

Legalidad, Objetividad, 

Profesionalismo, Honradez, 

Lealtad, Imparcialidad, 

Eficiencia, Eficacia, 

Economía, Transparencia, 

Honradez, Integridad y

Competencia al Mérito.

De acuerdo con Transparencia Internacional, en 2016 México obtuvo 30 de 100 puntos posibles 
posicionándose en el lugar 123 de 176 a nivel mundial  en cuanto a percepción de la corrupción 
(Transparency International, 2017), esto representa un retroceso en el indicador ya que en 2014 
se posicionaba en el lugar 103 de 174 con 35 de 100 puntos (Transparency International, 2014). En 
diferentes indicadores internacionales México aparece como uno de los países más corruptos (Casar, 
2016), esto a pesar de los cambios en el marco legislativo que se han llevado a cabo en materia 
de combate a la corrupción, la generación de nuevas figuras para su combate y el surgimiento del 
SNA, esto hace necesario formular nuevas estrategias de combate que mejoren los indicadores de 
percepción y el cumplimiento de los objetivos planteados. 
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A nuestro ejército interno se le puede definir como whisterblowers, los cuales son servidores 
públicos que filtran información sobre hechos que consideren ilícitos o delictivos por el propio 
gobierno (Villanueva, 2006). La función de estos agentes será el de proporcionar información de faltas 
administrativas y actos de corrupción mediante la denuncia al ejército externo (SNA), el cual tiene 
las atribuciones de investigar y proceder ante los presuntos actos de corrupción, por lo que como 
en el caso de la batalla de Troya, el ejército interno será respaldado desde el exterior para obtener 
la victoria en este combate contra la corrupción. 

De acuerdo con la Ley General de Responsabilidades Administrativas (LGRA), la investigación por 
la presunta responsabilidad de faltas administrativas iniciará de oficio, derivado de las auditorías 
practicadas por las autoridades o por denuncia, las cuales podrán ser anónimas. En donde las autoridades 
investigadoras mantendrán con carácter de confidencial la identidad de las personas que denuncian 
las presuntas infracciones (Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, 2016). Estas denuncias 
deberán contener datos o indicios que permitan advertir la presunta responsabilidad administrativa 
y podrán ser presentadas de manera electrónica a través de los mecanismos que establezcan las 
autoridades investigadoras. Estos mecanismos garantizan una protección al denunciante al mantener 
su anonimato y proporciona la primera pieza con la que puede trabajar el SNA para fortalecer el 
ejército interno de denuncia. 

Además del anonimato, la LGRA establece como falta administrativa no grave y grave el incumplir 
con la denuncia de actos u omisiones que en el ejercicio de sus funciones llegare a advertir, que 
puedan constituir faltas administrativas (Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, 2016). 
Estos artículos sancionan la no denuncia, esta penalización será nuestra motivación para incentivar 
al ejército interno a denunciar con el objetivo de no ser sancionado por una falta administrativa que 
puede, en el último de los casos, inhabilitar al servidor público de uno hasta diez años, por lo que 
además de los principios éticos este mecanismo es la motivación para fortalecer la denuncia interna. 

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) señala, en el marco 
de las reformas mexicanas de combate a la corrupción, la necesidad de contar con mecanismos 
whisterblowers para mejorar los procesos de denuncia de actos de corrupción, así como garantizar 
la protección de los denunciantes (OCDE, 2016). En el Sistema de Información Legislativa (SIL) se 
identificó una iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la Ley Federal para la Protección 
de los Denunciantes e Informantes de Actos de Corrupción, con fecha de presentación del 03 de 
septiembre de 2015, la cual tiene por objeto establecer las medidas y procedimientos para facilitar e 
incentivar la denuncia de actos de corrupción, susceptibles de ser investigados y sancionados, tanto 
administrativa como penalmente (SEGOB SIL, 2016). 
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En la cronología del asunto publicado en el reporte de seguimiento de asuntos legislativos de 
dicha ley, se tiene que el 18 de julio de 2016 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación 
(DOF) con observaciones aprobadas, al revisar el DOF en la fecha señalada no se encontró ninguna 
información vinculada con dicha Ley, por lo que se infiere que ésta fue incluida en el paquete de 
leyes que forman el SNA publicadas ese mismo día, por lo que en el siguiente apartado se hará un 
análisis sobre el marco legal vigente vinculado con la protección de los informantes internos, lo que 
se considera como el caballo que protegerá al ejercito interno de las represalias de los servidores 
públicos que comenten faltas administrativas y actos de corrupción. 

Whistleblowing (el Caballo) 

¿Por qué es tan importante proteger a los denunciantes internos? Retomando 
la alegoría sobre la “fortaleza” de la impunidad y la secrecía que encubre 
los actos de corrupción al interior del aparato gubernamental, es necesario 
proteger al ejército interno por medio de una estructura legal de protección a 
los denunciantes, este ejército de empleados gubernamentales será quienes 
filtren la información sobre hechos ilícitos o delictivos en el gobierno. 

La estructura del “caballo” (protección) debe consistir en un conjunto de mecanismos de protección 
legal para los denunciantes de faltas administrativas y hechos de corrupción. Estos mecanismos 
legales facultarían a los servidores públicos a denunciar o ser una amenaza para cualquier actividad 
interna que derive en fallas administrativas, lo que representaría una supervisión constante y un 
desincentivo para la corrupción. Además este marco legal le permitiría al denunciante testificar en 
las investigaciones, sobre las violaciones a la ley, factor que lo desvincularía de la falta administrativa 
de no denunciar señalada en la LGRA.  

Esta nueva cultura de denuncia deberá fomentarse desde los mandos superiores; otro punto 
importante de la protección es que los servidores públicos que denuncian faltas administrativas y 
hechos de corrupción que llegaran a ser despedidos por esta denuncia como represalia, tendrían la 
facultad de iniciar un proceso civil o laboral de reparación de daños, con lo que serían reincorporados 
a su empleo con sus mismas funciones o similares, ante la presunción de despido injustificado, esta 
última garantía de mantener el empleo y no sufrir consecuencias negativas es el principal instrumento 
de protección, es lo que dará fortaleza a esta nueva cultura de denuncia interna, es el “caballo” que 
protegerá al ejército que derrotará la corrupción (Villanueva, 2006). 
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Lo anterior supone miles de posibles denunciantes que proporcionarán información sobre violación 
de leyes, deficiente administración, desvíos, desperdicio y otras faltas administrativas y actos de 
corrupción de recursos en áreas de salud, seguridad, desarrollo social, desarrollo agrícola, cultura, 
deporte, educación, etc. Para mejorar el desempeño de estas funciones, los denunciantes deberán 
ser protegidos frente a sanciones legales, administrativas o laborales siempre que hayan actuado de 
buena fe como lo indica el Relator Especial de las Naciones Unidas para la Protección y Promoción 
del Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión (Organización de los Estados Americanos, 2010). 

La denuncia de los informantes internos se vincula directamente con un proceso de consolidación 
democrática y al ejercicio del derecho de expresión. La denuncia interna además de ser un posicionamiento 
ético, puede ser un mecanismo que incentive la eficiencia de los procesos gubernamentales, el 
monitoreo constante en todas las áreas permite prevenir, identificar y solucionar errores y accidentes 
(Banisar, 2006). La denuncia interna es un medio adecuado para mejorar la cultura organizacional 
interna, lo que tendrá un efecto global de mejora en la organización pública en todos los niveles 
de gobierno. El objetivo final de la protección a los denunciantes internos es asegurar la libertad de 
expresión con base en la conciencia y la ética pública. Lo que mejoraría la transparencia y rendición de 
cuentas de los entes públicos generando que los procesos internos sean monitoreados y mejorados 
constantemente. Uno de los principales problemas identificados es que los gobiernos deben cambiar 
la cultura interna. La sociedad civil debe evaluar y demandar información interna (Banisar, 2006). 

En este contexto, fue aprobada en el marco de la Ley General de Responsabilidades Administrativas 
(LGRA) en el artículo 64, la posibilidad por parte de los servidores públicos que denuncien una falta 
administrativa o sean testigos en el procedimiento de solicitar medidas de protección que resulten 
razonables. Esta solicitud deberá ser evaluada y atendida de manera oportuna por el ente público 
donde presta sus servicios el denunciante. Así como la consideración de obstrucción de la justicia 
por parte de los servidores públicos responsables de la investigación, sustanciación y resolución de 
las faltas administrativas de proteger la identidad del denunciante anónimo. 

Además se establecen mecanismos de autoregulación entre las Secretarías y personas físicas y 
morales que participen en contrataciones públicas, para incluir medidas que inhiban la práctica de 
conductas irregulares, que orienten a los socios, directivos y empleados de las empresas sobre el 
cumplimiento del programa de integridad y que contenga herramientas de denuncia y de protección 
a denunciantes (Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, 2016). 

También se reforma el artículo 219 del Código Penal que indica que el servidor público que por 
sí, o por interpósita persona, utilizando la violencia física o moral, inhiba o intimide a cualquier 
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persona para evitar que ésta o un tercero denuncie, formule querella o aporte información relativa 
a la presunta comisión de la conducta sancionada por la legislación penal o por la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas (Diario Oficial de la Federación, Código Penal, 2016).  

En la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación (LFRCF), se establece que en 
cumplimiento del artículo 79 constitucional, cualquier persona podrá presentar denuncias fundadas 
cuando se presuma el manejo, aplicación o custodia irregular de recursos públicos federales, o de 
su desvió, en los supuestos previstos en la LFRC (Diario Oficial de la Federación, LFRCF, 2016). 

Las denuncias podrán presentarse a la Cámara, a la Comisión o directamente a la Auditoría Superior 
de la Federación. Además, en la LFRCF en el artículo 60 se indica que la Auditoría Superior de la 
Federación deberá proteger en todo momento la identidad del denunciante. 

Estos artículos contenidos en el Código Penal Federal y la LGRA representan el marco de actuar 
de los organismos que forman parte del SNA, estos representan la estructura y bases de nuestro 
“caballo” que protegerá a nuestro ejército de informantes, si bien no se tiene específicamente una 
ley de protección de denunciantes, se tienen puntos importantes que pueden ser utilizados para 
fomentar esta herramienta interna de combate a la corrupción. 

Si bien el nuevo marco legal en combate a la corrupción establece las bases para fortalecer los 
mecanismos de denuncia interna en nuestro país, este presenta rasgos culturales que se analizarán 
en el siguiente apartado. 

La cultura de denuncia en México (El arma) 

De acuerdo con la Real Academia de la Lengua Española, denunciar significa dar 
a la autoridad judicial y administrativa parte o noticia de una actuación ilícita o de 
un suceso irregular. 

En el Príncipe de Maquiavelo encontramos la siguiente cita: “Los principales fundamentos de 
que son capaces todos los Estados, ya nuevos, ya antiguos, ya mixtos, son las buenas leyes y armas; 
y porque las leyes no pueden ser malas en donde son buenas las armas” (Maquiavelo, El Principe, 
1532). En este caso, el arma para el combate a la corrupción será la denuncia interna, pero en el 
caso de México la cultura de denuncia presenta áreas de oportunidad, por lo que se debe generar 
un cambio cultural con el respaldo de las instituciones. 
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En el caso del combate a la corrupción, las leyes ya fueron formuladas, pero las armas con las 
que cuenta el Estado mexicano para su combate es la denuncia de los hechos e irregularidades por 
parte de los empleados y ciudadanos. Pero existe el temor de las víctimas a sufrir represalias, lo que 
hace que éstas no ejerzan la denuncia y no se notifiquen las irregularidades. 

Para un empleado las represalias pueden ser la pérdida del trabajo, acoso, violencia, entre otros. 
Por lo que el costo de oportunidad de la denuncia hace poco probable su ejecución. 

Para entender la cultura mexicana de denuncia se toma el último dato disponible de la Encuesta 
Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (INEGI, 2016), donde se estima que 
la “cifra negra” de los delitos que no son denunciados y no derivan en averiguación previa se tasan 
en 93.7 por ciento del total a nivel nacional durante 2015, cifra superior a la presentada en 2014 de 
92.8 por ciento. La encuesta estima que los principales motivos por los que la población víctima no 
denuncia son circunstancias atribuibles a la autoridad, tales como considerar la denuncia como una 
pérdida de tiempo con 33 por ciento y la desconfianza en la autoridad 16.6 por ciento, lo anterior 
señala un problema cultural en México, por lo que se debe fomentar y proteger esta arma de acción 
contra la corrupción.  

De acuerdo con Maquiavelo “la naturaleza crea pocos hombres valientes, la industria y entrenamiento 
hace muchos” (Maquiavelo, Dell’arte della guerra, 1971). Ante esto deben surgir mecanismos como 
cursos obligatorios en el sector público y privado, capacitaciones y publicidad al interior, y exterior del 
aparato gubernamental que difundan la cultura de denuncia, los beneficios de ésta y la protección 
que se podría brindar a los empleados, como el caso del anonimato de la denuncia establecido en 
el marco legal vigente.  

Por lo anterior, se deben generar junto con los reglamentos de ética internos estatutos de capacitación 
mínima necesaria y actualizaciones para los empleados existentes y los nuevos, en este sentido se 
debe informar sobre las faltas administrativas más recurrentes que deriven en actos de corrupción, 
los procesos y mecanismos de denuncia, y la protección recibida, así como las consecuencias de no 
denunciar y el seguimiento de los reportes.  

Identificados el ejército, el caballo y el arma; se hará un análisis bajo el enfoque de teoría de 
juegos sobre las posibles consecuencias de enfocar los esfuerzos del SNA a fomentar y utilizar 
la denuncia interna como mecanismo para disuadir las conductas tendientes a cometer faltas 
administrativas y corrupción. 
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Dilema del prisionero para el servidor público que denuncia  
   (la Estrategia) 

En el marco de la teoría de juegos, se analizará el comportamiento estratégico de los servidores 
públicos que pueden denunciar los actos de corrupción detectados en sus funciones diarias. Pero 
¿qué es la teoría de juegos? Si bien esta corriente teórica de las matemáticas tiene su origen en el 
análisis de juegos de azar y de estrategia, esta se vincula con la relación entre individuos (Binmore, 
2009), para este caso el juego sería la decisión entre denunciar las faltas administrativas y actos de 
corrupción, y no denunciar estos hechos, ambas decisiones tienen consecuencias las cuales son 
determinantes para la toma de decisiones, por lo que se hará un análisis por medio de árboles de 
decisión sobre las opciones de los servidores públicos (el que comete la falta administrativa y el que 
puede denunciar).  

En este juego entra como jugador central el servidor público racional, el cual deberá medir el 
impacto de sus acciones antes de actuar, analizar el costo beneficio que le generará el declarar contra 
un compañero o un superior, las posibles represalias, los beneficios éticos y sociales de identificar y 
testificar contra otros servidores públicos que presenten faltas administrativas y actos de corrupción. 

Supongamos un caso hipotético en donde José, empleado de la dependencia gubernamental X, 
presencia como su superior inmediato recibe una gratificación económica por acelerar un trámite 
para un particular. Para José esto representa un conflicto ético, por lo que se cuestiona si debe 
denunciar el hecho de corrupción a un mando superior o a una instancia externa, en la (Figura 1) se 
establece el diagrama que representa los resultados posibles para José, con base en sus decisiones 
de denunciar o no denunciar lo que presenció.  

Las líneas punteadas de la figura 1 indican la opción menos costosa para José, por ejemplo, en el 
caso de no declarar y de identificarse el acto de corrupción por las entidades fiscalizadoras del SNA 
podrán vincular a José por incurrir en una falta administrativa no grave o grave según sea el caso, 
como lo establecen en los artículos 49 y 62 de la LGRA, donde se impone como falta administrativa 
el no denunciar actos u omisiones que llegase a advertir José en el ejercicio de sus funciones. Lo 
que le supondría a José una amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación temporal, la cual 
en el peor de los casos (inhabilitación temporal) no podrá ser menor a tres meses ni exceder diez 
años. Además, si no se detecta el acto de corrupción por parte de las autoridades, se tiene el costo 
moral para José de no declarar y un costo social por el acto de corrupción cometido que impactará 
indirectamente a nuestro empleado público y ciudadano José. 
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Figura 1 

La otra opción implica que al denunciar a las autoridades del SNA investigarían esta denuncia, pero 
esto puede presentar un problema para José, si su jefe inmediato se entera que su empleado denunció 
su falta administrativa este puede tomar represalias contra José, puede despedirlo injustificadamente 
como venganza por su falta de complicidad, tomar represalias personales, ataques físicos o psicológicos 
contra José, por lo que en comparación, la posible inhabilitación2 resulta menos costosa que perder 
el empleo por denunciar. La ventaja que presenta la denuncia, es que se pierde la posibilidad de 
una sanción por falta administrativa no grave o grave, ya que se cumpliría con la denuncia de actos 
u omisiones establecido en la LGRA, pero de nada le servirá a José tener esto a su favor si ya perdió 
el trabajo o fue acosado hasta renunciar. 

Los millones de José a nivel nacional que presencian actos de corrupción, ven mermados sus 
valores éticos frente al costo personal de las represalias contra las denuncias, José además de ser el 
denunciante de un problema interno que difícilmente será detectado desde el exterior, es un testigo 
valioso para este caso de corrupción, por lo que proteger su empleo y su integridad personal después 
de declarar, dejaría intacto el beneficio de no ser sancionado por no cumplir con los artículos 49 y 
62 de la LFRA lo que cambia la balanza de la decisión para el servidor público (Figura 2), ahora le 
resultaría más beneficioso declarar para no ser amonestado, suspendido o inhabilitado, además 
cumpliría con ética su labor de servidor público por lo que se invertiría la decisión. 

2	 Sí y solo sí el acto de corrupción es detectado e investigado por las autoridades
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Figura 2 

Lo anterior supone una abstracción y simplificación de la realidad mexicana, la cual se enfrenta 
a problemas culturales que ven a la denuncia como una pérdida de tiempo y ven con desconfianza 
a las autoridades como lo indica la ENVIPE 2016. Además de esto, los empleados públicos son más 
renuentes a presentar denuncias, ya que éstas les pueden representar la pérdida del empleo y del 
sustento personal y familiar. Para esto se tienen que generar esfuerzos de capacitación a los funcionarios 
públicos que permita transitar de un enfoque basado en reglas a uno basado en valores (OCDE, 2016).  

Este juego tiene dos jugadores, desde la perspectiva del servidor público que puede cometer una 
falta administrativa o acto de corrupción estará en función de las probabilidades de ser denunciado 
y sancionado por las autoridades, en el caso de la inexistencia de la protección al denunciante, el 
servidor público puede amedrentar, sobornar o acosar a los otros servidores públicos que detecten 
el acto de corrupción, por lo que existirán pocas probabilidades de ser denunciado, y si esto pasara, 
el servidor puede tomar represalias posteriormente y despedir a quien lo denunció, por lo que esto 
hace que el beneficio de cometer una falta administrativa sea mayor al riesgo y la probabilidad de 
ser denunciado (Figura 3). 
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Figura 3 

En el otro caso, al estar vigente la posibilidad de denuncia y estar protegido de represalias, el 
posible denunciante tendrá un efecto directo en la decisión del otro servidor público de cometer una 
falta administrativa o no cometerla, si existe mayor probabilidad de ser denunciado y sancionado los 
servidores públicos considerarán dos veces antes de cometer actos de corrupción, esta no desaparecerá 
por completo pero algunos actos serán disuadidos, especialmente si la sanción representa un mayor 
costo al beneficio de cometer la falta administrativa. Si el otro individuo infringe la ley bajo este 
panorama, existe una alta probabilidad de ser denunciado y por lo tanto ser amonestado (Figura 4), 
sancionado o inhabilitado por una falta administrativa no grave o grave según sea el caso. 
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Figura 4 

Visto desde la perspectiva de táctica militar, esta estrategia fomenta la democratización de los 
procesos internos del aparato gubernamental, la transparencia y la rendición de cuentas. Además es 
una herramienta psicológica, como lo menciona Sun Tzu “el supremo arte de la guerra es doblegar al 
enemigo sin luchar” (Sun Tzu, 2003), al observar que es más factible la posibilidad de ser denunciado 
y la protección de los denunciantes tendría un efecto directo en las decisiones de los servidores 
públicos propensos a transgredir la administración pública, los servidores públicos se encontrarán en 
una permanente vigilancia por sus compañeros lo que servirá como una herramienta de disuasión 
a las faltas administrativas, lo que reduciría los esfuerzos y costos de la investigación mediante un 
mecanismo estratégico. 
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La denuncia debe estar motivada por cuestiones morales, por el respeto a nuestras instituciones 
y al país, principios éticos de reportar faltas administrativas y actos de corrupción para que éstos sean 
corregidos, si bien, los empleados internos no recibirán una gratificación por esto, la protección de 
su integridad laboral y personal debe ser el pago por su lealtad, esto con el fin de minimizar el costo 
asociado con las represalias. El otro factor que tendrá efectos en el comportamiento de los servidores 
públicos es el miedo de ser denunciados, este será el motor para desincentivar la corrupción interna 
como una manera pasiva y estratégica de combate a la corrupción. 

En el siguiente apartado se analizarán los mecanismos implementados por el Gobierno de Chile 
y de Texas para la protección de los whisterblowers, con lo que se tratará de identificar algunas 
aplicaciones para el caso mexicano, también se abordará un caso de capacitación a empleados públicos 
implementado por miembros de la Asociación Nacional de Organismos de Fiscalización Superior y 
Control Gubernamental A.C. (ASOFIS) como herramienta para capacitar a nuestro ejército interno. 

Casos de aplicación del Whisthleblowing 

	 Chile

En 2016 Chile aparece en la posición 24 del índice de corrupción de Transparencia Internacional 
con una tendencia a mejorar el Índice desde 2012 (Transparency, 2017), en este país se tiene la 
evidencia de la Ley 20.205 (protege al funcionario que denuncia irregularidades y faltas al principio 
de probidad) en donde se introduce al estatuto administrativo figuras que facilitan a los servidores 
públicos informar al ministerio público o ante la policía, los crímenes o simples delitos y a la autoridad 
competente los hechos de carácter irregular, hechos de corrupción y faltas administrativas (H. Congreso 
Nacional de Chile, 2007). 
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Esta ley establece que los empleados no podrán ser objeto de medidas disciplinarias de suspensión 
del empleo o destitución, desde la fecha que la autoridad reciba la denuncia y hasta la fecha en 
que se resuelva en definitiva. El empleado no podrá ser trasladado de localidad o de función que 
desempeñe sin su autorización por escrito durante el lapso descrito, no ser objeto de precalificación 
anual, en el caso de que el superior jerárquico sea el denunciado. 

En el caso chileno las denuncias requieren los siguientes requisitos: 

a)	 Identificación y domicilio del denunciante. 

b)	 La narración circunstanciada de los hechos. 

c)	 La individualización de quienes los hubieren cometido y de las personas que los hubieren 
presenciado o que tuvieren noticia de ellos, en cuanto le constare al denunciante. 

d)	 Acompañar los antecedentes y documentos que le sirvan de fundamento, cuando ello sea 
posible. 

La denuncia deberá ser entregada por escrito y firmada por el denunciante. En la denuncia se 
podrá solicitar el anonimato respecto a terceros, a la identidad del denunciante o los datos que 
permitan determinarla, así como información, antecedentes y documentos que entregue o índice 
con ocasión de la denuncia (H. Congreso Nacional de Chile, 2007). En el caso chileno se presenta 
un mecanismo directo de denuncia con documentos mínimos para su presentación, de no cumplir 
con lo anterior se tendrán como no presentadas las denuncias, en este caso la protección se dará 
mediante un manifiesto y por parte de las autoridades.  

A continuación se hará un análisis comparativo entre la legislación chilena y la mexicana. En este 
caso no se identificó una legislación similar en México que proteja de manera directa al denunciante, 
la legislación actual indica mecanismos como el anonimato de los denunciantes y las medidas de 
protección razonables si así se necesitase por parte de la dependencia donde labora el empleado, 
situación que se expresa de manera vaga en el artículo 64 de la LGRA lo que complica la protección 
del denunciante; por ejemplo se puede dar el caso en el que se denuncie a la mandos superiores de 
la institución por faltas administrativas y a su vez se deberá requerir de su protección, lo que genera 
conflictos en la protección del empleado. 
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En el caso mexicano, las denuncias al Ministerio Público competen a las instituciones investigadoras 
(Auditoría Superior de la Federación, Entidades de Fiscalización Local, Secretarías y Órganos Internos 
de Control), las cuales serán coadyuvantes del mismo en el procedimiento penal respectivo. Esto 
difiere del caso chileno en donde las denuncias se hacen por parte de los empleados que detecten 
anomalías, en el caso mexicano se considera un mecanismo indirecto de la participación de los 
servidores públicos en los procesos de detección y combate de la corrupción, los cuales tendrán que 
acudir a una institución investigadora para que ésta haga los procedimientos de denuncia pertinentes, 
por lo que se generará una doble denuncia. 

	 Texas 

En los Estados Unidos existen leyes de protección a denunciantes internos, estos mecanismos de 
protección a personas que denuncian actos de corrupción suele incluir mecanismos de protección a 
los empleados que se rehúsan a cumplir órdenes ilegales. El Presidente de la Corte Suprema de los 
Estados Unidos Louis Brandeirs, describió este proceso con la siguiente frase: “como se sabe, la luz 
del sol es el mejor desinfectante”. El acceso a la información interna del gobierno, la protección de 
denunciantes que señalan conductas ilícitas y la revelación pública de activos financieros aumenta 
la probabilidad de castigo para conductas ilícitas (Devine, Vaughn, & Henderson, 2017). 

Para mejorar este análisis se toma el caso del estado de Texas, el cual tiene una ley especial 
“wistleblower Act” que protege a los empleados públicos que hacen reportes de buena fe sobre 
violaciones a la ley por parte de sus empleadores. El empleador no podrá suspender o terminar la 
relación laboral, tomar acciones personales contra un empleado público que haga un reporte bajo 
esta ley (Texa’s Government, 2006). 

La Oficina Estatal del Auditor de Texas en su página oficial ofrece una línea telefónica directa y un 
sistema de denuncia por internet la cual puede ser de manera anónima, estos actos son investigados 
por la oficina a través del departamento de investigación y soporte de auditoría3.

El formato proporcionado es muy simple, se debe elegir la agencia estatal en la cual se detectó 
el acto de fraude, desperdicio o abuso y en otro espacio se debe incluir lo más detallado posible el 
hecho en cuestión; además, se debe señalar cuales entidades han sido notificadas sobre el acto. 

3	 Para mayor información y análisis de formatos revisar https://sao.fraud.texas.gov/ReportFraud/
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En el sitio oficial se ofrece un poster donde se incluye el teléfono, la página de internet y la 
dirección por correo ordinario para reportar casos de fraude, desperdicio o abuso interno, en el 
cual se especifica la posibilidad de hacer el reporte de manera anónima. Este poster se ofrece en 
una versión imprimible para colocarlo en zonas visibles para los empleados de las organizaciones 
gubernamentales del estado de Texas. 

Fuente: (Texas State Auditor’s Office, 2017) 

Los mecanismos de denuncia presentados en este caso son sencillos, estos pueden ser reproducidos 
por el SNA para el caso de las denuncias anónimas, especificando los medios por los cuales denunciar 
y la posibilidad de hacerlo de manera anónima como lo señalan los artículos 92 y 93 de la LGRA, 
estos mecanismos de denuncia deben ser de fácil acceso, las denuncias deberán contener datos o 
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indicios que permitan advertir la falta administrativa, podrán ser presentadas de manera electrónica 
a consideración de las autoridades investigadoras, por lo que el modelo de Texas parece ajustar a 
las necesidades establecidas por la legislación mexicana. 

Al analizar a las dependencias gubernamentales del estado de Texas, se identificó otro factor 
que resulta atractivo para su implementación en México por los Sistemas Locales Anticorrupción 
y el Sistema Nacional. De acuerdo con la regulación 33.05.02 del instituto Texas A&M (Texas A&M, 
2017), todos los empleados deben tomar cursos de manera obligatoria, estos dependerán de sus 
responsabilidades, dentro de los cursos que se deben tomar de manera general antes de 30 días de 
la contratación están: 

•	 Orientación del sistema interno; 
•	 Un lugar de trabajo libre de discriminación; 
•	 Ética; 
•	 Reporte de fraude, desperdicio y abuso; 
•	 Conciencia sobre la seguridad informática. 

El curso de ética debe ser tomado cada dos años y el de reportes de fraude, desperdicio y abuso 
cada cuatro años, para esto se establece un usuario interno para tomar los cursos. 

De acuerdo con lo analizado del caso mexicano en combate a la corrupción, es de gran interés 
utilizar este tipo de herramientas, fomentar la cultura ética, la difusión de información en materia 
de combate a la corrupción, delimitar y establecer los casos que se consideren faltas administrativas 
y actos de corrupción, las consecuencias de no denunciar y la posibilidad de protección mediante el 
anonimato, estas herramientas presentan un área de oportunidad muy importante para el combate 
a la corrupción. 

Para esto se propone la utilización de tecnologías de la información, además de los mecanismos de 
denuncia antes mencionados, se deben establecer reglamentos internos en las agencias gubernamentales 
que obliguen a los empleados nuevos y existentes a mantenerse actualizados en cuestiones de ética 
y denuncia de faltas administrativas, con el objetivo de fomentar la cultura de denuncia.  
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Blackboard 

La Asociación Nacional de Organismos de Fiscalización Superior y Control Gubernamental A.C. 
(ASOFIS) promueve un Diplomado Virtual en Contabilidad Gubernamental para servidores públicos 
estatales y municipales. Esta capacitación es ofrecida a través de una plataforma de internet con una 
duración de 14 semanas, se encontró difusión de este diplomado en diversos órganos de fiscalización 
locales de las entidades federativas y en las secretarías de finanzas.  

Este modelo educativo se considera un caso de éxito en capacitación, se sugiere tomar el modelo 
utilizado por la Auditoría Superior del Estado de Coahuila (institución coordinadora del diplomado), 
con esta herramienta se han capacitado más de 20 mil personas 4(Auditoría Superior del Estado de 
Coahuila, 2017), este modelo puede ser replicado y utilizado como una buena práctica de capacitación, 
por lo que se puede utilizar esta plataforma o una herramienta similar en cada entidad federativa 
para capacitar a los empleados gubernamentales en áreas de combate a la corrupción, denuncia y 
ética, con el objetivo de mejorar la lucha interna contra la corrupción. 

La Auditoría Superior del Estado de Coahuila utilizó Blackboard que es una plataforma virtual de 
capacitación a distancia que contiene funciones necesarias para crear documentos y administrar cursos, 
los cuales pueden ser impartidos de manera remota utilizando internet, esta herramienta es creada 
por Blackboard Inc (ITESM, 2017), es ampliamente utilizada por universidades como el Tecnológico 
de Monterrey, la UVM, TecMilenio entre otras. Esta plataforma ofrece beneficios considerables al 
ofrecer un mismo curso que consiste en videos, presentaciones, audios y lecturas con evaluaciones, 
las cuales se replican para todos los usuarios, por lo que su difusión a todos los empleados del 
gobierno representaría un costo mínimo para la hacienda pública, además se tienen que considerar 
los beneficios en el combate a la corrupción que acarrearía. 

Retos para el SNA  

Como ejercicio de conclusión de este ensayo se analizan los recursos con los que cuenta el SNA 
para enfrentar la corrupción en la actualidad, una de las principales piezas que conforman al caballo 
que protegerá a nuestros denunciantes es el anonimato, el cual está garantizado por la Auditoría 
Superior de la Federación de acuerdo con el artículo 60 de la LFRCF. Otro punto que conforma esta 
estructura de protección es el establecimiento de un programa de integridad el cual contenga 

4	 Implementó dos cursos un Diplomado Virtual de Contabilidad Gubernamental en cuatro ediciones capacitando a 
11,972 alumnos y en el Diplomado Virtual de Disciplina Financiera se tiene una matrícula de 9,243 alumnos a nivel 
nacional)
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herramientas de denuncia y protección de denunciantes para las empresas privadas que participan 
en contratación pública, por lo que se tendrá un aliado en el combate a la corrupción en este sector. 
Otra de las fortalezas de esta estructura es la solicitud de protección de los denunciantes la cual debe 
ser evaluada y atendida de manera oportuna por el ente público. El último punto identificado es la 
sanción por intimidar o inhibir la denuncia. Estas son las herramientas actuales con las que cuenta 
el SNA para la denuncia interna, las cuales deben ser orientadas para obtener los mejores resultados 
en el combate a la corrupción. 

Anonimato

No 
intimidación

Denunciantes 
privados 

Medidas de 
protección

Fuente: Imagen de Google elaborada por Alexander Pokusay 

Este mecanismo de combate, también presenta áreas de oportunidad como la identificada en el 
artículo 64 de la LGRA, la cual indica que los denunciantes podrán solicitar protección, la cual estará 
en consideración del ente público donde preste sus servicios, lo que genera un conflicto de interés 
entre el denunciante y la institución, lo que podría generar represalias directas y la limitación de la 
protección, este mecanismo debe ser brindado por una autoridad externa que sea objetiva frente al 
denunciante y al ente donde se genera la denuncia. 
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Nuestro caballo también presenta el problema de que éste sea mudo, que el ejército interno 
no denuncie por miedo o cuestiones culturales, por lo que se debe generar una nueva cultura de 
denuncia mediante la capacitación constante, las evidencias respecto a la protección del anonimato y 
se procederá de manera objetiva y clara frente a las faltas administrativas y los hechos de corrupción, 
se debe generar una conciencia y evidencia de protección y respaldo externo de las instituciones 
para mejorar los resultados. 

Esta estrategia de combate a la corrupción también presenta retos importantes, como el diseño 
de la plataforma de denuncia anónima, la cual puede ser replicada del caso Texas u otros casos 
exitosos, la plataforma de capacitación propuesta también representa un reto, pero de concretarse, 
esto representaría una herramienta que generaría un gran avance en el flujo de información interna 
hacia las autoridades competentes sobre los procesos internos y fallas en los mismos, esto mejoraría el 
desempeño del SNA, lo que potenciaría los resultados en el combate a la corrupción. La homologación 
nacional también representa un reto importante, se deben establecer mecanismos de coordinación 
que no desvirtúen los objetivos principales de la Reforma en materia de combate a la corrupción con 
la formulación de las leyes locales por parte de las legislaciones estatales. 

Si bien esta guerra contra la corrupción apenas empieza, se tienen las bases suficientes y necesarias 
para afrontarla, se deben generar las estrategias para su consecución y ser constantes en mitigar este 
fenómeno que afecta a nuestro país, en aras de mejorar la eficiencia, eficacia, economía y honradez 
del uso de los recursos públicos y obtener la tan codiciada “Helena” que inició este combate. 
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El corazón de la política anticorrupción:  
su diseño y evaluación en el marco del SNA

Introducción

La corrupción es uno de los males que más han afectado a la sociedad mexicana en los últimos 
años. Sus consecuencias permean hasta dañar la economía de los más desfavorecidos. Los ejemplos 
sobran para ilustrar esta situación. Los casos de desvíos de recursos públicos por parte de funcionarios 
del Estado, de adquisiciones de bienes inmuebles por parte de actores políticos en circunstancias 
poco transparentes, de “diezmos”, conocidos ahora con el término de “moches”, presentes en las 
contrataciones administrativas que realizan los tres niveles de gobierno, aunados a un sistema que 
garantiza impunidad para quienes cometen delitos con recursos públicos, se incrementan cada vez 
con mayor frecuencia y su difusión alcanza a un gran número de personas en nuestro país, gracias 
al desarrollo de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación.

Los niveles de percepción de la corrupción en México son sumamente alarmantes. En los días 
recientes, un informe de Transparencia Internacional dio a conocer que México tiene el índice de 
percepción de la corrupción más alto de toda Latinoamérica y el Caribe1. Este dato revela la magnitud 
de un problema cuyas consecuencias alcanzan a toda la población mexicana. A la par del incremento 
de los escándalos por corrupción, los esfuerzos por combatirla y los intentos por erradicarla de la 
vida pública nacional han sido redoblados. Los esfuerzos realizados por académicos e integrantes 
de organizaciones de la sociedad civil dieron origen en 2015 a la creación de un Sistema Nacional 
Anticorrupción, cuyas primeras acciones fueron traducidas en la creación de arreglos institucionales 
encaminados a organizar una estrategia anticorrupción en México.

En ese sentido, el presente ensayo busca responder, desde el marco teórico de las políticas públicas, como 
la adecuada definición del problema público y la preservación del núcleo duro de la política anticorrupción 
en todas las etapas del ciclo de políticas, son las piezas claves para que el diseño y la evaluación de la política 
anticorrupción alcance sus objetivos planteados. Este texto está dividido en cinco secciones, adicionales 
a esta introducción. En la primera, se plantea el marco teórico y conceptual desde el que se analizará la 
política pública anticorrupción ofreciendo la adecuada definición de tres conceptos claves para el análisis 
propuesto en este ensayo. La segunda parte está centrada en señalar la corrupción como problema público, 
identificando el núcleo duro que debe contener cualquier política pública anticorrupción, proponiendo 
además la obligación de preservarlo para el éxito de las políticas públicas. La tercera y la cuarta parte están 
centradas en las etapas de diseño y evaluación de una política pública anticorrupción, respectivamente, 
indicando algunas recomendaciones que serán útiles para la política pública anticorrupción. La última de 
las secciones realiza una recopilación del análisis y la discusión del ensayo y ofrece conclusiones. 

1	 La nota puede ser consultada en el siguiente link https://www.elsiglodetorreon.com.mx/noticia/1387898.mexico-primer-
lugar-en-corrupcion-de-latinoamerica.html consultado el 10 de octubre de 2017.
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Los autores del ensayo, sin perder de vista que la corrupción es un wicked problem, con las 
características de dificultad en la definición, multiplicidad de causas, conexiones y actores, inestabilidad, 
falta de claridad en la solución y la aparición de consecuencias imprevistas en cualquier intervención 
(Peters, 2015), intentan con el siguiente texto ofrecer al lector un análisis teórico sobre las causas del 
problema y dar una respuesta que, sin ser una fórmula mágica, pretende ser una contribución a la 
lucha anticorrupción a la que estamos convocados todos los mexicanos. 

Marco teórico

Para poder realizar un análisis adecuado del proceso de políticas públicas que persiguen fines de 
rendición de cuentas, resulta conveniente definir algunos conceptos cuya importancia es fundamental 
para el presente ensayo. Esta sección presenta las conceptualizaciones teóricas de rendición de 
cuentas, de lo que entenderemos por políticas públicas y presenta la metáfora de Giandomenico 
Majone sobre el núcleo duro de las políticas públicas. 

Tal y como recuerdan López y Merino (2009), la búsqueda de una definición aceptable llevó a 
Andreas Schedler a definir el concepto usando tres palabras inglesas (accountability, answerability y 
enforcement), cuya traducción al español resulta complicada, pero que han sido identificadas por el 
autor austriaco como pilares de la rendición de cuentas. Estos pilares son “tres maneras diferentes 
para prevenir y corregir abusos de poder: que obliga al poder a abrirse a la inspección pública 
(accountability); lo fuerza a explicar y justificar sus actos (answerability)¸y lo supedita a la amenaza 
de la sanción (enforcement)” (Schedler, 2008, p. 13).

Cejudo (2009), citando a Philp, propone definir la rendición de cuentas como “una relación entre 
dos actores (A y B) en la que A está formalmente obligado a informar, explicar y justificar su conducta 
ante B respecto de un objetivo (M). En esta relación, B tiene la facultad de examinar la conducta de A 
respecto de (M), y cuenta con instrumentos para vigilarlo e incidir en su comportamiento vía sanciones 
o incentivos”. Este autor, a su vez, siguiendo a Dubnik y Romzek, sugiere distinguir entre la rendición 
de cuentas (como concepto) y los mecanismos de rendición de cuentas (accountability mechanisms), 
definidos por ellos como los medios establecidos para determinar si las responsabilidades delegadas 
han sido desempeñadas de manera satisfactoria.

Cejudo (2005), citando un texto clásico de Guillermo O´Donell, propone distinguir entre rendición 
de cuentas vertical y horizontal. Así, la rendición de cuentas vertical se refiere a los mecanismos que 
“permiten a los ciudadanos dar a conocer sus demandas sociales a los funcionarios públicos (electos 
o no) y denunciar a dichos funcionarios por actos ilegales que pudieran cometer” (p. 49) y la rendición 
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de cuentas horizontal se refiere “a la existencia de agencias estatales que tienen la facultad legal 
y la capacidad de supervisar y sancionar las acciones (y omisiones) de otros actores y agencias del 
Estado” (p. 49). Siguiendo esta lógica, el Sistema Nacional Anticorrupción y las políticas públicas de 
combate a la corrupción se insertan en esta rendición de cuentas horizontal. 

La segunda conceptualización de esta sección corresponde a lo que entendemos por políticas 
públicas. Este concepto surge en 1951, cuando Harold Laswell, con su célebre artículo “La orientación 
hacia las políticas” delimitó el estudio, afirmando que las ciencias de las políticas son “el conjunto 
de disciplinas que se ocupan de explicar los procesos de elaboración y ejecución de las políticas, y 
se encargan de localizar datos y elaborar interpretaciones relevantes para los problemas de políticas 
de un periodo determinado” (Laswell, 1951).

Una de las definiciones de este concepto la propone Luis F. Aguilar (2010), quien introdujo en 
México la ciencia de las políticas públicas, cuando afirma que por políticas públicas se entiende un 
conjunto de acciones intencionales y causales. Son acciones intencionales, por cuanto se orientan 
a realizar objetivos considerados de valor para la sociedad o a resolver problemas cuya solución se 
considera de interés o beneficio público, y son acciones causales, por considerarse idóneas y eficaces 
para realizar el objetivo o resolver el problema. Así, la definición de política pública presupone la 
existencia de un problema público y de una lógica causal encaminada a resolverlo. 

Merino (2013) propone realizar un análisis del ciclo de las políticas públicas, planteando un proceso 
que comprende cuatro momentos: la selección del problema, el diseño de la política, la implementación 
y la evaluación. Estas etapas no son necesariamente consecuentes, sino que incluso pueden ser 
simultáneas. Para el autor, la definición del problema implica identificar las causas que dieron origen 
al problema planteado y la selección de las vías de acción que resultan factibles para solucionarlo 
sobre la base de una evaluación objetiva de los medios que pueden emplearse y de los resultados que 
pueden lograrse. El diseño de la política pública consiste en la construcción de una argumentación 
clara sobre los propósitos que busca su puesta en marcha, así como el análisis de las restricciones que 
habrán de ser enfrentadas en el camino. Siguiendo con la propuesta de este autor, la política pública 
no es una acción fragmentada o aislada, coyuntural, sino una propuesta de acción integral y de largo 
plazo. De este modo, tras la selección de problemas, el desafío es definirlos desde sus causas y en el 
sentido que quieren modificarse las situaciones que los han generado, y asumir esas definiciones con 
todas sus consecuencias. Este será el marco teórico que guíe el análisis que propone este ensayo. Tras 
identificar a la corrupción como uno de los problemas públicos que más afectan a los mexicanos, este 
texto habrá de definir el problema público desde sus causas a efecto de modificar las situaciones que 
la han generado mediante el diseño y la evaluación de una política pública anticorrupción. 
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Para finalizar esta sección, es conveniente introducir la metáfora propuesta por Giandomenico 
Majone. Este autor, estableciendo una analogía entre los programas de investigación científica y 
las políticas públicas, sugiere la existencia de un núcleo duro en el que se encuentran contenidas 
las convicciones firmes derivadas como consecuencia de la definición del problema público que 
se pretende atender, así como un cinturón de protección, en el que se comprenden las reglas, los 
procedimientos, los recursos materiales y humanos para desarrollar la política pública, las decisiones 
y todo lo necesario para que las políticas públicas puedan llevarse a cabo (Merino, 2009). Extendiendo 
la metáfora, el núcleo duro equivale al corazón de la política pública, comprende el centro de su 
existencia e irriga los elementos vitales necesarios para mantenerla. Definir con claridad cuál es el 
núcleo duro que subyace a toda política pública que se pretenda implementar resulta determinante 
para que el diseño, la implementación y la evaluación de las políticas públicas alcancen los objetivos 
que se han planteado. Este trabajo, una vez mencionadas las causas que originan el problema público 
de la corrupción en México, propondrá un núcleo duro para las políticas públicas anticorrupción.

La corrupción como problema público

Los datos obtenidos en los últimos años hacen evidente la gravedad de la corrupción como 
uno de los principales problemas públicos que enfrenta México. Si bien la corrupción no puede ser 
medida en términos de indicadores precisos, numerosos estudios han sido realizados para medir 
la percepción ciudadana respecto de este problema, así como sus efectos y consecuencias sobre la 
población. La Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental (ENCIG) realizada en 2015 por 
el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) reveló que, a nivel nacional, aproximadamente 
el 13% de la población que tuvo contacto con algún servidor público experimentó al menos un acto 
de corrupción. Asimismo, de estos actos de corrupción, el 55.2% de los actos de corrupción fue de 
actos relacionados con autoridades de seguridad pública.

Transparencia Internacional, para el año 2016, colocó a México en el lugar 123 de un listado de 176 
países de acuerdo con el Índice Internacional de Percepción de la Corrupción (IPC). La puntuación del 
IPC correspondiente a cada país es un indicador del grado de corrupción en el sector público según 
la percepción de empresarios y analistas del país, donde 100 puntos corresponden a una percepción 
de ausencia de corrupción y la calificación de 0 corresponde a la percepción de muy corrupto. La 
calificación de México se situó en los 30 puntos.

La percepción de la corrupción también trasciende a los ciudadanos. En 2013, datos de Transparencia 
Mexicana revelaban que el 72% de los mexicanos creían que las acciones que realiza el Gobierno 
Mexicano para combatir la corrupción eran inefectivas. En ese mismo año, el 87% de los ciudadanos 
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mexicanos manifestaron que estarían dispuestos a denunciar actos de corrupción, sin embargo, 
manifestaron su preocupación por la falta de mecanismos accesibles para denunciar la corrupción, su 
percepción de que la denuncia ciudadana no haría alguna diferencia en el combate a la corrupción 
y la consideración de la denuncia como una pérdida de tiempo. En ese mismo año, y de acuerdo 
con los datos del Informe del Barómetro Global de la Corrupción, las instituciones señaladas con una 
mayor percepción de corrupción en México fueron los partidos políticos y la policía.

Los datos más recientes, del año 2016, de acuerdo con el Informe de Latinobarómetro muestran la 
gran preocupación de los ciudadanos por la corrupción en el país. Para este año, el tema ocupa el tercer 
lugar en la agenda como uno de los principales problemas públicos. Además, aproximadamente una 
cuarta parte de la población (el 24%) de los ciudadanos admitió que ellos mismos o algún integrante 
de sus familias tuvieron conocimiento de algún acto de corrupción en los últimos doce meses.

Los datos anteriormente presentados confirman la tesis que define los problemas públicos como 
construcciones sociales, como hechos culturales que obedecen a una estructura cognoscitiva y moral 
(Meny y Thoening, 1992). Meny y Thoening afirman, por una parte, la existencia de creencias en una 
sociedad sobre las situaciones y los acontecimientos que dan nacimiento a un problema y, por otra 
parte, la transformación del aspecto moral en juicios que definen los hechos como insoportables 
e inmorales y, por consiguiente, la imperiosa necesidad de generar acciones de cambio (Meny y 
Thoening, 1992). Para los autores, la combinación del conocimiento y los juicios morales son la 
génesis para que un fenómeno se transforme en problema y sea socialmente asumido. Desde esta 
perspectiva, el problema público también engloba consideraciones éticas sobre lo que la mayoría 
de las personas consideran como inmoral.

Como el marco teórico de este ensayo señaló, la definición del problema implica identificar 
las causas que dieron origen al problema planteado. La corrupción en México es un problema 
público que responde a una multiplicidad causal. Los autores de este ensayo proponen de manera 
enunciativa, más no limitativa, a efectos de identificar cuál debe ser el núcleo duro de una política 
pública anticorrupción, las siguientes causas:

1.	 La identidad cultural e histórica de los mexicanos;
2.	 La desconfianza ciudadana en la actividad política y gubernamental;
3.	 La debilidad institucional;
4.	 La inexistencia de un sistema de traslape de vigilancia institucional; y,
5.	 La impunidad sobre los actos de corrupción.
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La primera de las causas enunciadas está insertada en las condiciones socioculturales que vivimos 
los mexicanos. La apropiación de frases coloquiales como las que rezan “el que no tranza no avanza” 
o “no importa que robe, pero que salpique” en el ideario colectivo de los mexicanos han generado 
que la corrupción sea uno de los fenómenos más asimilados por la mayoría de la población, incluso 
otorgándole, lamentablemente, la característica de normalidad. Además de esto, las consideraciones 
históricas hacen referencia a la vida política mexicana durante la mayor parte del siglo XX. Desde el 
triunfo de la revolución maderista y del constitucionalismo carrancista, el país estuvo bajo el mando de 
“caudillos” de la revolución que poseían atribuciones metaconstitucionales y cuyo ejercicio del poder 
no se encontraba sometido a ninguna especie de control o vigilancia. El autoritarismo hegemónico 
en el gobierno mexicano generó la percepción de que las instituciones del Estado eran intocables y 
sus decisiones deberían ser incuestionables.

La segunda causa consiste en la desconfianza ciudadana en la actividad que realizan los políticos y 
los gobernantes. Los datos de la última Encuesta Nacional sobre Cultura Política y Prácticas Ciudadanas 
2012 (ENCUP 2012) realizada por la Secretaría de Gobernación, revelaron que el 65% de los ciudadanos 
mexicanos declararon tener poco interés en la política. Los datos revelan situaciones de mayor 
gravedad cuando señalan que 8 de cada 10 ciudadanos está de acuerdo o muy de acuerdo en que 
el ejercicio del voto es el único mecanismo con el que cuentan para decir si el gobierno hace bien 
o mal las cosas, lo cual deja de lado cualquier otro mecanismo de control o de vigilancia ciudadana. 
Además 4 de cada 10 ciudadanos piensan que en el futuro tendrán menos posibilidades de influir en 
las decisiones del gobierno. Esta apatía mayoritaria presente en la población es una de las causas que 
influyen en que los servidores públicos realicen actividades ilegales con recursos públicos, toda vez 
que existe un desinterés general de la mayoría de la población en las actividades que ellos realizan.

La tercera causa consiste en la debilidad institucional que comprende a las instituciones formales 
mexicanas. Aunque se asume que quienes escriben las reglas tendrían la voluntad y la capacidad 
para hacerlas cumplir, las instituciones son débiles desde su origen, ya sea por la falta de interés o 
de capacidad de los actores que las crearon para cumplirlas o hacerlas cumplir (Levitsky y Murillo, 
2009). La debilidad de las instituciones es un problema que puede encontrar su origen tanto en la 
limitada capacidad del Estado para supervisar o sancionar como en la desigualdad. Donde existen 
agencias públicas y funcionarios débiles o ausentes, los incentivos de los actores para cumplir con las 
reglas oficiales también serán débiles (Levitsky y Murillo, 2009). Si a este factor le sumamos los altos 
niveles de desigualdad social, económica o religiosa que crean condiciones bajo las cuales es menos 
probable que se apliquen ciertas reglas, la debilidad institucional resulta más evidente. La debilidad 
institucional en el contexto mexicano puede traducirse en la inexistencia de un servicio civil de carrera 
que comprenda al mayor número de burócratas, en el incumplimiento de las funciones que les han 
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sido asignadas por un considerable número de servidores públicos o, incluso, en la cooptación de 
los órganos de seguridad del Estado por grupos del narcotráfico o del crimen organizado.

La cuarta de las causas enunciadas está estrictamente ligada con la anterior. La inexistencia de un 
sistema de traslape de vigilancia institucional consiste en la falta de arreglos institucionales que se 
traduzcan en una adecuada vigilancia de la actividad gubernamental. En la Administración Pública 
Federal, la vigilancia de las acciones del sector público recae en la Secretaría de la Función Pública 
(SFP). Sin embargo, en las dependencias del Gobierno Federal existen órganos internos de control 
(OIC) encargados de prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas. Los OIC, de 
acuerdo con la información de la SFP, tienen la tarea de ejecutar el sistema de control y evaluación 
gubernamental, es decir, controlar que los procesos y procedimientos que realizan los servidores 
públicos en las dependencias y entidades federales estén apegados a la legalidad y que coadyuven a 
los objetivos sustantivos de estas instituciones y, en caso de no ser así, son quienes poseen la autoridad 
para atender, tramitar y resolver las quejas o denuncias ciudadanas contra presuntas irregularidades 
administrativas cometidas por los servidores públicos, imponiendo las sanciones correspondientes. 
Sin embargo, los OIC se han convertido en oficinas que se limitan a verificar el cumplimiento de 
políticas, procedimientos y manuales, sin sancionar de manera ejemplar a servidores públicos que 
hubieren cometido irregularidades. 

La última de las causas enunciadas corresponde a la impunidad presente en el sistema mexicano. 
Muchos de los servidores públicos que han cometido delitos con recursos públicos siguen sin recibir 
una sanción de tipo penal por el delito cometido. Para ilustrar esta situación con un ejemplo, es 
conveniente señalar que, en México, de 2000 a 2013, han sido acusados 42 gobernadores de las 
entidades federativas por escándalos de corrupción, de éstos, solo en 17 casos la autoridad ha 
realizado investigaciones mientras que únicamente 5 gobernadores han sido detenidos (Montes, 
2015 citado en Cásar, 2016). Si realizáramos una comparación con la situación estadounidense, en 
el mismo periodo han sido acusados 9 gobernadores, de los cuales, todos han sido investigados y 
detenidos por casos de corrupción (Montes, 2015 citado en Cásar, 2016). Otro ejemplo para ilustrar 
la situación de impunidad lo otorga el número de solicitudes de declaración de procedencia en la 
Cámara de Diputados. Entre el 1º de septiembre de 2003 y el 15 de julio de 2016 se presentaron 44 
solicitudes de declaración de procedencia, de las cuales, solamente cuatro llegaron a término (Ibid.). 
Estos son solo un par de ejemplos que dan muestra de la falta de castigo a los delitos con recursos 
públicos. Los servidores públicos cometen este tipo de delitos, toda vez que la posibilidad de ser 
castigado con una sanción penal es realmente mínima.
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Una vez identificadas algunas de las causas que originan el problema público, el siguiente paso 
consiste en seleccionar las vías de acción que resultan factibles para solucionarlo. Antes de dar el 
siguiente paso, la metáfora majoniana habrá de guiarnos previo a la elección entre alternativas de 
acción. Es preciso en este momento del análisis definir, con base en la causalidad presentada, el 
núcleo duro de la política pública anticorrupción. En este núcleo duro se concentrarán los valores 
que deberán ser preservados durante todo el proceso de política pública que sucede a la definición 
del problema.

Con base en lo anteriormente presentado, este ensayo propone que el núcleo duro de la política 
pública anticorrupción deberá consistir en la modificación del ideario de los mexicanos sobre la 
corrupción, promoviendo la utilización de los mecanismos de rendición de cuentas verticales y 
horizontales, encaminando los instrumentos de la política pública al fortalecimiento de las instituciones 
del Estado y a la sanción efectiva y ejemplar de los delitos de corrupción que cometen los servidores 
públicos. La importancia de mantener invariable el núcleo duro de la política anticorrupción resulta 
fundamental durante los procesos de diseño y evaluación de la política pública, pues, la política pública 
exitosa es aquella que permite identificar con claridad las convicciones valorativas que le dan origen. 

La estabilidad de los valores contenidos en lo que Majone denomina núcleo duro es la piedra 
angular de la consecución satisfactoria de los objetivos primarios de la política pública. La permanencia 
del núcleo duro debe estar garantizada en todos los momentos del proceso de políticas públicas, una 
vez definido el problema público. El diseño, la implementación y la evaluación deben desarrollarse 
sin perder de vista en ningún momento el núcleo duro de la política descrito al definir el problema.

La importancia de no separarse del núcleo duro en los procesos de diseño y evaluación de la 
política pública reduce el riesgo de obtener resultados no deseados durante la implementación y 
constituye una alternativa heurística para superar los problemas derivados de la multiplicidad de los 
actores intervinientes. A su vez y, como será explicado en las secciones posteriores, la evaluación 
de políticas públicas que se enmarca en un núcleo duro correctamente definido y estable, permite 
detectar las áreas en donde se puede mejorar la política pública e indicar cuál es la dirección que 
debe seguirse en caso de que la política deba ser rediseñada. 

En la figura 1 que sucede a este párrafo se encuentra contenida la lógica causal del problema público 
de la corrupción, que lleva la definición del núcleo duro de la política pública, cuya implementación 
permitirá alcanzar la situación deseable. Los principales objetivos de la política pública son: disminuir 
los índices de percepción de la corrupción, fortalecer las instituciones y aumentar la confianza y 
participación ciudadana.
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El diseño de una política pública anticorrupción

El diseño de la política pública es definido como el proceso para generar una solución ante un 
problema público. Howlett y Lejano (2013), establecen que el propósito del diseño de las políticas es 
mejorar los resultados de las políticas a través del uso de conocimientos relevantes en la formulación 
de alternativas de solución a problemas públicos (Howlett y Lejano, 2013). De esta manera, y, toda 
vez que la política anticorrupción en nuestro país está insertada en el marco de las siete leyes que 
conforman el SNA, la importancia del diseño de políticas públicas radica en la racionalización de 
las acciones y la toma de decisiones que guiarán la solución del problema público ya definido, con 
el fin de preservar en todo momento el núcleo duro de la política anticorrupción en nuestro país.

Ante cualquier problema público pueden existir múltiples soluciones. Sin embargo, no todas las 
alternativas pueden llevarse a cabo dadas las condiciones del entorno, las restricciones y su factibilidad. 
En este sentido, la mejor solución a un problema público será aquella que sea factible económica, 
política y socialmente (Majone, 1997).  En este sentido, el propósito de esta sección es realizar un 
análisis sobre el diseño de la política pública que deberá llevar a cabo el Comité Coordinador del SNA, 

Diagnóstico
(Corrupción)

Causas

a) Identidad cultural e histórica de los 
      mexicanos
b) Desconfianza ciudadana en la activivdad 
     política y gubernamental
c) Debilidad institucional
d) Inexistencia de un Sistema de traslape de 
    vigilancia institucional
e) Impunidad sobre actos anticorrupción 

Corrupción

Núcleo duro de la política 
anticorrupción

Modificación del ideario de los 
mexicanos sobre la corrupción, 
promoviendo la utilización de los 
mecanismos de rendición de 
cuentas verticales y horizontales, 
encaminando los instrumentos de la 
política pública al fortalecimiento de 
las instituciones del Estado y a la 
sanción efectiva y ejemplar de los 
delitos de corrupción que cometen 
los servidores públicos.

*Disminución de los índices de 
  percepción de corrupción
*Instituciones sólidas
*Confianza y participación ciudadana 
  activa

Figura1: Lógica causal del problema público

Fuente: Elaboración propia
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así como emitir algunas propuestas que pueden ser tomadas en consideración durante el diseño 
de dichas políticas.

Derivado del hartazgo de los ciudadanos por los múltiples casos de corrupción en nuestro país y 
gracias al empuje de organizaciones de la sociedad civil, el 27 de mayo de 2015 fue publicada en el 
Diario Oficial de la Federación (DOF) la reforma constitucional que dio origen al SNA. La implementación 
de esta reforma traía como requisito imprescindible la aprobación, modificación y publicación de 
diversas leyes secundarias, las cuales, finalmente, fueron publicadas en el DOF el 18 de julio de 2016. 
Las leyes que constituyen el SNA son: i) la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción; ii) la 
Ley General de Responsabilidades Administrativas; iii) la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, iv) la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación; v) la Ley Orgánica 
de la Procuraduría General de la República; vi) el Código Penal Federal; y, vii) la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal.

Los artículos 8 y 9 de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción establecen que el Comité 
Coordinador es el ente encargado del diseño, promoción y evaluación de las políticas públicas 
anticorrupción. Este ente está conformado por el presidente del Comité de Participación Ciudadana, 
el titular de la Auditoría Superior de la Federación, el titular de la Fiscalía Especializada de Combate 
a la Corrupción, el titular de la Secretaría de la Función Pública, un representante del Consejo de la 
Judicatura Federal, el presidente del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales, y el presidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

Siempre con el objetivo de mantener la estabilidad del núcleo duro de la política anticorrupción 
definido en este texto, los autores proponen tres estrategias que deberán considerarse durante el diseño 
de políticas públicas. Aunque los valores que dan origen a la política pública pueden transformarse 
en un listado interminable de acciones específicas, estas acciones deben comprender estas tres 
características: deberán ser mecanismos de rendición de cuentas tanto horizontales como verticales, 
deberán tomar en cuenta la incertidumbre organizacional inherente a los nodos decisionales, y, 
deberán prever la innovación y el uso de herramientas tecnológicas como instrumento de generación 
de redes de colaboración entre los actores.

	 Mecanismos de rendición de cuentas horizontal y vertical

Dado que la corrupción en nuestro país está categorizada como un wicked problem, los mecanismos 
para combatirla tienen que ser de carácter integral. No basta con diseñar instituciones encargadas de 
vigilar y castigar a los funcionarios involucrados en actos de corrupción, sino que también es necesario 
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dotar a los ciudadanos de instrumentos para denunciar actos de corrupción y para involucrarse en 
el proceso de toma de decisiones respecto a sus demandas y necesidades. En este sentido, los 
autores de este ensayo identifican la creación del SNA como un mecanismo de rendición de cuentas 
horizontal, debido a que éste es el conjunto de agencias encargado de coordinar procedimientos 
y políticas entre autoridades de los tres órdenes de gobierno para la detención y sanción de actos 
de corrupción, es decir, el SNA es el conjunto de órganos de vigilancia y sanción entre autoridades 
gubernamentales. No obstante, la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción también señala 
que el Comité Coordinador deberá llevar a cabo políticas públicas para el combate de la corrupción.

Bajo esta perspectiva, este texto considera que el Comité podrá diseñar, promover y evaluar 
políticas anticorrupción con la creación de mecanismos de rendición de cuentas vertical, en los que 
los esfuerzos de combate a la corrupción se conviertan en esfuerzos en sentido bidireccional entre 
ciudadanos y autoridades.

La corrupción no es un fenómeno presente exclusivamente al interior de las instituciones 
gubernamentales, sino que es un problema que ha permeado entre la ciudadanía, principalmente, 
mediante el pago de sobornos y dadivas a funcionarios. Por ello, para mantener el núcleo duro de la 
política es necesario que el diseño contribuya a inhibir la probabilidad de los ciudadanos de participar 
en actos de corrupción. Este objetivo puede lograrse mediante la educación y concientización de la 
población sobre la gravedad del problema, mediante el fortalecimiento de la cultura de la participación 
ciudadana y mediante la promoción de la educación cívica. De esta manera, el diseño del SNA, que 
consiste en una tarea técnica y racional para emitir soluciones ante problemas públicos y conjuntar 
mecanismos de rendición de cuentas horizontales de vigilancia y sanción entre instituciones, sumado 
a la creación de mecanismos de rendición de cuentas verticales que doten de herramientas a los 
ciudadanos para denunciar, para aumentar su participación en la vida pública y, para intervenir en la 
solución de problemas públicos, constituye un esfuerzo catalizador entre actores de distintos ámbitos 
que intentan alcanzar una misma meta: un México menos corrupto, más incluyente y más democrático.

	 Incertidumbre organizacional y corrupción 

Si bien es imposible que todas las reglas e instituciones sean perfectas, Schedler propone que “la 
rendición de cuentas entra a los espacios de libertad que las reglas inevitablemente dejan abiertos” 
(Schedler, 2008, p. 26). Estos espacios que las reglas dejan abiertos son una ventana de oportunidad 
para negociar con la regla y hacer uso de la discrecionalidad, lo que desencadena los actos de 
corrupción. Sin embargo, también es cierto que es imposible que las reglas y normas prevean todos 
los comportamientos humanos. En este sentido, la idea no es seguir aumentando el marco normativo 
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que, consecuentemente, engrosa el aparato burocrático y hace ineficientes los procesos administrativos, 
sino tomar en cuenta en el diseño de políticas públicas la incertidumbre que, inevitablemente, no 
pueden capturar las reglas; explicar los procedimientos administrativos de manera clara; simplificar 
los procesos de denuncia de actos de corrupción; y, otorgar castigos severos a los individuos que 
participen en actos de corrupción.

Asimismo, Arellano et al, señalan que
Si los mecanismos de castigo y control son las principales herramientas que una Agencia Anticorrupción 

ejerce, sin atender los nexos, estrategias y percepción banalizada de complicidad corrupta, es muy pro-

bable que su función quede cooptada o que no sea capaz de detectar actos de corrupción, dado que 

los actores de un contexto de corrupción sistémica no son reactivos. Por el contrario, son estratégicos, 

cambian, se adaptan son resistentes (Arellano, et al, 2015, p. 84).

En parte, el éxito de las políticas anticorrupción dependerá de que los funcionarios públicos realicen 
las actividades que se espera que realicen, del uso trasparente ante la incertidumbre de las reglas no 
claras y de la actitud de quienes implementarán las políticas anticorrupción. Por tanto, es necesario 
considerar estos elementos a la hora de diseñar políticas públicas anticorrupción. Asimismo, no basta 
que los sujetos obligados cumplan con entregar la famosa declaración “3 de 3” si no se diseñan 
políticas públicas encaminadas a realizar una persecución efectiva de actos de corrupción, romper lazos 
y relaciones opacas de poder, sanciones a ciudadanos que también fomenten o participen de actos 
de corrupción después de haber sido concientizados de la gravedad e implicaciones del problema.

En ese orden de ideas, la importancia de tomar en cuenta la discrecionalidad y la incertidumbre 
presente en las instituciones y organizaciones gubernamentales para el diseño de políticas públicas 
radica en que el diseño será origen y destino de todos los esfuerzos que se realicen para combatir 
la corrupción. El diseño de la política pública, en congruencia con el núcleo duro, deberá fomentar 
la certidumbre, para ello, será necesario que las instituciones sean confiables y congruentes a través 
del tiempo con los fines para los cuales fueron creadas.

	 Innovación y uso de herramientas tecnológicas para el combate  
        contra la corrupción

En la actualidad, los cambios e innovaciones tecnológicas han estado presentes en casi todos los 
ámbitos de la vida de las personas. Las políticas públicas no son la excepción, pues, en los últimos 
años la tecnología ha sido utilizada para hacer más eficientes los procesos administrativos, así como 
agilizar trámites para los ciudadanos. En este sentido, el SNA en su Ley General contempla la creación 
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de la Plataforma Digital Nacional la cual contendrá sistemas electrónicos para las declaraciones 
patrimoniales, de intereses y fiscales de los servidores públicos. Asimismo, como parte del diseño de 
políticas públicas anticorrupción, el Comité Coordinador deberá diseñar herramientas tecnológicas para 
facilitar la consulta y acceso de los ciudadanos a información y seguimiento de actos de corrupción, 
de manera análoga a la creación del sistema de denuncias públicas ante faltas administrativas y actos 
de corrupción, ya previsto en la ley.	

Para lo anterior, es importante fomentar la participación y compromiso de los ciudadanos con 
el uso y promoción de herramientas tecnológicas que faciliten su participación, para que, de esta 
manera, los ciudadanos puedan cooperar para disminuir los índices de percepción de la corrupción. 
Asimismo, y, como parte de la inclusión de los ciudadanos en la toma de decisiones, los autores 
sugieren que en la Plataforma Nacional Digital sea incluida una sección para propuestas ciudadanas 
para solucionar problemas específicos de corrupción que ellos percaten en su entorno. Por último, 
los autores proponen que las recomendaciones que emita el SNA sean vinculantes y tengan efectos 
sobre los casos analizados con el fin de evitar que los actos de corrupción queden impunes.

La evaluación de una política pública anticorrupción

Uno de los principales y más importantes propósitos a los que sirve la evaluación de políticas 
públicas es el control (Majone, 1997). Para controlar cualquier actividad u organización se vuelve 
imprescindible vigilar la actuación de sus miembros. A su vez, las consecuencias que se derivan de 
la evaluación tienen consecuencias en los individuos y en las organizaciones, pues, los actores que 
intervienen en las políticas públicas tenderán a cambiar sus comportamientos en aquellos aspectos 
donde desean ser mejor evaluados. Así, el control (como evaluación) de una política que persigue 
como uno de sus objetivos el control de la función pública cobra la mayor relevancia en este punto 
del ciclo de políticas.

Siguiendo al autor italiano, la evaluación “consiste en comparar las metas u objetivos con los 
resultados” (Majone, 1997). Sin embargo, como propone Merino, antes de evaluar es necesario saber 
sobre qué estamos hablando al momento de evaluar (Merino, 2011). Así, el ejercicio de comparación 
exige de los evaluadores un verdadero conocimiento de las metas y objetivos primarios planteados por 
la política pública. Empero, este conocimiento implica ir más allá de las metas y conocer las valoraciones 
y convicciones firmes que originaron la política pública. Una evaluación de políticas públicas estará 
cumpliendo uno de sus más importantes propósitos cuando verifique el logro de los objetivos concentrados 
en su núcleo duro. La inestabilidad del núcleo duro, o la ausencia de éste, entregaría una evaluación 
equivocada de los resultados obtenidos por la política pública. Bajo esta lógica, la evaluación de la 
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política pública anticorrupción debe verificar cómo se han modificado los pensamientos e ideas de los 
mexicanos, cuánto se han fortalecido las instituciones del Estado y en qué medida se han incrementado 
los castigos a los servidores públicos que han cometido actos de corrupción.

La importancia del núcleo duro y de su consecuente estabilidad cobra importancia cuando se habla 
de los resultados del proceso de evaluación. Los resultados de la evaluación deben ser utilizados para 
diagnosticar las áreas de oportunidad donde la política pública debe ser mejorada. Un proceso de 
evaluación con resultados certeros permite a los diseñadores de la política pública establecer cuáles 
serán los pasos a seguir en el rediseño de la política pública cuando ésta no ha cumplido con sus 
objetivos. Un proceso de evaluación que otorga resultados incorrectos como consecuencia de la falta 
de estabilidad del núcleo duro de la política pública redundará en un mal proceso de rediseño de la 
política pública que, seguramente, estará muy alejada de sus metas y objetivos iniciales.

Los instrumentos para medir los resultados de la implementación de una política pública 
anticorrupción pueden ser numerosos. Los índices de percepción de la corrupción propuestos por 
los organismos internaciones constituyen una herramienta valiosa para conocer si los resultados de la 
política han sido satisfactorios. A estos indicadores pueden añadirse indicadores sobre el incremento 
de la participación ciudadana en la vida política o sobre el incremento de la denuncia ciudadana. Sin 
embargo, la adecuada evaluación de una política pública implica ir más allá de incrementar puntajes 
en determinados indicadores.

En esta sección, los autores del ensayo recomiendan al Comité Coordinador evaluar la política 
pública anticorrupción, proponiendo estrategias que contrasten si los resultados alcanzados coinciden 
con los contenidos valorativos del núcleo duro de la política, como ya ha sido planteado, pero, además 
teniendo en consideración tres premisas que son básicas en este momento del ciclo de políticas. La 
primera afirma que los resultados de las evaluaciones de la política pública anticorrupción deberán ser 
públicos y conocidos por toda la población. La segunda establece que una política pública nunca puede 
ser considerada como un éxito o fracaso total. La tercera propone el uso de las nuevas tecnologías 
para realizar la evaluación y, por consiguiente, generar mecanismos de rendición de cuentas social.

	 Publicidad de los resultados de la evaluación

Acorde con la propia definición de lo que es una política pública, los resultados obtenidos de la 
implementación de una política deben ser públicos y susceptibles de ser evaluados. La publicidad de 
los resultados debe a su vez cumplir con los tres criterios de publicidad propuestos por Rabotnikof: 
los resultados de las políticas públicas deben ser de todos, deben ser abiertos y deben ser visibles 
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(Rabotnikof, 2005). Ocultar los resultados obtenidos de la política pública anticorrupción con el fin 
de evitar o manipular los resultados de una evaluación posterior contribuye a aumentar la corrupción 
que enloda a las agencias gubernamentales del país, en lugar del objetivo esencial de combatirla y 
erradicarla.

Además de obtener nuevos conocimientos y contribuir a la mejora de las capacidades gubernamentales, 
la evaluación de políticas públicas persigue como propósito exigir la rendición de cuentas, efectuando 
estudios que midan la efectividad o la eficiencia de políticas o programas, identificando a los actores 
responsables de los éxitos o de los fracasos y planteando las opciones para mejorar o corregir las 
políticas públicas (Chelimsky, 2006). Así, si la rendición de cuentas se encuentra, pues, aparejada 
al proceso mismo de evaluación de cualquier política pública, con mayor razón, la evaluación de 
la política anticorrupción nunca deberá desviarse de los objetivos primigenios de transparencia y 
rendición de cuentas.

	 Éxito o fracaso de la política anticorrupción

Allan McConnell en su libro Understanding Policy Success propone una definición pragmática y 
realista para el éxito de las políticas públicas. Para el autor,

Una política es exitosa, en cuanto alcanza las metas que fueron propuestas. Sin embargo, sólo aquellos 

que apoyaron las metas originales son susceptibles de percibir, con satisfacción, un resultado del éxito 

de la política. Los oponentes son susceptibles al fracaso, independientemente de los resultados, porque 

ellos no apoyaron los objetivos originales (McConnell, 2010, p. 39)

Así, la definición permite concluir que existen dos caras de la misma moneda, el éxito o fracaso 
de una política pública deviene del juicio valorativo realizado por quienes están a favor o quienes 
están en contra de la alternativa de acción seleccionada para resolver el problema, por lo que no 
debe perderse de vista que no existen políticas públicas enteramente buenas o enteramente malas. 
McConnell, en su obra, menciona que existen tres dimensiones desde las cuales el éxito de una política 
puede ser analizado: el proceso, el programa y el éxito político de la política pública (McConnell, 2010).

Desde esta perspectiva, los resultados obtenidos por la implementación del SNA y de las 
políticas públicas en él insertadas deben ser tratados con sumo cuidado en su interpretación. Ni 
los implementadores podrán echar campanas al vuelo, anunciando el éxito rotundo de la política 
anticorrupción, ni sus detractores podrán asegurar el fracaso total de la misma por mera percepción 
ideológica. Así, los autores proponen revisar con detenimiento y, con base en criterios objetivos 
previamente establecidos, si los resultados se ajustan al contenido del núcleo duro de la política.
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	 Las nuevas tecnologías en la evaluación de la política  
        anticorrupción

Una de las herramientas más útiles para la evaluación de las políticas públicas la constituye el reciente 
y veloz desarrollo de las nuevas tecnologías de la información y las comunicaciones. El uso de las nuevas 
tecnologías mejora el acceso a la información pública. La rendición de cuentas social, de acuerdo con 
Sharma, puede ser creada o mejorada usando una plataforma basada en las tecnologías de la información y 
comunicación (Sharma, 2012). Estos procedimientos novedosos aseguran la participación de los ciudadanos 
en el espacio público, contribuyendo a reducir, además, los índices de corrupción gubernamental.

Tal y como fue analizado en la etapa de diseño, en esta etapa también es preciso hacer uso de 
los avances tecnológicos para evaluar la política pública anticorrupción. De manera análoga a la 
inclusión de propuestas ciudadanas en la plataforma digital del SNA, los autores recomiendan que las 
evaluaciones realizadas a la política anticorrupción se integren también en la mencionada plataforma, 
dando así a los ciudadanos una herramienta que constituye un mecanismo de cuentas vertical, que 
incrementa su participación política y contribuye a disminuir la percepción de la corrupción. 

Conclusiones

Este ensayo ha ofrecido a lo largo del texto un análisis que identifica a la corrupción como uno 
de los principales problemas públicos de nuestro país. Los datos presentados revelan la gravedad del 
problema y son a la vez un llamado para centrar la atención en el diseño y la evaluación de políticas 
públicas que desarrollen acciones que la disminuyan y la erradiquen. Como el texto ha identificado 
con claridad, las causas de un problema tan complejo como es la corrupción son múltiples y han sido 
agrupadas en cinco: la identidad histórica y cultural de los mexicanos, la desconfianza ciudadana 
en la actividad política y gubernamental; la debilidad institucional; la inexistencia de un sistema de 
traslape de vigilancia institucional; y, la impunidad sobre los actos de corrupción.

Una vez explicadas las causas del problema público los autores pueden concluir que el núcleo duro 
que deberá estar presente en una política pública anticorrupción deberá consistir en la modificación 
del ideario de los mexicanos sobre la corrupción, promoviendo la utilización de los mecanismos de 
rendición de cuentas verticales y horizontales, encaminando los instrumentos de la política pública 
al fortalecimiento de las instituciones del Estado y a la sanción efectiva y ejemplar de los delitos 
de corrupción que cometen los servidores públicos. Este es el conjunto de valores y principios que 
deberán ser preservados durante todo el proceso del ciclo de políticas públicas. Las acciones que 
implementen los tomadores de decisiones pueden ser realizadas de diversas formas, pero nunca 
deberán desviarse del contenido del núcleo duro de la política pública.
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Durante la etapa del diseño de las políticas públicas, la preservación del núcleo duro contribuye al 
éxito de la política pública. Así, los autores de este texto concluyen que las acciones que se diseñen 
en el marco de una política pública anticorrupción sean verdaderos mecanismos de rendición de 
cuentas tanto horizontales como verticales, que tomen en cuenta la incertidumbre organizacional y 
utilicen las nuevas tecnologías para cumplir el objetivo de combate a la corrupción.

La importancia de mantener los valores contenidos en el núcleo duro permitirá identificar con 
mayor precisión si la política ha sido coherente con lo que pretende. Otra de las razones importantes 
de la preservación y la identificación precisa del núcleo duro de la política pública está establecida en 
las consecuencias esperadas del proceso de evaluación. Si la propia evaluación de políticas públicas 
se realiza con fines de transparencia y rendición de cuentas, con mayor razón, la evaluación de una 
política anticorrupción nunca deberá separarse de los objetivos primigenios que le dieron vida.

El combate a la corrupción es tarea cotidiana de todos los ciudadanos y debe traducirse en un 
llamado incesante a los diseñadores de políticas públicas a contener en el núcleo duro de las políticas 
públicas que serán implementadas los valores éticos que se subyacen en los principios de transparencia 
y rendición de cuentas. Los diseñadores y evaluadores de la política pública anticorrupción tienen 
ante sí uno de los mayores retos en la historia de la ciencia de las políticas. Diseñar políticas sin 
realizar un análisis adecuado del problema o evaluarlas sin contrastar con los objetivos originarios 
solo ocasionará que la política anticorrupción se aleje de las metas que se ha propuesto alcanzar.
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Introducción

El objetivo de este trabajo es ponderar las facultades del Poder Legislativo en materia de control 
parlamentario y revisar su potestad para diseñar o rediseñar políticas públicas, en el contexto 
del surgimiento del Sistema Nacional Anticorrupción (SNA). Se trata de facultades hasta ahora 
insuficientemente atendidas por los actores políticos --ni siquiera por los propios integrantes del 
Congreso-- y poco analizadas por la literatura en materia de ciencia política y derecho. Esta flaqueza 
responde a una idea tradicional del concepto de separación de poderes la cual dicta que el ejecutivo 
decide y el legislativo legisla. La propuesta de este ensayo es demostrar que el Poder Legislativo 
cuenta con todos los mecanismos que le otorgan capacidad de acción de gobierno, así como la 
posibilidad de co-dirigr al país junto con el ejecutivo, en una perspectiva sustantivo-administrativa 
de la gestión conjunta de los asuntos públicos, y que será fundamental para darle viabilidad a las 
acciones y decisiones que surjan del Sistema Nacional Anticorrupción (SNA).

El SNA es, quizá, el andamiaje institucional más importante para el México actual. Significa la 
construcción de una estructura horizontal que debe permitir a todos subirse a ella y realizar, con seguridad 
legal y certeza política, un trabajo de altura que facilite una mejor visión del problema a resolver, de 
tal suerte que admita centrarse en lo realmente importante. Debe ser un andamiaje con instituciones 
fuertes y eficaces, que facilité la participación ciudadana y a su vez, sea capaz de salvaguardar sus 
derechos, además de recuperar la confianza en las instituciones y resguardar a la democracia.

Todo eso significa el SNA, o por lo menos teóricamente así fue concebido: un diseño del sistema 
político capaz de acabar con un modelo político que facilita la corrupción, y que tiene como objetivo 
convertirse en un mecanismo efectivo y eficiente de las diversas esferas de gobierno para combatir 
el problema, además de reconstruir la confianza ciudadana en las instituciones políticas.

En todo este entramado y debido a su naturaleza, el Congreso de la Unión tiene ante sí la posibilidad 
de jugar un rol importante puesto que, al ser una institución de carácter representativo, colectivo, 
deliberativo y con capacidad de legislación y de control de las distintas instancias que administran el 
gobierno, sus acciones y decisiones, pueden lograr certeza jurídica y viabilidad política al SNA y, en 
su caso, reconducir sus decisiones a través del proceso de diseño o rediseño de políticas públicas.

El propósito es tan simple y a la vez complicado: poner en un primer plano las funciones 
específicas del Congreso tales como prevenir al gobierno, vigilar las políticas públicas convertidas 
en decisiones administrativas -reconducirlas si es el caso- y, obligar a los integrantes de las distintas 
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esferas de gobierno a ejercer bien el cargo1: el SNA necesariamente requerirá del acompañamiento 
del Poder Legislativo.

Control parlamentario

El control parlamentario es un mecanismo propio de las asambleas legislativas deliberativas, sea 
un sistema parlamentario o presidencial, y que sirve básicamente para contrarrestar al poder político 
ejercido por las diferentes esferas del gobierno. Ciertamente, el desarrollo histórico de este concepto 
ha sido más prolífico en los estudios jurídicos donde se le considera un mecanismo para sancionar 
al Ejecutivo (García Pelayo 1986:73) y cuya función central es la de garantizar que la actuación de 
los gobernantes responda a la voluntad popular (García Morillo 1985:20), aunque en la práctica, 
tradicionalmente se ha utilizado más en temas de fiscalización, entendida como la revisión financiera 
del uso de recursos públicos.

Además, históricamente el Poder Legislativo en México ha jugado un papel de subordinación al 
presidente de la República como jefe del Ejecutivo, resultado de un sistema político caracterizado por 
un esquema de división de poderes en el que, los pesos y contrapesos no han sido del todo claros 
ni funcionales. Esa subordinación no sólo se ha visto reflejada en el proceso legislativo sino también 
en otras funciones como la de conducir al Estado y ejercer el gobierno.

Esa relación de subordinación del Poder Legislativo ha tenido graves consecuencias para el país 
porque, entre otras cosas, no se ha llevado a cabo una vigilancia puntual de las acciones de las 
distintas áreas que integran la estructura del Estado en sus tres vertientes de gobierno: la legislativa, 
la ejecutiva y la judicial. En el caso de la vertiente legislativa, el control parlamentario ha sido difuso 
y ha dado como consecuencia, entre otras cosas, un sistema de rendición de cuentas prácticamente 
omiso o, a veces, limitado.

Sin embargo, constitucionalmente, el control del gobierno lo ejerce primordialmente el Congreso. 
Es un mecanismo integrado por diversas piezas que se traducen en distintos instrumentos legislativos 
que le otorgan al Congreso esa capacidad de gobierno; justamente ahí radica la fuerza de la asamblea 
legislativa. Estos instrumentos son los usuales en el Poder Legislativo pero no se les ha visto como parte 
del control parlamentario: iniciativas de ley, iniciativas de reforma de leyes, modificaciones a leyes, 

1	 Stewart (30:1977) añade una más, la que se refiere a la función que el Parlamento de Canadá tiene para educar a los 
ciudadanos en materias legislativas, gubernamentales y electorales, para lo cual cuenta con el Teacher Institue on 
Canadian Parliamentary Democracy encargado de capacitar a los profesores de niveles escolares elemental y medio 
para que puedan formar a sus alumnos en ciertos valores, lo que vendría a ser la construcción de ciudadanía.



Lu
ce

ro
 R

am
íre

z 
Le

ón

115

El Sistema Nacional Anticorrupción y la reivindicación del Poder 
Legislativo en México: una llamada de atención

artículos o leyes secundarias, puntos de acuerdo, exhortos al gobierno federal y sus dependencias o a 
gobiernos locales, llamados a funcionarios públicos para comparecer ante el pleno o ante comisiones, 
solicitudes de informes, nombramiento de funcionarios de gobierno para desempeñar funciones en 
el país o en el extranjero, además de contar con la atribución de decidir sobre la integración de los 
órganos autónomos. 

El control financiero es un punto adicional y muy importante en las tareas de control del Congreso 
ya que tiene la facultad de decidir sobre el Presupuesto de Egresos y la Ley de Ingresos, además de 
su función de fiscalización a través de la Auditoría Superior de la Federación (ASF).  Justo la reforma 
constitucional de mayo de 2015, que crea al Sistema Nacional Anticorrupción y las leyes posteriores, 
fortalecen la capacidad de control del Poder Legislativo, al otorgarle a la ASF el poder de fiscalizar, en tiempo 
real, las participaciones federales y la deuda pública, aún cuando sus decisiones no sean vinculantes. 

Por ello es que, en el marco del SNA, la reconsideración del rol que debe jugar el Poder Legislativo 
en México es pertinente. Vanossi sostiene que “en los sistemas constitucionales hay una regla de 
oro subyacente, no necesariamente escrita pero que se infiere de la propia estructura de equilibrio 
que suponen los sistemas de democracia constitucional, según la cual, a todo acrecentamiento del 
poder debe corresponder un vigorizamiento de los controles, un mejoramiento de las garantías y un 
acentuamiento de las responsabilidades. Dicho con otras palabras: a más poder más control, mejores 
garantías y superiores responsabilidades” (1994:1)

En ese contexto es que se debiera repensar el nuevo rol que debe jugar el Poder Legislativo 
en México a la luz del Sistema Nacional Anticorrupción; debe fortalecer su capacidad de control 
parlamentario, incluso bajo las reglas existentes sin necesidad de reformar nada porque tras su 
revisión, pueden considerarse suficientes. Lo que se requiere es que se ejerza el mecanismo de 
control parlamentario en su justa dimensión, sobre todo ante un sistema político que pretende 
desmontar un modelo político corrupto y en cuyo proceso, continua presente el encono político, 
la judicialización de la política, y un sentimiento generalizado de desconfianza por el actuar de las 
instituciones, de pérdida de la esperanza.

“El valor de esas funciones y de todo el sistema es, como habría dicho David Hume, una cuestión 
de juicio moral”, escribió Stewart (10:1977) al referirse a los mecanismos de control parlamentario con 
los que cuenta el Parlamento de Canadá, algunas de los cuales ni siquiera aparecen en su Constitución. 

En las democracias modernas, y concretamente en el contexto político-social de México, el rol del 
Poder Legislativo o Parlamento tiene un papel cada vez más sobresaliente no sólo como el hacedor 
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de leyes sino por el impacto que su desempeño puede tener dentro del sistema político que se trate, 
sobre todo en lo que se refiere a su función de control del gobierno. De hecho, los resultados de 
todo proceso democratizador -que en esencia tienen como objetivo mejorar las condiciones de vida 
de los ciudadanos- se ven reflejados de manera sustancial en el trabajo legislativo y lo que derive 
de ello. En teoría, un Congreso fuerte e independiente, tendrá eventualmente mejores resultados y 
mayor capacidad de control parlamentario que un Congreso débil y sumiso, y en esa perspectiva, se 
estarán cumpliendo los objetivos esperados de cualquier tendencia democratizadora.

En ese contexto, el Legislativo se erige como una institución fundamental en la consolidación de 
sociedades más estables e igualitarias, donde, además, por su naturaleza de representación amplia 
-que implícitamente lleva a la pluralidad política-, tiene la capacidad y posibilidad de participar en el 
diseño, o rediseño, de los principios y formas de elaborar, gestionar y dirigir los asuntos públicos, lo que 
teóricamente podemos definir en dos categorías de análisis: políticas públicas y control parlamentario. 

El propósito de este ensayo es revisar procedimientos del Poder Legislativo en México desde una 
perspectiva de análisis que parte de la administración pública y que centra su atención en el proceso 
de políticas públicas. La hipótesis de partida es que esos procedimientos legislativos tienen que 
ver con los elementos que integran el control parlamentario, una función clave del Congreso que, 
al relacionarlo con las diferentes etapas del diseño o re-diseño de políticas públicas, nos llevará a 
identificar cómo los legisladores pueden aportar a la buena gestión pública mediante su participación 
en la conducción del gobierno y la toma de decisiones. Estudiosos como William F. Willoughby, en sus 
análisis sobre la participación del Congreso de Estados Unidos en la organización del Estado y en el 
funcionamiento de la maquinaria gubernamental, ya advertían del riesgo que corrían las asambleas 
legislativas, de no ejercer esos elementos de control que naturalmente se alojan en la institución 
(1913:155), aún y cuando éstas fueran independientes y/o plurales.

El objetivo es identificar los procesos que integran el mecanismo de control parlamentario, en el 
caso del Congreso mexicano, y elaborar un esquema que permita ubicar procedimientos claros de 
participación del Legislativo en el proceso de las políticas públicas,2 entendidas éstas como propuestas 
de regulación de los múltiples problemas y contradicciones que afrontan las sociedades actuales, en 
un contexto de entramados institucionales, formales e informales, por donde transitan las interacciones 
concretas entre actores políticos e integrantes de la sociedad (Gomá y Subirats, 1999:13).

2	 De hecho, el Congreso mexicano lleva a cabo este tipo de participación en el diseño o re-diseño de políticas públicas, 
pero es una concepción que no se asume como tal porque falta trabajar en un concepto holístico del papel que debe 
desempeñar un legislador, lo cual se discutirá más adelante en el trabajo.
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En las siguientes líneas desarrollaremos teóricamente el binomio Poder Legislativo-políticas públicas, 
para concentrarnos después en un apartado que describa la perspectiva de control parlamentario que 
se ejerce en Congresos con resultados aceptables en términos de solución de los problemas sociales 
a partir del diseño o re-diseño de políticas públicas. Posteriormente revisaremos la normatividad 
que rige el trabajo del Poder Legislativo en México a fin de elaborar el esquema que identifique 
procedimientos con los cuales el Congreso puede aportar a la buena gestión del gobierno, así como 
participar en la toma de decisiones, para concluir con un análisis de la profesionalización legislativa.

El Poder Legislativo y el proceso de políticas públicas

El Poder Legislativo es quizá la única institución del sistema político mexicano donde convergen 
de manera casi natural los entramados institucionales y las interacciones formales e informales de 
los distintos actores políticos, y por su naturaleza de representación política, es el escenario donde 
llegan y surgen las demandas de solución o regulación de los distintos problemas de los integrantes 
de la sociedad, además de que es la arena por excelencia para resolver o modificar las leyes o normas 
que eventualmente puedan dar solución a esos problemas o conflictos.

En ese contexto, las políticas públicas como elementos institucionalizados del sistema político y como 
las unidades más visibles, cotidianas y familiares para los ciudadanos (Alcántara 1993:105), debieran 
tener, como uno de sus mejores escenarios para su desarrollo, al Poder Legislativo, precisamente por 
la naturaleza de esta institución, porque es ahí donde se alojan todas las demandas o necesidades 
de los diferentes integrantes de la sociedad, y además, porque las decisiones que ahí se adopten, al 
final se constituyen en un paquete de acciones del Estado dirigido a resolver un problema público y 
va más allá de una mera decisión pública-gubernamental.

Se trata entonces de una acción de gobierno, en el sentido de policy3, que nos remite a reconsiderar 
la necesaria interacción de los distintos poderes que confluyen en el sistema, en este caso el Legislativo 
y Ejecutivo, en cuyo esquema los procesos decisionales son más bien el resultado de interacciones 
múltiples, para lo cual se generan mecanismos formales o informales que propician ese entrecruzamiento 
o recambio de información e intereses (Steffani 1989).

Es oportuno mencionar que el proceso de políticas públicas, tal y como lo plantea Lindblom 
(1991:11), no es un asunto lineal sino una serie de fases en constante movimiento que interactúan 

3	 Policy se entiende como la acción de gobierno. Hay otros dos términos que suelen usarse, pero tienen una connotación 
distinta: politics, la lucha por el poder, y polity, que representa el marco general donde se llevan a cabo las otras dos 
(Alcántara 1993:109). 
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alternativamente y dentro de un proceso determinado en el que ciertamente intervienen elementos 
como la oportunidad política, los intereses partidistas, la lucha por el poder o bien por conservarlo. 
La perspectiva que plantea este autor lleva implícita una actividad constante, porque si bien hay 
una separación por etapas del proceso (información, recomendación, prescripción, invocación, 
aplicación, valoración y término), en realidad el movimiento es permanente, en lo que el autor 
denomina perspective approach que podríamos traducir como “perspectiva incremental”, esto es, 
no son movimiento estáticos y aislados, son cambios constantes que se incrementan de acuerdo a 
las demandas, intereses o exigencias de los integrantes de la sociedad.

Una vez en marcha el SNA necesariamente se requerirán impulsar cambios o modificaciones, 
producto de los resultados de su implementación. Siendo que la corrupción es producto de factores 
múltiples y de intereses políticos, económicos y sociales diversos, la arena fundamenal para dirimir 
y controlar tendrá que ser el Poder Legislativo.

Ese debería ser el escenario para desarrollar lo que Lindblom llama procesos de aproximaciones 
sucesivas a un objeto deseado (1991:13) que se caracterizan por continuas reconsideraciones. Definición 
que coincide con la que hace Subirats (1989:4)  al advertir que el proceso de las políticas públicas no es 
simple ni directo, toda vez que implica interacciones complejas entre individuos, grupos e instituciones. 

Lo anterior describe y resume, en su justa dimensión, el objetivo central y la esencia del trabajo 
del Poder Legislativo como institución, es decir, la definición de la vida legislativa podría ser la de un 
entramado institucional de interacciones entre los diferentes integrantes de la sociedad, organizados o no, 
que buscan, a partir de aproximaciones sucesivas, resolver los problemas o conflictos de la comunidad.

Por ello es que nos interesa avanzar en la perspectiva donde por políticas públicas se entienden 
decisiones gubernamentales que incorporan la participación del gobierno, en sus distintas ramas, y 
a los ciudadanos a través de sus representantes populares -Congreso-, como un mecanismo abierto 
de diseño y gestión de las políticas. 

Tener clara la interacción entre el proceso de políticas públicas y el Poder Legislativo es fundamental 
para los objetivos que percibimos en este trabajo porque aquí abordaremos el elemento articulador: 
el mecanismo de control parlamentario, integrado por diferentes piezas o elementos que se traducen 
en una variedad de instrumentos legislativos que le otorgan al Congreso una capacidad de acción 
de gobierno que no ha sido suficientemente atendida por la literatura y tampoco en el ejercicio 
cotidiano legislativo, y que tiene que ver con la posibilidad de controlar las acciones y decisiones de 
quien administra el gobierno, es decir, el Poder Ejecutivo. 
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Ejerciendo facultades

La forma de ejercer el control parlamentario es lo que le permite al Congreso contribuir o no, 
de forma positiva y con sustancia, en los asuntos públicos y, en todo caso, facilita su participación 
en la toma de decisiones conjuntamente con el Poder Ejecutivo. Es importante tener presente esa 
interacción porque, como lo afirma Aguilar (1996:32), una política pública no es cualquier tipo de política 
gubernamental, sino es aquella en la que en su elaboración participan ciudadanos y gobernantes 
elegidos democráticamente.

El Poder Legislativo, a través de los instrumentos que integran el mecanismo de control parlamentario, 
asume esa capacidad de acción de gobierno desde el momento en que tiene la posibilidad de 
participar en todas y cada una de las fases en movimiento del proceso de política públicas que van 
desde la formación de la agenda, las decisiones políticas, la puesta en práctica, la evaluación y la 
revisión, como lo veremos a continuación.

Presume, además, de la legitimidad de sus decisiones porque su naturaleza primordial es 
representativa, lo que lo convierte en una institución de carácter colectivo, deliberativo, con capacidad 
de legislar y controlar a los otros poderes (Alcántara et all 2005a)

Antes habíamos mencionado los instrumentos del Legislativo para ejercer el control parlamentario. 
Todos los instrumentos legislativos mencionados forman parte del mecanismo de control parlamentario, 
por ello este componente puede analizarse como categoría única, estemos ante un sistema parlamentario 
o presidencial; lo que cambia es el proceso, pero la facultad es la misma. Cuando un legislador 
propone una iniciativa de ley o bien, una reforma a una norma establecida, lo que está ejerciendo es su 
posibilidad de controlar a los otros poderes del sistema político a partir de su capacidad de modificar, 
cambiar o rediseñar aspectos de una política pública en concreto y, en esencia, está co-gobernando.

Lo mismo sucede con todos y cada uno de los instrumentos con los que cuenta el Congreso para 
su trabajo día a día; cuando un funcionario comparece ante comisiones o el pleno o bien, se solicita 
un informe a algún departamento de la administración pública, se está ejerciendo una capacidad de 
control que no tiene ninguna otra instancia del sistema político, por lo menos con esa legitimidad. 
Sin embargo, históricamente en México el control parlamentario ha sido un mecanismo que se ha 
usado poco y mal, siempre ubicado al margen del proceso legislativo aún cuando normativamente 
se encuentra definido, tanto constitucional como en la ley que rige la vida parlamentaria. 
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Como ya hemos mencionado, una de las razones fundamentales que restaron fuerza a este 
mecanismo fue el presidencialismo exacerbado que caracterizó al sistema político mexicano en cuyo 
contexto, las instituciones, formales e informales, funcionario alrededor de la figura central concentrada 
en el titular del ejecutivo federal, sin ninguna autonomía de acción e independencia. Esa falta de 
acción del Poder Legislativo dio como resultado una idea acotada del control parlamentario, además, 
con una concepción más de obstrucción del trabajo de los otros poderes, y no se ha concibido como 
un esquema de cooperación para el diseño de una política o acción de gobierno, de hecho, esta 
última facultad se ha estudiado poco en el caso del Poder Legislativo en México.

Las oportunidades perdidas

En 1997, cuando por primera vez en México llega a la Cámara de Diputados una mayoría de 
oposición al Partido de la Revolución Institucional (PRI), surge la posibilidad de hacer efectivo un 
control del gobierno, tal y como lo establecen las normas. Se presenta la oportunidad de que el 
mecanismo de control parlamentario, aliado a la pluralidad de la asamblea representativa y el mínimo 
de la estructura organizacional (Carey 2003) pueda otorgarle al Congreso no sólo su capacidad de 
control, sino también la posibilidad de co-gobierno, en un esquema en el que se pudiera posibilitar 
la identificación de abusos, irregularidades e ineficiencias de la administración pública (Ismayr 
2001:302-303; Steffani 1989:1332) para que, con las observaciones del Congreso, se aportara a la 
buena gestión gubernamental.

La actividad parlamentaria ejercida por esa nueva mayoría conformada por partidos de oposición 
al PRI prefigura un cambio sustancial en el ejercicio del mecanismo de control gubernamental desde 
el Congreso. Sin embargo, aunque se avanzó, no se ha consolidado del todo porque el control 
parlamentario sigue jugando un papel al margen del proceso legislativo sin que los legisladores 
hayan asumido su capacidad plena de co-dirigir al gobierno. 

Una de las premisas centrales de este trabajo, que ya hemos dejado ver en los párrafo anteriores, es 
que no se necesita otro diseño institucional ni reformas a la normatividad que rige el comportamiento 
de la asamblea legislativa, simplemente, en una primera etapa, se requiere impulsar una visión distinta 
de la capacidad de control parlamentario con el que cuentan los legisladores y hacer consiente la 
forma de ejércelo, en un esquema de responsabilidad política, y como segunda etapa, instrumentar 
las normas establecidas.

La visión que actualmente predomina en el Congreso mexicanos sobre control parlamentario tiene 
que ver más con una concepción normativa que pro activa, y si se revisa la norma, la conclusión es 
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que los instrumentos necesarios para ejercer ese mecanismo son suficientes. Es decir, los procesos 
jurídicoprocedimentales del control parlamentario en México están claramente establecidos, aunque 
en esa concepción acotada del concepto, se han circunscrito a la idea de que sirve para vigilar, limitar 
y eventualmente sancionar a quien ostenta el poder.

Los estudios de la ciencia política, informados por otras disciplinas como la administración pública, 
concretamente el estudio de las políticas públicas, han avanzado a un tipo de control más activo, más 
de administración de la norma que hemos denominado sustantivo-administrativo, el cual nos servirá 
para hacer visible el esquema de intervención positiva del Congreso en el co-gobierno.

Sin embargo, es necesario saber por qué en México ha predominado el concepto jurídico-
procedimental desarrollado sobre todo por los estudios jurídicos donde se considera al control 
parlamentario como un mecanismo con una dosis muy fuerte de sanción al Ejecutivo como su fin 
último (García Pelayo 1986:73). Autores como Montero y García Morillo (1984:19) describen que este 
instrumento responde a una idea simple y práctica: dado que los elegidos por el pueblo encarnan su 
voluntad, deben vigilar la dirección escogida por la política del Estado a fin de mantenerla en la línea 
de lo que corresponde a lo querido por la colectividad nacional. Es decir, el control parlamentario del 
gobierno como técnica jurídico-constitucional nace encaminada a garantizar que la actuación de los 
gobernantes responda a la voluntad popular (García Morillo 1985:20). 

También se le conoce como perspectiva clásica o tradicional que ciertamente se identifica con 
la exigencia de responsabilidad política, que comprende instrumentos de control como la moción 
de censura, la cuestión de confianza, el control sobre los decretos-leyes, la aprobación de tratados 
internacionales y la ampliación de créditos, bajo el argumento de que el resultado negativo en el 
ejercicio de éstos, necesariamente corresponde a una sanción (Santaoalalla 1987: 222). 

En esa visión clásica del control parlamentario sobresalen dos elementos que le han dado una 
dosis negativa al concepto: la sanción a quien ejerce el poder y, en el extremo, la caída del gobierno. 
Es un control que basa su fuerza en la fiscalización de los actos de quien administra al gobierno, es 
decir, la vigilancia o comprobación del gasto público, y que en los últimos tiempos se ha fortalecido 
ante las denuncias de corrupción y malversación de fondos públicos.

Esta concepción puede tener distintas explicaciones, la que se ha desarrollado en este trabajo 
encuentra su definición en el hecho de que, en esencia, la dogmática jurídica de la doctrina clásica 
tiene puesto su acento en la interpretación y en el problema de la determinación del contenido de 
la norma. En el análisis jurídico, la acción en la vida social ocupa un papel secundario, cuando no 
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inexistente, es decir, no se trabaja esa relación activa y constante que deriva del comportamiento de 
las instituciones que integran al sistema político, en este caso el Legislativo y Ejecutivo, y la forma 
en que constantemente se construyen decisiones para gobernar de manera conjunta, sobre todo en 
sistemas inmersos en procesos de democratización, en cuyo contexto, la naturaleza de las leyes es 
más dinámica (Osés y Figueroa 1998: 215).

La visión clásica de control está ligada a una idea, muy aceptada en la ciencia política, que surge 
desde la división de poderes y que tiene que ver con que un poder decide, otro ejecuta (Lindblom 
1991:5; Subirats 1989), y el que ejecuta es vigilado para evitar posibles desviaciones.

Una visión clásica que parece fijar en ámbitos cerrados a cada uno de los poderes, el Legislativo y el 
Ejecutivo, sin posibilidades de colaboración en la acción de gobierno, aún en los sistemas parlamentarios, 
donde los poderes se comparten: una idea de no colaboración que, por supuesto, tiene más fuerza 
en los sistemas presidenciales donde, como afirma Sartori (2002:227), los representantes populares 
se toman muy en serio su apelativo de “legisladores” y, en el mejor de los casos, es lo único que 
hacen y se olvidan que los parlamentos o las asambleas representativas tienen otras funciones como 
la de participar en la co-dirección del gobierno, en una perspectiva de integración y cooperación 
entre poderes, sobre la que se viene reflexionando desde hace tiempo en las democracias avanzadas.

Sin embargo, la idea de reconsiderar la concepción del control parlamentario en este texto tiene 
como propósito demostrar que equipar la fiscalización del gasto público con control parlamentario 
solamente, es reducir su ámbito de acción y entenderlo como un instrumento de control normativo-
legal del presupuesto público, haciendo a un lado las capacidades de decisión y de intervención en 
los asuntos públicos que potencialmente pueden ejercerse desde las asambleas legislativas (Figueroa 
2007) y que de hecho se hacen toda vez que la tarea cotidiana y elemental de los legisladores son 
actos de control parlamentario.

Además, el mecanismo de control parlamentario se integra de distintos instrumentos que no son 
estáticos y se ejercen constantemente en todo el ejercicio legislativo, pero en esa concepción jurídico-
procedimental que ha imperado en el caso mexicano, el control entendido como fiscalización se 
ejerce como una actividad ex post, en un marco normativo donde las decisiones no son vinculantes, 
con lo cual, el control parlamentario queda más acotado.

Como se mencionó líneas arriba, el control parlamentario es un mecanismo fundamental de toda 
asamblea legislativa, sea en un sistema presidencial o parlamentario, y es mucho más amplio que 
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la mera fiscalización del gasto público tal como lo han demostrado diversos estudios de casos (Ver 
Aragón 1998: 37; Krause 1999; Fuchs y Nolte 2005: 61; Valadés 2007).

Este tipo de control más activo surge en trabajos de estudiosos como Oberreuter (1992), quien 
entendió a este mecanismo como una instancia de co-dirección del gobierno, lo que la literatura 
alemana en ciencia política conoce como Mitregierung, es decir, la posibilidad que tiene el Congreso 
intervenga en los principios, criterios y formas de elaborar, gestionar y dirigir los asuntos públicos.

El concepto de control parlamentario sustantivo-administrativo se fundamenta a partir de los 
trabajos de Oberreuter (1992), Aberbach, Putnam y Rockman (1981) y Krumwiede y Nolte (2000), 
en la que el elemento básico de control se obtiene a través de la información adecuada con la que 
cuenten los legisladores a través de tres fuentes distintas: a) por parte del gobierno; b) por parte del 
mismo Poder Legislativo, y c) por parte de otros actores (Ismayr 2001:302-303; Steffani 1989:1332), de 
ahí que la especialización legislativa en temas concretos de política pública y, en su caso, las redes, 
formales e informales, que establezcan los parlamentarios con la burocracia pública, sean primordiales.

Es importante resaltar que este concepto sustantivo-administrativo no elimina de facto al jurídico-
procedimiental sino que lo complementa y lo enriquece para hacerlo pasar de un estado estático 
a uno más activo, y crear con ello un esquema que considere el desarrollo de la actividad política y 
los avances democráticos, además de la actividad (normativa y no normativa / formal e informal) de 
las Cámaras del Congreso.

Hay un elemento que no puede perderse de vista en la puesta en marcha de un control parlamentario 
del tipo sustantivo-administrativo y es el hecho de que su ejercicio está condicionado por una multitud 
de factores, todos relacionados con la lucha por el poder entre Ejecutivo y Legislativo en un intento 
por ganar o recuperar control a expensas de uno y otro (Valadés 1988: 3-5).

Más allá de esta situación, la revisión teórica de este concepto holístico de control parlamentario 
nos lleva a afirmar que la forma en que se ejecuta el control parlamentario determina el grado de 
influencia del Legislativo en el sistema político y define su capacidad real de gobernar o, por el 
contrario, la imposibilidad de adoptar decisiones y tener un papel relevante en el entramado del 
sistema político.

Desde una perspectiva sustantivo-administrativa, el control parlamentario tiene que ver con 
una de las formas de conseguir un elemento de equilibrio entre el Legislativo y el Ejecutivo que se 
manifiesta, precisamente, durante el proceso de elaboración de las políticas públicas. Trabajos como 
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Mc Cubbins y Schwartz (1984), Calvert, MacCubbins y Weingast (1989) y McCubbins, Noll y Weingast 
(1989) han demostrado que en la función legislativa del Congreso reside gran parte de su poder 
para establecer controles efectivos sobre el proceso de ejecución de políticas públicas, toda vez que 
durante el transcurso de la elaboración de la legislación, el Congreso tiene una oportunidad única 
para introducir las reglamentaciones necesarias para limitar la discrecionalidad que los diferentes 
actores tendrán durante la implementación. 

Dichos autores coinciden en señalar que el mecanismo de control parlamentario se ejerce, en 
primer lugar, cuando en una ley se definen en forma detallada los rasgos de la política a llevar a 
cabo y las atribuciones de quienes la ejecutarán, además de que también se incluyen dispositivos 
destinados a controlar el poder discrecional que el parlamento está dispuesto a delegar en el ejecutivo 
o en la burocracia.

Pero durante la ejecución de la política pública el control parlamentario tiene que continuar, 
de lo contrario el Congreso perderá toda influencia en las futuras decisiones sobre dicha política. 
Como señala Peters (1992), la distinción de etapas o fases del ciclo del político público es solamente 
analítica: en la práctica, la implementación de una política supone su constante vigilancia y, en su 
caso, su reformulación, tarea que corresponde primordialmente al Poder Legislativo.

En el caso del Congreso de los Estados Unidos, por ejemplo, tanto Aberbach, como Kaufmann y 
Rosenbloom (2000) han demostrado que los comités y sub-comités legislativos mantienen un detallado 
control sobre la implementación de las políticas, mediante sólidas redes informales entre directivos 
de agencias públicas, legisladores y staff.

Por cierto, esta perspectiva de análisis no es nueva, de hecho, Weber (1918) tras la crítica al 
parlamento federal alemán, planteaba una visión más moderna del mismo que fundamenta en su 
propuesta de una co-dirección de la burocracia entre el Legislativo y el Ejecutivo. Idea que retoma 
Oberreuter (1980:4), a partir del trabajo de Bäumlin y Kewening (Oberreuter 1992:169), cuando a 
finales de la década de los 60´s se genera una discusión sobre el papel que el parlamento alemán 
debía jugar en el sistema político de entonces. Estos autores recharazon el rol negativo del parlamento 
y propusieron articular su rol positivo, como recoge Ferraro (2008), para lo cual, no se limitaron a 
analizar sólo la función de fiscalización de los parlamentos, sino que proyectaron la idea de que 
los comités parlamentarios funcionaran como instancias de co-gobierno (Mitregierung), es decir, el 
Parlamento ejerciera la dirección del Estado conjuntamente con el Ejecutivo, en una especie de co-
dirección de la burocracia. 
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Para Oberreuter (1980), la idea de control parlamentario del gobierno como co-dirección (Mitsteuerung) 
de los asuntos públicos representa la visión moderna del trabajo parlamentario que va más allá de 
su función clásica de fiscalización y vigilancia del ejecutivo; tesis que tiene muchas semejanzas 
con lo que plantean Aberbach (1990) y Rosenbloom (2000) para el caso del Congreso de Estados 
Unidos. Especialmente para Rosenbloom (2000: 23), la burocracia de los EE.UU. es una extensión 
del Poder Legislativo, porque las agencias de la administración pública son las que completan los 
detalles de la legislación mediante reglamentaciones, de modo que el Congreso las dirige sin mayor 
intermediación y simplemente les delega autoridad legislativa. Estos puntos de vista rechazan, por 
tanto, una distinción estricta entre controles previos a la ejecución de las leyes (contenidos en la ley 
misma) y controles posteriores, que el Congreso realiza sobre la burocracia para constatar que la ley 
se aplique según sus propósitos. Más bien, el control parlamentario es un único proceso dinámico de 
formulación e implementación de políticas públicas, bajo la dirección del Congreso (Ismayr 2001:39; 
Ferraro 2008a: 206-207).

Esto se explica así porque, desde la escuela de la elección racional (rational choice), autores como 
Lupia (2003:44-53) y Strom (2003-67-73) identifican dos grandes clasificaciones del control parlamentario, 
el ex ante y el ex post, a grosso modo, el primero es para anticiparse a los problemas y el segundo, 
para ejercerlo después de cometidos los hechos. Calvert, McCubbins y Weingast (1989:605) destacan la 
importancia de la etapa ex ante, o etapa de diseño, es decir, ponderan el inicio del proceso de políticas 
públicas por ser el momento en el que se establece la misión de las dependencias administrativas y 
las atribuciones que tendrán, entre otras cosas; en cuanto al mecanismos ex post, los autores llaman 
la atención sobre las fuertes limitaciones a las que cotidianamente están sometidos los Congresos 
para controlar lo que hacen los Ejecutivos y las burocracias. 

Sin embargo, Aberbach (1990: 14-98) critica fuertemente estas dos etapas del control parlamentario 
y considera que las actividades de control se asocian con un proceso político informal como la creación 
de extensas redes de contacto entre legisladores, staff parlamentario y personal directivo (profesional) 
de las agencias administrativas. Es decir, no hay un antes ni un después para el control parlamentario, 
sino que es el resultado de la existencia de redes informales entre legisladores y miembros de la alta 
burocracia, que funcionan permanentemente durante el proceso de políticas públicas, a través del 
cual se entrelazan las funciones del Congreso y de la administración o burocracia (Aberbarch 1990: 
187); esta tesis de “enlazamiento” coincide con la de Ismayr (2001: 39) cuando analiza el caso del 
Bundestag alemán.

Como se puede apreciar, el control parlamentario es un mecanismo dinámico y si bien tiene que 
ser estudiado en diversos escenarios y etapas, en el modelo sustantivo-administrativo todo forma parte 
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de un mismo proceso, que tiene que ver con la capacidad legislativa de revisar, vigilar y sancionar el 
comportamiento de otros actores e instituciones, sobre todo gobierno y administración pública (Fiorina 
1981; Stefanni 1989; Krause, 1999; Fuchs y Nolte 2005), pero también de participar en los principios, 
criterios y formas de elaborar, gestionar y dirigir los asuntos públicos (Oberreuter, 1992), a través de 
lo que conocemos como iniciativas de ley, reformas a leyes, modificaciones constitucionales, puntos 
de acuerdo, exhortos, entre otros instrumentos.

Por todo ello, en una visión amplia del control parlamentario y de sus instrumentos en los parlamentos 
modernos, se puede concluir que la idea de control es algo más que revisar las cuentas públicas4 o 
sólo la finalidad de sancionar, ratificar o destituir un gobierno y, por el contrario, es un mecanismo que 
puede fijar con precisión las relaciones para co-dirigir al gobierno entre el Ejecutivo y el Legislativo, toda 
vez que incluye toda la actividad de las cámaras destinadas no sólo a fiscalizar la acción (normativa 
y no normativa) del gobierno o de otros entes públicos, llevando aparejada o no la posibilidad de 
sanción o de exigencia de responsabilidad política inmediata, sino también la posibilidad de incidir 
en los procesos decisionales.

En este contexto, es importante citar a Valadés (2009: 9) cuando advierte que el control parlamentario 
más eficaz es aquel que no paraliza la acción de los órganos del poder, para lo cual se requiere un 
sistema democrático que garantice, entre otras cosas, un equilibrio de poderes y una distribución del 
poder, además de controles que verifiquen las formas de acción, evaluación de resultados e impidan 
el desbordamiento del poder mismo, lo que en términos generales se vincularía a esta idea de co-
dirección del gobierno entre ejecutivo y legislativo. 

Los instrumentos de control parlamentario establecidos legal y  
   constitucionalmente 

Los procesos de legitimación y representación en las asambleas legislativas, sea un sistema 
presidencial o uno parlamentario, se han modificado en lo que se refiere a la práctica. Quienes han 
estudiado este fenómeno han planteado que el desarrollo de la actividad legislativa en sistemas 
democráticos, necesariamente lleva a una participación más activa de los legisladores o parlamentarios 
en actividades o decisiones de gobierno, lo que puede considerarse como la intervención del  

4	 Es común encontrar autores que consideren sólo la versión más clásica y básica del control parlamentario que es la 
fiscalización o auditoría contable del ejecutivo (Portero Molina 1998). Otros autores como Figueroa (2007) advierten 
también que la reducción en el tema de control parlamentario tiene que ver con la fiscalización y ésta, equiparada a la 
revisión del presupuesto y la cuenta pública, toda vez que el control presupuestario es una de las tareas más relevantes 
del Congreso puesto que la mayoría de los programas gubernamentales están involucrados.
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Congreso en la formulación o reformulación de políticas públicas, lo que significa una contribución 
ex ante y ex post.

Es precisamente lo que establece la concepción de control parlamentario sustantivo-administrativo, 
es decir, que no sólo se queda en lo que dicta la norma entendido como una fiscalización y eventual 
sanción de quien ejerce el gobierno, sino que el Congreso adopta un esquema pro-activo y propositivo 
para aportar a la buena gestión de la administración pública. 

En el caso del Congreso mexicano, el tipo de control parlamentario que se ha venido ejerciendo se identifica 

más con el jurídico-procedimental y tiene más cercanía con un control reactivo, no propositivo, aún y 

cuando normativamente el Poder Legislativo cuenta con los elementos suficientes para co-gobernar junto 

con el Ejecutivo, desde el momento en que tiene la facultad de presentar iniciativas de ley, reformularlas 

y, además, aprobarlas.

En México se concibe al Poder Legislativo como un hacedor de leyes, básicamente, y aún cuando esta 

facultad es en esencia un instrumento de control --como ya lo hemos visto al analizar el proceso de 

políticas públicas--, no existe esa conciencia al respecto y continúa una disociación entre presentar una 

iniciativa de ley o modificarla con el mecanismo de control, cuando en realidad lo es de facto. Cuando 

un diputado o senador presentan una iniciativa de ley o una reforma a lo ya establecido, lo que lleva 

implícito es controlar algún elemento de política pública o bien porque no funciona o porque no resuelve 

los problemas que están surgiendo en la sociedad.

Con la sola aprobación de una iniciativa de ley o bien, la modificación a lo ya establecido, el Congreso se 

está involucrando en el proceso de políticas públicas en sus distintas etapas (información, recomendación, 

prescripción, invocación, aplicación, evaluación) y está buscando la solución de un conflicto, el cual es 

el inicio de todo proceso de política pública. 

Si se analiza con detalle cada uno de los instrumentos que integran el mecanismo de control parlamentario 

en México (Ver cuadro abajo), se podrá constatar el papel pro-activo que puede ejercer el Congreso si 

aplica la norma, desde su función primordial, que es hacer leyes, hasta los demás controles políticos, 

financieros, administrativos y territoriales.
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Tabla 1. El control parlamentario en México

Instrumentos 

de Control 

Parlamentario

Instrumentos válidos  

para México

Ordenamiento jurídico  

o base jurídica
Observaciones 

Formulación de 

leyes

El derecho de iniciar leyes o 

decretos

El Artículo 71 de la Constitución 

le otorga al Poder Legislativo 

la facultad de iniciar leyes o 

decretos.

La facultad de los legisladores de 

presentar iniciar leyes es quizá el 

control parlamentario más común 

que se ejerce constantemente en 

México, y que no ha recibido la 

atención necesaria ni por parte de 

los legisladores ni por parte de los 

estudiosos del tema.

Control Legislativo Proceso Legislativo (Cámara 

de origen, Cámara revisora)

Artículo 70, 71 y 72 constitucionales 

y en el ámbito local lo previsto 

en La Constitución Local, Ley 

Orgánica del Poder Legislativo 

Estatal y/o su Reglamento.

Se convierte en instrumento de 

control parlamentario por:

-La participación de las minorías 

en el proceso de elaboración y 

aprobación de las leyes.

-Por su publicidad.

Ambas Cámaras tienen la facultad 

de rechazar o aprobar iniciativas 

presentadas por el Presidente.

Controles 

financieros o 

económicos

- Aprobación de la Ley de 

Ingresos y del Presupuesto 

de Egresos.

-Revisión de la cuenta pública 

anual.

-Aprobar las bases para la 

celebración, por el Ejecutivo, 

de empréstitos sobre créditos 

de la nación para aprobar esos 

mismos empréstitos.

-Aprobar las bases para 

reconocer y pagar la deuda 

nacional (Cámara de Diputados 

y Senadores).

En materia del Ley de Ingresos 

y Presupuesto de Egresos, 

el artículo 74, fracción IV 

constitucional.

Respecto a la Deuda Pública y 

la celebración de empréstitos 

está regulada por la Ley General 

de Deuda Pública.

Corresponde al Ejecutivo Federal 

presentar anualmente a la Cámara 

de Diputados la iniciativa de 

Ley de Ingresos y el Proyecto de 

Presupuesto de Egresos de la 

Federación cuya aprobación es 

facultad exclusiva de del Congreso 

de la Unión.
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Control sobre los 

nombramientos 

presidenciales

Control sobre los 

nombramientos 

presidenciales  

(Cámara de Senadores)

Artículos 89, fracciones III, IV y IX 

y 76, fracción II de la Constitución 

Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.

Encontrándose en receso el 

Senado, la facultad de ratificación 

de los  nombramientos 

presidenciales la puede ejercer 

la Comisión Permanente del 

Congreso de la Unión (artículos 

89, fracción XVII y 79, fracción VII).

Se ratifica el Procurador General 

de la República, ministros de 

la Suprema Corte, agentes 

diplomáticos, Cónsules Generales, 

Coroneles y demás superiores del 

Ejército, la Armada y la Fuerza 

Aérea nacionales y los empleados 

superiores de Hacienda.

Comparecencia del 

Ejecutivo ante el 

Pleno

Informe Presidencial Artículo 69 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.

No es tá  contemplada la 

comparecencia del Ejecutivo frente 

al Pleno del Congreso en México.

El Presidente de la República 

sólo está obligado a presentar un 

informe anual por escrito, en el que 

manifieste el estado general que 

guarda la administración pública 

del país.

El informe se entrega cada apertura 

de Sesiones Ordinarias del Primer 

Periodo de cada año de ejercicio 

del Congreso.

Interpelaciones por 

parte del Congreso 

a los miembros del 

Gabinete

Comparecencias de los 

integrantes del gobierno  

ante el Pleno  

(Congreso de la Unión)

Artículo 69 y 93 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.

El Congreso tiene la Facultad de 

solicitar información al Presidente 

de la República para ampliar 

la información del informe de 

gobierno y de convocar a los 

Secretarios de Estado así como 

al Procurador General de la 

República a través de preguntas o 

interpelaciones.

Comisiones de 

investigación

Comisiones de investigación 

en las Cámaras de Diputados 

y Senadores.

El párrafo tercero al artículo 93 

de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.

Las Cámaras tienen la facultad 

de integrar comisiones para 

investigar el funcionamiento de 

los organismos descentralizados y 

empresas de participación estatal 

mayoritaria. Los resultados de 

las investigaciones se harán del 

conocimiento del Ejecutivo.
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Moción de censura

Destitución del 

Presidente

Revocación de 

mandato

Juicio Político

(Investiga la Cámara de 

Diputados y resuelve la 

Cámara de Senadores)

Artículos 109, 110 y 111 de la 

Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.

Se puede destituir de su cargo a 

través del Juicio político a todo 

funcionario público que cometa 

actos u omisiones que redunden en 

perjuicio de los intereses públicos 

fundamentales o por violaciones 

graves a la Constitución.

Audiencia Pública 

de Comisiones

Audiencia Pública  

de Comisiones

(Cámara de Diputados y 

Cámara de Senadores)

Art. 93 de la Ley Orgánica del 

Congreso General.

Las reuniones a las que convocan 

podrán ser públicas y podrán 

asistir representantes de grupos 

de interés, asesores, peritos, o 

las personas que las comisiones 

consideren que puedan aportar 

conocimientos y experiencias sobre 

el asunto que se trate.

Pregunta 

parlamentaria

Pregunta parlamentaria

(Congreso de la Unión)

Artículo 69 y 93 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.

Artículo  45 de la Ley Orgánica 

del Congreso General.

Cada una de las Cámaras pide 

mediante “pregunta por escrito” 

información al Presidente de la 

República.

Los presidentes de las comisiones 

ordinarias solicitan información 

sobre un tema específico y el 

titular de la dependencia o entidad 

estará obligado a proporcionar 

la información en un plazo 

razonable; si la misma no fuere 

remitida, la comisión podrá dirigirse 

oficialmente en queja al titular de 

la dependencia o al C. Presidente 

de la República.

Informe por escrito 

con debate

Solicitud de información por 

parte Congreso de la Unión

Artículos  53, 129 y 130 del 

Reglamento para el Gobierno 

Interior del Congreso General 

de los Estados Unidos Mexicanos

El Presidente de la República o el 

Congreso de la Unión invitarán 

a sesión a miembros de la 

Administración Pública Federal para 

tomar parte en el debate acerca de 

temas específicos, o para informar 

acerca de un proyecto de ley.
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Cuestiones 

urgentes

Discusión de proyectos de 

urgente resolución

(Congreso de la Unión)

Artículos 59 y 60 del Reglamento 

para el Gobierno Interior del 

Congreso General de los Estados 

Unidos Mexicanos.

En los casos de urgencia u obvia 

resolución, calificados por el voto 

de las dos terceras partes de los 

individuos de la Cámara que estén 

presentes, podrá ésta, a pedimento 

de alguno de sus miembros, dar curso 

a las proposiciones o proyectos y 

ponerlos a discusión inmediatamente 

después de su lectura.

Formar nuevos 

estados

Control territorial El Artículo 73 Constitucional 

faculta al Congreso para admitir 

nuevos estados a la Unión Federal

Participación 

de los Ministros 

en los debates 

congresuales

No aplica para el caso mexicano

Cuestión de 

confianza

No aplica para el caso mexicano

Disolución del 

Congreso

No aplica para el caso mexicano

 

FUENTE: Elaboración propia

Sartori ya advertía del riesgo que corren los legisladores si sólo se circunscriben a un acto mecánico 
de presentar iniciativas de ley pues estarían poniendo en riesgo a la institución parlamentaria ubicándola 
al margen de las decisiones fundamentales de hacer gobierno. De ahí la importancia de reflexionar, 
en el contexto del surgimiento del Sistema Nacional Anticorrupción, sobre una nueva concepción 
de control parlamentario en México, en su dimensión sustantiva-administrativa, ya que incluso 
una iniciativa de ley, al concebirse como control de alguna etapa del proceso de políticas públicas, 
fortalecería al Congreso y automáticamente lo ubicaría en la posibilidad de aportar de manera positiva 
a la gestión pública.

Conclusiones. Hacia una especialización legislativa

La creación del Sistema Nacional Anticorrupción implica la oportunidad de mejorar la gobernabilidad 
del país y a la vez, repensar en la participación y aportación de todos y cada uno de los integrantes del 
sistema político mexicano. Estamos ante la posibilidad de una reingeniería institución que requerirá 
decisiones estructurales, administrativas, de gestión y de sanción también, además de los recursos 
públicos destinados para ello y su buen uso; en ese contexto, será fundamental el rol que juegue el 
Poder Legislativo en México.
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Pero, como hemos intentando demostrar con la revisión de la literatura al respecto, el Poder 
Legislativo es un sistema de relaciones políticas y sociales que conforman un aspecto principal de la 
realidad del aparato del Estado que, cuando no funciona por falta de voluntad o incapacidad técnica 
y analítica, impide canales de comunicación y cooperación (Ferraro 2008a:13). En todo caso, aspectos 
como la pluralidad, la autonomía y la profesionalización legislativa, son elementos que hacen la 
diferencia entre un Congreso que trabaja para alcanzar objetivos en pro de la sociedad y otro cuyos 
resultados son intrascendentes. 

En ese contexto, la forma en que se ejerza el control parlamentario es lo que determinará el 
alcance de una asamblea legislativa. En el caso de México el mecanismo de control parlamentario y 
los instrumentos para llevarlo a cabo se pueden identificar claramente en la Constitución y en leyes 
secundarias, sin embargo, hemos pretendido explicar cómo la tradición de hacer el gobierno y el 
ejercer el poder, han limitado esa posibilidad de acción del Legislativo sobre el Ejecutivo, en una 
dinámica cargada con reminiscencias del presidencialismo imperante que caracterizó al sistema 
político mexicano. 

Esa dinámica ha favorecido una visión muy tradicional del control parlamentario y lo ha circunscrito 
a una mera fiscalización ex post del comportamiento financiero del gobierno y también de la revisión 
posterior de actos u omisiones cuyos resultados no son vinculantes, aún y cuando se detecten faltas 
o errores, lo que ha colocado al Poder Legislativo en una debilidad constante frente al Ejecutivo. 

También hemos expuesto que no se requieren grandes reformas o ajustes al marco normativo, 
ni de un nuevo diseño de control gubernamental, porque si se revisa con puntualidad la norma 
establecida, se puede concluir que el Poder Legislativo cuenta con los elementos suficientes para 
ejercer un control parlamentario fuerte. Hace falta, en todo caso, una reconsideración del concepto 
de control con el que ha venido operando el Poder Legislativo para que los propios senadores y 
diputados sean conscientes de que todos los instrumentos legislativos a su alcance son un tipo de 
control: una iniciativa de ley o de modificación a una ley, por ejemplo, lo que busca en el fondo es 
reconsiderar una acción de gobierno tras una revisión -se supone- de un proceso que no ha dado 
los resultados esperados. Eso es control del gobierno desde el Legislativo.

Lo mismo ocurre con los demás instrumentos al alcance de los legisladores: puntos de acuerdo, 
exhortos, comparecencias, reuniones de trabajo con los funcionarios del Ejecutivo, nombramientos, 
la revisión misma del informe presidencial y la aprobación del Presupuesto de Egresos y la Ley de 
Ingresos. Todos son actos de control parlamentario.
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Ciertamente, en esta perspectiva de control sustantivo-administrativo, el uso de estos instrumentos 
de control necesita de un elemento fundamental para hacerlos eficientes y efectivos, y es la 
profesionalización legislativa, entendida como la especialización o conocimiento que tengan los 
legisladores y los asesores y/o cuerpos técnicos de apoyo sobre temas concretos de políticas pública: 
a mayor conocimiento de los temas por parte del Legislativo será mejor el control parlamentario 
que se ejerza.

Hay un tramo amplio por caminar en las instrumentación del Sistema Nacional Anticorrupción y en 
relación al trabajo que deberá ejercer el Poder Legislativo. En materia legislativa se podría considerar 
favorable el contexto si tomamos en cuenta que algunas inercias actuales del Congreso pueden 
romperse o moverse con la llegada de legisladores con posibilidades de reelección a partir de 2018.
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Amargo desde dentro, 
desde lo que no soy, 

-mi piel como mi lengua- 
desde el primer viviente,

anuncio y profecía.

Lento desde hace siglos,
remoto -nada hay detrás- 

lejano, lejos, desconocido.

Lento, amargo animal 
que soy, que he sido.

Jaime Sabines

Nota: en este ensayo, cualquier generalización del género humano se hace a  
            partir del concepto de persona y no de hombre, de ahí su género femenino.

Introducción 

La complejidad de la corrupción, como un fenómeno sistemático y multifactorial, hace pertinente 
que su lucha no se enfoque exclusivamente en maximizar y fortalecer castigos. Por el contrario, es 
de vital importancia centrar nuestros objetivos en su prevención, atacando las causas que la generan 
y comprender que las afectaciones que se producen no son exclusivamente económicas sino que 
afectan a nuestra democracia y, con ello, nuestras relaciones personales y derechos humanos, nuestra 
base social y anhelos de construcción personal y comunitaria. 

Tomando como base a Sartori (1987: 31), quien reconoce que la manera de poder resolver un problema 
es conociéndolo primero, divido el contenido del presente ensayo en tres secciones: primeramente, hago 
una serie de anotaciones con respecto a la corrupción, analizando sus componentes y diferenciando 
las facetas que presenta; entendiendo que no todas las corrupciones actúan, se presentan ni afectan 
de la misma forma: por lo tanto, aunque su lucha sea coordinada, no es pertinente que se ejecute 
de manera uniforme o igual. 

Posteriormente, analizo la necesidad de acompañar a nuestras formas de hacer política las perspectivas 
de participación social (segunda sección) y derechos humanos (tercera sección). Si desde el principio 
nuestros procesos nacen viciados de estos componentes, el espacio para el florecimiento de la corrupción 
será fértil. Sin embargo, cuando apelamos a participación social y derechos humanos, generalmente 
se traduce en símbolos formales sin contenidos que no permiten sacar a relucir su potencial, por lo 
que será importante comprender en qué radican estas proposiciones para poderlas materializar como 
elementos esenciales de nuestra lucha anticorrupción, tanto en el ámbito nacional como local.  
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Corrupción: un fenómeno a primera vista amorfo 

Hoy en día, después de la seguridad, la corrupción es el tema de la política mexicana que más se 
discute, analiza y habla. La corrupción es vista como una “plaga insidiosa” que afecta nuestra democracia 
y, de manera subsecuente, nuestros derechos humanos, el estado de derecho y el mercado (CNUCC1, 
2014: iii). Sin embargo, a pesar de ser una idea que parece estar claramente concebida en nuestra 
conciencia colectiva desde hace tiempo, nos cuesta trabajo comprender cómo aliviar su endemicidad. 
Para tales efectos, es preciso comprender cómo es realmente la corrupción y cuáles son los factores 
que interactúan para desencadenarla, fomentarla o protegerla. 

Este deseo de comprensión tiene su origen reciente en 1993 con Transparencia Internacional; 
asimismo, otros organismos y agencias de cooperación internacionales -como el BM, la OEA, la ONU y 
el G20- han invertido recursos considerables en la lucha anticorrupción, misma que ya forma parte de la 
agenda internacional y es uno de los pilares en los que más se trabaja con la sociedad, organizaciones 
y gobiernos, reconociendo su peculiar complejidad como una de las características que la conforma 
(Arellano y Hernández, 2016: 11-13).

Además, nuestro país cuenta o con un problema más agravado o con una identificación más 
oportuna. Transparencia Internacional, a través del Índice de la Percepción de la Corrupción 2016, 
considera a México como el país más corrupto de la OCDE. Recientemente, esta misma organización 
midió a varios países de América Latina, donde México resaltó por ser el país con mayor incidencia de 
actos de soborno, donde el 51 % de las personas reconoció haber realizado este tipo de corrupción. 
Esta cercanía de la corrupción puede verse reflejada en una desconfianza hacia el sistema donde, por 
ejemplo, la impunidad reina en el 93.7 % de los delitos, que en el año 2015 se estimaron en 29.3 millones.  

1	 Nota: el glosario de siglas y acrónimos pueden encontrarse en la página 39.
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Tabla 1: Reino de la impunidad 

Delitos 
denunciados

Delitos NO 
denunciados

No especificado

10.5

89.3

0.2

Condición de 
denuncia del delito

Condición de inicio de
averiguación previa

1 El informante pudo haber confundido una Averiguación Previa con un Acta de hechos.

7.6

32.8

59.61

(6.3)
Respecto del 

total de delitos

Cifra 
Negra de 

93.7%

Con inicio de 
averiguación 
previa

Sin inicio de 
averiguación 
previa

No especificado

Delitos 
denunciados

Delitos NO 
denunciados

No especificado

10.5

89.3

0.2

Condición de 
denuncia del delito

Causas de la 
NO denuncia

Por causas
atribuibles
a la autoridad

Por otras causas

No especificado

0.6

36.4

63.0

Fuente: Presentación ejecutiva de la ENVIPE (INEGI, 2015: 24). Las cifras de la tabla corresponden a porcentajes.  

Tabla 2: Desconfianza hacia funciones básicas del Estado

Fuente: Presentación ejecutiva de la ENVIPE (INEGI, 2015: 28). Las cifras de la tabla corresponden a porcentajes. 
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Ante esta situación es que se implementa el Sistema Nacional Anticorrupción (SNA) como un 
esfuerzo articulado entre sociedad y gobierno -desde una perspectiva multinivel- para enfrenta 
racionalmente este problema público que no se concentra únicamente en el gobierno, ni en las 
empresas, ni en la ciudadanía sino que es un fenómeno sistemático, vivo y que atañe a una gran 
esfera de interacciones humanas. Actualmente, nos encontramos ya no en decidir si habrá SNA, sino 
en los alcances y mecanismos de mejoramiento del mismo. Cualquier fracaso o cualquier victoria 
será ahora un resultado compartido.

Al momento de enfrentar la corrupción, el primer error que cometemos es pensar que la corrupción 
es un tipo de mal que mantiene una unidad de comportamiento, cuando realmente lo que deberíamos 
hacer es luchar de manera coordinada contra las corrupciones. De esta manera podemos implementar 
esfuerzos de manera concreta a diferentes sucesos, entendiendo que no todos los remedios funcionan 
para todos los brotes. Para ello propongo identificar siete elementos, a saber: i. Tipo de acto, ii. Enfoque 
de estudio, iii. Beneficios, iv. Frecuencia, v. Percepción social, vi. Disponibilidad, y vii. Áreas de riesgo.  

En relación al primer punto -tipo de acto-, diferentes ordenamientos jurídicos, con un enfoque 
penalista, han identificado una serie actos que comparten la característica de corruptos. Sin el 
ánimo de describir detalladamente cada acto, me propongo identificarlos brevemente para poder 
diferenciarlos más que comprenderlos cabalmente2. Así pues, la literatura anticorrupción menciona 
los siguientes: soborno (corromper con dinero), peculado (quedarse o malutilizar dinero público), 
tráfico de influencias (usar el influjo del puesto para obtener beneficios), abuso de funciones (usar de 
forma excesiva el puesto para obtener beneficios), enriquecimiento ilícito (incremento injustificado 
del patrimonio), lavado de dinero (aparentar que fondos ilícitos son lícitos), encubrimiento (resguardar 
o no mostrar actos o personas que cometieron un delito), obstrucción de justicia (entorpecer la 
aplicación de la ley), nepotismo (tratamiento favorable injustificado a personas cercanas) y extorsión 
(obtener beneficio por la amenaza)3.

Ahora, concentrándonos en el enfoque de estudio, cabe destacar la diferencia realizada por 
Arellano y Hernández (2016:37-51) donde se distingue en tres perspectivas para analizar la corrupción: 
individual, relacional y sistémica. El enfoque individual observa que las corrupciones se realizan por 
individuos que tuvieron una  decisión racional en la que se analizaron costos y beneficios, pesando 
más estos últimos; las soluciones a esta perspectiva optan por maximizar los costos o castigos. Por 

2	 Nota: Cabe aclarar que para realizar cualquier tipo de procedimiento será pertinente conocer los diferentes elementos 
que lo conforman para dar un tratamiento jurídico adecuado.

3	 La selección de los tipos fue hecha con base en la CNUCC, salvo los de nepotismo y extorsión que se tomaron de Nash 
(2014).
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su parte, el enfoque relacional no pensará que la persona es corrupta sino la red en la que se mueve, 
empujándola a realizar actos de corrupción, aunque no sean socialmente reconocidos y exista un 
riesgo latente de ser atrapada. Por último, el enfoque sistémico es parecido al relacional, pero en 
éste la corrupción es vista como algo normal/aceptable, que al abarcar casi cualquier aspecto de la 
vida pública, tiene un costo de actuación prácticamente mínimo. 

Los beneficios de la corrupción –tercer aspecto- no siempre son económicos, también pueden 
ser políticos, profesionales, sexuales, de acceso a servicios o de no afectación -en el caso de la 
extorsión de un policía, por ejemplo- (Nash, 2014: 16). Mientras que la frecuencia puede dividirse 
entre extorsiva, que es la realizada una o pocas veces; y la colusiva, que tiene verificativo de manera 
reiterada (Arellano y Hernández, 2016: 51-52). 

En quinto aspecto y sexto aspecto -la percepción social y la disponibilidad- hablarán mucho de la 
idea colectiva que la sociedad y la persona tienen de la corrupción. La percepción social puede ver a 
la corrupción como de la calle-pequeña o grande-gubernamental (Nash, 2014: 17); esto influirá para el 
combate porque las personas estarán con el interés de que solo se castigue la grande, la de los millones 
de pesos y del gobierno, ya que la corrupción de la calle muchas veces no es percibida como parte del 
problema, pasarse un alto o comprar piratería, por mencionar algo. Mientras que la disponibilidad se 
referirá, entonces, a la motivación interna de la persona que comete el acto de corrupción, pudiendo 
diferenciar entre quien busca cometer el acto de corrupción con una actitud permanente y quien 
aprovecha algunos que otros momentos para realizarlo (Arellano y Hernández, 2016: 71).

Por último, la ASF, en su Informe General de la Cuenta Pública 2015, se ha enfocado en las 
consecuencias que trae la corrupción4, contemplando que un acto de corrupción genera áreas de 
riesgo que afectan de manera diferente a los distintos ámbitos de la labor pública. Las áreas de riesgo 
son afectación al erario público, desfase entre resultados esperados y obtenidos, discrecionalidad 
en la toma de decisiones, archivos públicos incompletos, información financiera incorrecta (los dos 
anteriores generan poca rendición de cuentas y espacio para la corrupción) y vulnerabilidad de las 
finanzas públicas. 

4	 En el último apartado analizo esta relación con una perspectiva de derechos humanos.
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Fuente: Elaboración propia con base en Nash (2014) y Arrellano y Hernández (2016). 

Comprendiendo esta realidad compleja y multifactorial, es que el SNA se construyó con el enfoque 
de abatir la corrupción, haciendo énfasis en las causas que la generan5, ante el error de querer 
eliminar la corrupción únicamente con castigos más fuertes y severos. Queda claro que el pasado 
solo se podrá “remediar” mediante la imposición de castigos políticos, administrativos, penales, civiles 
o laborales; pero el futuro requerirá mecanismos de gobernanza compatibles con nuestros tiempos 
que modifiquen las tendencias y no solo administren la inercia de la corrupción (Kumamoto, 2017). 

En todo el mundo, y no solo en México, se vive un fenómeno de desconfianza hacia la labor pública 
que para algunas personas es considerado un cambio de época política que está rompiendo con el 
“modelo Westfalia” (Canto, 2010: 20). Ferrajoli (1999: 15) comenta que esta crisis -quebrantamiento 
entre población y gobierno- se da, primeramente, porque hoy en día la carga de trabajo del gobierno 
es mucho más compleja que en cualquier otro momento de su existencia, generando una labor no 
satisfactoria con descontento social acrecentado. Segundo, la globalización incorporó a la arena a 

5	 5 El artículo 113-III constitucional, señala como una de las obligaciones del Comité Coordinador del SNA:
…
b)	 El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control de recursos públicos, de prevención,  
      control y disuasión de faltas administrativas y hechos de corrupción, en especial sobre las causas que los generan;

I. TIPO DE ACTO

•Soborno
•Peculado
•Tráfico de influencias
•Abuso de funciones
•Enriquecimiento 
   ilícito
•Lavado de dinero
•Encubrimiento
•Obstrucción de 
   justicia
•Nepotismo
•Extorsión

II. ENFOQUE DE 
ESTUDIO

•Individual
•Relacional
•Sistémico

III. BENEFICIO

•Económico
•Político
•Profesional
•Sexual
•Acceso a 
   servicios
•De no afectación

IV. FRECUENCIA

•Extorsiva
•Colusiva

V. PERCEPCIÓN 
SOCIAL

•De la calle
•Grande

VI. DISPONIBILIDAD

•De oportunidad
•Permanente

VII. ÁREA DE RIESGO

•Afectación al erario
•Desfase de 
   resultados
•Descrecionalidad
•Archivos 
   incompletos
•Información 
   financiera 
   incorrecta
•Vulnerabilidad de 
  finanzas

Tabla 3: Aspectos de la corrupción
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diferentes actores con un poder suave y económico abrumador que van más allá de las estructuras 
clásicas del estado, que se basan en redes que no conocen fronteras.

No ver este rompimiento desde arriba y desde abajo y continuar con la misma lógica de trabajo 
será querer responder a exigencias del siglo XXI con estructuras institucionales que fueron diseñadas 
el siglo pasado (Espinosa y de la Mora, 2017: 7), lo cual generará un desfase y una insatisfacción cada 
vez mayor. Ante esto, sugiero incorporar a la lucha anticorrupción figuras de participación social con 
un enfoque de derechos humanos que permitan reestructurar la política anticorrupción desde sus 
causas. Aunque estas figuras también forman parte de una necesidad aceptada dentro de la conciencia 
colectiva, generalmente responden a factores formales que no permiten sacar a relucir su verdadero 
potencial. Cuando escuchamos participación social o derechos humanos pensamos en símbolos o 
principios que difícilmente se materializan en algo concreto, mi meta será concretizar estos principios 
en una serie de alternativas que respondan a las necesidades de cada localidad.

Incorporar a la lucha anticorrupción participación social y derechos humanos no quiere decir 
romper con el sistema actual ni modificar su operación, sino acompañar planteamientos para hacer 
más diversa nuestra democracia: una buena implementación no requiere complicar el sistema y la 
labor pública, hoy en día bastante complejizada, sino catalizar de mejor manera nuestros deseos de 
acabar con este lento y amargo animal que es la corrupción.  

Participación Social 

La participación social, como forma de hacer política y hacer funcionar las instituciones, es un 
requerimiento exigido en la comunidad internacional hoy en día. Lamentablemente, esta participación 
es malentendida sin llegar a comprender sus alcances, limitaciones y retos; por lo que será de vital 
importancia comprender su naturaleza, características y figuras para posteriormente poder contemplar 
su adecuación a la lucha anticorrupción, bajo la tesitura de que la participación social -llevada a la 
política en general- es uno de los mejores combates que podemos realizar para atacar las causas 
que generan la corrupción. 

	 Enriqueciendo la Democracia

Bauman (1998: 86) nos habla sobre el ágora griega como esta esfera que se encuentra a la mitad 
del camino entre el oikos (esfera privada u hogar) y la ekklesía (esfera pública). El ágora permite un 
intercambio y es la parte central de la vida cultural, atlética, artística, espiritual y política de una ciudad. 
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De igual manera, la participación social es esta esfera que permite el intercambio de información 
entre otras dos esferas que antaño eran apreciadas como separadas: sociedad y gobierno. 

Para Isunza (2006: 274), el ágora puede adquirir, en el mundo moderno, la caracterización de 
instituciones que generan el contacto entre la sociedad civil y el gobierno. Sin embargo, desde la 
visión de la posmodernidad también se ha colado a este espacio una participación social verificable 
que se mantienen en un “continuum de formalidad-informalidad”, que generando una complejidad 
mayor, pocas veces es entendida; y que como consecuencia, erróneamente, se tiende a tratar de 
implementar instituciones que por lo único que se caracterizan es por su formalidad pero no por su 
sustancialidad de participación social.

Por su parte, Habermas (2004) retoma la Teoría de Centro-Periferia y la enfoca a la práctica política, donde 
la periferia (sociedad) trata de influir en el centro (gobierno) por lo que será necesario mantener una cierta 
porosidad del centro hacia intercambios de comunicación y espacios de diálogo que nos recuerdan al ágora 
griega que menciona Bauman. Esta reunión, aunque basada en el diálogo, genera choques y una tensión 
permanente entre “el ser y el deber ser, entre lo posible y lo deseable” (Isunza, 2010: 102). Pero esta tensión 
y choque es un síntoma de democracia porque impide el fortalecimiento de un pensamiento dogmático. 

Ya sea desde la perspectiva de Bauman o la de Habermas, se aprecia que la labor política no es 
para «pensarnos antártidas, yermas y aisladas” sino como posibilidad de “entendernos archipiélago, 
multitud y cardumen” (Kumamoto, 2017). Estas nuevas ideas, sin embargo, no son una moda sino 
una consecuencia ante el desarrollo histórico, particularmente acrecentado en Latinoamérica, de 
transición hacia democracias funcionales. Esta inflexión se da por la herencia de sistemas dictatoriales 
o totalitarios donde el orden y la coerción -incluso ilegítima- eran los valores fundamentales (Bacqué 
et al., 2010 138), hoy en día damos paso hacia una gobernanza donde el centro del poder no recae 
en alguien sino en el cardumen. 

Así pues, ahora la democracia ya no implica llegar al poder sino una forma de ejercerlo. Al habernos 
ocupado tantas décadas de perfeccionar nuestro sistema electoral, descuidamos la importancia de 
una cultura cívica que se construye todos los días y que va más allá de partidos, personas o proyectos 
trienales o sexenales (Córdova, 2016). Y al ser la participación social un tema relativamente reciente -y 
ante el descontento generalizado-, es fácil caer en contradicciones o imprecisiones. La primera es que 
la participación social no implica una distribución del poder, sino el pleno goce y ejercicio de derechos 
de todas, es decir: no se trata de fragmentar el poder, volviéndolo inoperable, sino de garantizar que 
la intervención estatal -mediante sus políticas públicas- incorpore procesos racionales, informados y 
comprometidos para elegir soluciones que involucren a las personas (Espinosa y de la Mora, 2017: 11). 
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Es importante realizar estas precisiones para que el SNA pueda, con un entendimiento de la 
corrupción, exponenciar una cultura cívica y política que se viva no solo desde la macropolítica (leyes, 
ordenamientos, discursos) sino desde la micro o subpolítica (trámites, diálogos, servicios).  Para esto 
será importante ver que la participación social -como una esfera de intercambio de comunicación y 
diálogo entre sociedad y gobierno- implica una heterogeneidad de la sociedad y del gobierno. En 
relación a la sociedad hay que realizar esfuerzos para que los mecanismos de participación puedan 
ser llevados tanto a la academia, cámaras empresariales u OSC como a las personas de a pie, pasando 
de la satisfacción de clientes a la deliberación y corresponsabilidad de las personas. Por el lado del 
gobierno, será importante entender que la participación debe abarcar tanto al diseño como a la 
implementación y control/fiscalización de cualquier política pública en cualquier orden de gobierno, 
reconociendo, claro está, los límites de nuestros recursos humanos, económicos y ambientales. 

Diversos ordenamientos6 han hecho hincapié en la importancia y necesidad de incorporar la 
participación social a la vida pública, como el artículo 23 de la Ley del SNA. Sin embargo, además 
de la importancia de cumplir con las disposiciones convencionales, constitucionales y legales, es 
menester entender estos mecanismos, a saber: para qué nos sirven, en qué nos benefician y, una vez 
que la convicción se tenga, comprender cómo y dónde implementarlos partiendo del lugar donde 
nos encontremos. 

6	 Por mencionar algunos, el objetivo 16 de desarrollo sostenible (paz, justicia e instituciones sólidas) apuesta a:
- Reducir sustancialmente la corrupción y el soborno en todas sus formas.
- Crear instituciones eficaces, responsables y transparentes a todos los niveles
- Garantizar la adopción de decisiones inclusivas, participativas y representativas que respondan a las necesidades a 
todos los niveles.
Por su parte, la CNUCC insta:
-Artículo 5 (Políticas y prácticas de prevención de la corrupción)
Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, formulará y aplicará 
o mantendrá en vigor políticas coordinadas y eficaces contra la corrupción que promuevan la participación de la socie-
dad y reflejen los principios del imperio de la ley, la debida gestión de los asuntos públicos y los bienes públicos, la 
integridad, la transparencia y la obligación de rendir cuentas.
- Artículo 13 (Participación de la sociedad)
Cada Estado Parte adoptará medidas adecuadas, dentro de los medios de que disponga y de conformidad con los 
principios fundamentales de su derecho interno, para fomentar la participación activa de personas y grupos que no 
pertenezcan al sector público, como la sociedad civil, las organizaciones no gubernamentales y las organizaciones 
con base en la comunidad, en la prevención y la lucha contra la corrupción, y para sensibilizar a la opinión pública 
con respecto a la existencia, las causas y la gravedad de la corrupción, así como a la amenaza que ésta representa.
Nota: Para otros ordenamientos internacionales -de forma general y particular- puede consultarse el artículo 23 de 
la Convención interamericana contra la corrupción, el artículo 15 del Pacto internacional de derechos económicos, 
sociales y culturales, los artículos 7 y 8 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer, el artículo 25 de la Convención americana de derechos humanos, el artículo 13 de la Convención so-
bre derechos del niño y los artículos 29 y 30 de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad..
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	 Enriqueciendo los Sistemas Anticorrupción 

Enfocándonos en los sistemas nacionales y locales anticorrupción, habrá que ver cuál es la forma 
que adquiere la participación social en sus procesos. En lo que respecta a la corrupción, la misma 
juega una relación dialéctica con la desconfianza social, es decir, la corrupción y la desconfianza 
de la sociedad son causa y efecto una de la otra, al punto en el que se activan y reproducen 
correlativamente. Entonces, cualquier lucha anticorrupción tendrá que tener como base revertir la 
situación de desconfianza -en máximos históricos- hacia la política a través del ágora griega o la 
porosidad de comunicación periférica-ciudadana al centro-gobernante: cualquier lucha en sentido 
distinto estará destinada a la inefectividad. De esta forma, la lucha anticorrupción, con una perspectiva 
de participación social, extiende las nociones clásicas de beneficios económicos para, incluyendo a 
éstos, adecuarse a principios contemporáneos de democracia y transparencia, tal como lo menciona 
la ASF en el Informe General a la Cuenta Pública 2015 (p. 35).

El alcance de la participación social en la lucha anticorrupción debe de ser para debatir, gestar, 
decidir, vigilar y seguir para evaluar. Sin embargo, hay que recordar a Sartori (1987: 31-35), quien nos 
hace la advertencia de que nuestros deseos deben de tener en consideración la concretización de 
una democracia real y no una democracia imaginaria. Por lo que enfocarnos en los puntos necesarios 
que pueden concretizarse será una tarea vital para legitimar y lograr estos anhelos.

Hoy en día, la idea generalizada de la sociedad está enfocada en “los grandes peces gordos” 
que han adquirido una gran mediatización. Con precaución, estos espacios de apertura coyuntural 
deben ser tomados en cuenta y no dejados a un lado, porque olvidarlos sería no entender que los 
tiempos y formas de la sociedad y gobierno son distintas. Asimismo, es el descontento a esos casos 
lo que ha dado un mayor peso a la sociedad civil exigiendo como una legisladora más. Aun así, una 
cosa es tomarlos en consideración para entender el descontento y otra es que sean nuestra línea 
de trabajo. Nuestra línea de trabajo no debe ir por ahí, debe de plantearse una democracia a futuro 
con beneficios que divido en tres rubros: legitimidad, eficiente efectividad y rendición de cuentas.

En lo que respecta a legitimidad, los sistemas anticorrupción tienen la tarea sustancial de que la 
sociedad y gobierno se vean como corresponsables de la corrupción. Si bien se puede argumentar que 
las corrupciones de dar una mordida y desviar millones de pesos para un hospital no son lo mismo, 
la primera incentiva un sistema que permite la segunda, y viceversa. Para que la lucha anticorrupción 
se viva en la calle, instituciones e interacciones es importante que su diseño, implementación y 
vigilancia tenga una corresponsabilidad: si todas tomamos las decisiones, todas somos responsables. 
Sin embargo esto no debería estar enfocado a la lucha anticorrupción exclusivamente, sino a las 
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políticas públicas de manera general, ya que lo que queremos no es tener un país libre de corrupción 
en sí mismo, sino un país libre de corrupción para gozar y ejercer de nuestros derechos. Los sistemas 
anticorrupción deben de ser quienes diseñen una nueva forma de hacer política que reconozca que 
un proceso que nace viciado de participación social -sea anticorrupción o de cualquier tipo- es un 
espacio fértil y propenso para la generación de mayor corrupción.

Ahora bien, no solo contar con la medalla de legitimidad es lo que justifica a la participación 
social sino que las políticas públicas cuenten con una eficiente eficacia. La eficiencia permitirá un 
ahorro considerable de los gastos que realizamos y un destino más razonable del dinero público. 
Grandes obras con poca observancia pueden estar mal dirigidas y generan una sensación de que el 
dinero se está malgastando, además de que se puede estar malgastando al inflar costos. Procesos 
de presupuestos participativos, por ejemplo, han demostrado una mayor observancia del dinero por 
parte de la sociedad y un destino del dinero público a las verdaderas necesidades de la población y 
no a espacios malregulados propicios a generar actos de corrupción.

La lucha anticorrupción con perspectiva de participación social también permite una mejor rendición 
de cuentas, tanto en el ámbito de contar el dinero como de contar la justificación (Isunza, 2010: 239). 
Nuestra tradición política de ver a la rendición de cuentas como la entrega de informes del Ejecutivo 
de datos y cifras de manera unidireccional ha comprobado que no cuenta con una fiscalización social, 
y que la fiscalización de EFS no necesariamente son tomadas en consideración al nivel que deberían, 
a pesar de contar con técnicas muy oportunas que permitirían instrumentar cambios a mejorar en el 
presupuesto, además de la recuperación de montos a las arcas del estado.

		  Diagnóstico de la Auditoría Superior de la Federación

La ASF es una institución con un peso considerable dentro de la lucha anticorrupción. Además de 
formar parte del SNA y del SNF, genera una serie de insumos que tienen el potencial de generar efectos 
positivos para una lucha anticorrupción con perspectiva de participación social. Por un lado tenemos los 
beneficios cuantificables, pero también contamos con los no financieros que, correctamente usados, 
podrían ayudar al diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas. Por supuesto, estas 
medidas tienen un enfoque preventivo, ahora la idea será seguirlas generando pero con el impulso 
de que sean tomadas mediante una participación social. Pero, ¿en qué estado se encuentra la ASF 
en relación a la participación social? 

La ASF, cuya naturaleza es ser una EFS, cuenta con seis tipos de herramientas de participación 
social: i. Posibilidad de compartir información sobre irregularidades en la institución en la que se 
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labora, ii. Alerta empresarial, iii. Denuncia contra servidores públicos de la ASF, iv. Sugerencia de 
auditoría, v. Auditorías a la participación social, y vi. Acercamiento educativo.

Las tres primeras no implican un enfoque preventivo sino prospectivo en el que se busca atacar 
actos de corrupción que aparente o presuntamente se generaron, además de que la participación 
queda limitada a accionar el mecanismo y proporcionar información en un primer momento. Claro 
está que una sistematización de estos procesos podrá arrojar resultados que posteriormente permitan 
generar información de utilidad. La cuarta herramienta no necesariamente implica actos de corrupción 
sino que se puede investigar en un área con lagunas legales, pero también implica una participación 
que se limita a accionar el mecanismo y proporcionar información.  

La quinta herramienta, no considerada formalmente un mecanismo de participación social, no 
incorpora a la sociedad pero sí la evalúa en su interacción con gobierno y genera información útil 
y de vital importancia a ser considerada. Una propuesta puntual sería que la ASF o las EFSL puedan 
asociarse con OSC, academia, cámaras empresariales o personas para generar, dentro de sus informes 
anuales, espacios dedicados a auditorías de la participación social para poderla mejorar, tomando en 
consideración las necesidades que cada localidad presenta.  

Esto, ya que la auditoría como tal es “un sistema de seguimiento y evaluación” que puede 
analizar las fortalezas y debilidades de la vida democrática (Vargas, 2007: 54). Ahora, si los insumos 
se generan desde la visión de la ASF, las auditorías a la participación social no necesariamente serán 
útiles para otros grupos. Incorporar a estas auditorías mecanismos de participación social permite que 
los resultados, además de ser utilizados para la supervisión de la labor pública, se vean reflejadas en 
la visión y previsión de la labor pública bajo insumos a la sociedad (CIDE, 2015). Desde el año 2014, 
la ASF ha incorporado auditorías que evalúan algún aspecto la participación social, generalmente 
financieras y de desempeño (98.1 %) en temas de educación, salud, políticas sociales y seguridad. 
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Pensar que la ASF es solo un órgano de revisión y auditoría es malentender su función como un 
órgano que, de acuerdo a su obligación constitucional de promover derechos humanos, tiene que 
promover una cultura de rendición de cuentas. En su informe Consideraciones legislativas del año 2017, 
la ASF identificó áreas a mejorar en relación a la participación social. Primeramente, recomendó emitir 
una Ley General de Participación Social (inexistente hoy en día en el país a nivel nacional o federal, 
aunque algunos estados cuentan con ella) que se enfoque en la gestión, vigilancia y evaluación del 
gasto y programas públicos. Cabe recordar que muchas de las leyes estatales hoy en día consideran 
una participación social atañida a temas políticos y ligada a lo electoral, con regulación de figuras como 
referéndum, iniciativa popular o plebiscito, pero sin incorporar figuras deliberativas y que impliquen 
mayor corresponsabilidad. Además, la ASF consideró que algunas de las figuras de participación social, 
como los comités en temas de educación y salud, tienden a contar con una débil operación y una 
presencia más formal que sustancial en el seguimiento de obras y programas. Asimismo, considera 
que gran parte de la normativa no tiende a fortalecer estas figuras y no se les asigna claramente un 
presupuesto para que puedan operar y funcionar de manera adecuada, particularmente los Comités 
de Contraloría Social. 

Así las cosas, será importante que las cinco primeras figuras con las que cuenta la ASF para 
fomentar la participación social (junto con la sexta que es visible en concursos de ensayo, videos, 
participación en foros, etcétera) se mantengan, pero que, particularmente la quinta, se acerque mucho 
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más a la localidad: será interesante en este punto que la colaboración que mantenga la ASF, a la luz 
del SNA, pueda servir para coordinar la labor que las instituciones locales realicen a la materia con 
la experiencia y asistencia que pueda otorgar la institución. 

	 Clasificación de la Participación Social 

Los mecanismos de participación social mencionados en el apartado anterior7 comparten la 
característica (los primeros 4) de ser mecanismos de vociferación. Esto quiere decir que su papel se 
centra en dar voz a la ciudadanía a través de mecanismos de denuncia o de activación de procesos 
internos para la lucha anticorrupción. Son mecanismos que reconocen la falta de tecnicidad y la apatía 
del grueso de la población, pero que otorgan canales y espacios de porosidad de comunicación.  

Sin embargo, nos comenta Canto (2011: 54) que si la participación social se limita “a la vociferación 
de quejas, demandas, denuncias o reclamos, su único aporte será llamar la atención del gobierno 
hacia asuntos específicos ignorados o mal atendidos y eventualmente colocarlos en la agenda, pero 
no contribuirá a entender el problema ni a plantear soluciones benéficas para la comunidad”. Por 
esta razón es que es necesario entender el alcance de otros mecanismos de participación social, 
mismos que no pueden ser aplicados de manera mágica o de forma general, sino que deberán de 
comprender una serie de elementos, a saber: conocer a la población, sus inquietudes y sus niveles 
de participación, comprender la coyuntura local y apoyarse de estudios o auditorías que permitan 
monitorear los brotes de corrupción para poderlos atacar.   

Para que la participación social pueda volverse una realidad en el ágora, es necesario incorporar 
mecanismos de participación directa; los indirectos son las quejas o denuncias, y son llamados así 
porque la participación solo activa pero no gestiona. Incorporar mecanismos de participación directa 
es pasar a no solo cubrir el qué sino también contemplar el cómo. Ahora, esto no es una carta abierta 
o cheque en blanco a la población, ya que una de las características de la burocracia es su alto nivel 
de profesionalización y tecnicidad (Weber, 2002: 178), que ayuda a delimitar los planes de acción y 
acotarnos a la realidad, funcionalidad y sostenibilidad. Esta apuesta es una apuesta en conjunto para 
incorporar las metas de legitimidad, eficiente eficacia y rendición de cuentas.

El primer paso es dejar de ver a la población como un segmento al que se le busca satisfacer como 
si fuera una clienta: no es una usuaria de servicios, ni es beneficiaria de los programas anticorrupción 

7	 i. Posibilidad de compartir información sobre irregularidades en la institución en la que se labora, ii. Alerta empresarial, 
iii. Denuncia contra servidores públicos de la ASF, iv. Sugerencia de auditoría, v. Auditorías a la participación social, y 
vi. Acercamiento educativo.
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sino una cogestora de los proyectos que se buscan implementar (Olvera, 2006: 377). ¿Por qué es 
necesaria esta concepción? Porque en la concepción clientelista no se puede apelar a derechos, y 
los mecanismos de decisión se tornan discrecionales al primar los resultados únicamente (CIESAS, 
2006: 54); sin embargo, hemos visto cómo esta concepción no ha dado los resultados esperados 
porque la lucha anticorrupción no es un servicio, es un mal sistemático. 

El segundo paso es comprender la forma posmoderna de hacer política hoy en día. Como se 
mencionó anteriormente, el quebrantamiento de las nociones clásicas del estado ha dado pauta a 
una serie de actores, actrices y redes que han rebasado nuestra institucionalidad moderna, sólida y 
estructurada a una líquida, impermanente y sin fronteras (Bauman, 2009). Esto ha dado lugar a ver 
nuestros procesos políticos en un “continuum de formalidad-informalidad” (Isunza, 2006: 265). Por 
ejemplo, los presupuestos participativos de Porto Alegre no contaban con una garantía y seguridad 
jurídica, pero han llegado a influir a cientos de comunidades en todo el mundo; curiosamente, fue 
esta informalidad la que permitió adaptar los mecanismos y perfeccionarlos hasta consolidarlos 
socialmente (De Sousa, 2007).  

No obstante, es importante, máxime en un país como México, comprender los alcances, riesgos y 
beneficios de la institucionalización de figuras políticas. El riesgo está en caer en una burocratización 
que vuelva inoperable o tediosa la participación; la institucionalización también tiene el riesgo de 
que se cumpla en el papel pero no en la realidad, como lo ha percatado la ASF en su Informe del 
Consideraciones Legislativas (2017: 35). Aun así, la institucionalización también permite potencializar las 
figuras, dotarlas de autonomía, de presupuesto, de canales, de estructura para crecer y consolidarse, 
así como la posibilidad de poderlas medir y evaluar. Asimismo, la institucionalización permite contar 
con figuras que vayan más allá de lo electoral, que no recaigan en la voluntad política sino que sean 
instrumentos vivos. Para lograr esta legislación y marco jurídico favorable se necesitará, sin embargo, 
voluntad: tanto política como de la sociedad (Fundar, 2017: 15). 

El tercer y último punto, recae en superar nuestras dudas de lo que realmente es participación 
social: muchas veces apelamos a ella de una manera simbólica, que parece ser un principio abstracto 
que no tiene forma y que es difícilmente aplicable a una sociedad compleja. Así que me propongo 
en los siguientes subapartados a clasificar los mecanismos de participación social con base en su 
profundidad, amplitud y características para tener una idea clara de cuáles, cómo, dónde y para qué 
podemos emplearlos.
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		  Clasificación general 

En este primer subapartado me referiré a la serie de elementos que cualquier figura de participación 
social puede tener, considerando la voluntad a la hora de su creación, dividiéndolas en tres segmentos: 
i. Características (de enfoque, de atributos y de integración), ii. Transparencia, y iii. Rendición de cuentas. 
Dependiendo de la población, el gobierno y los intereses, las figuras podrán tener un tratamiento 
diferente. Habrá algunos que serán más aconsejables que otros, pero no todos podrán ser cabalmente 
aplicables a toda situación que se requiera.  El primer elemento es caracterizar, particularmente desde 
cómo se ve, qué necesita y cómo se forma la participación social. Así pues, la participación social 
puede tener tres enfoques (Ochman, 2007: 75-99): i. Republicana, donde las personas no apuestan 
por su beneficio personal sino que entienden las dinámicas sociales, actuando y decidiendo en torno 
a ello; ii. Liberal, formada por diferentes grupos con intereses contrapuestos que cabildean por sus 
proyectos; y iii. Comunitarista, que va desde quienes apuestan a comunidades orgánicas de antaño, 
hasta quienes apuestan por la creación de lazos fuertes en comunidades locales. Esta división tiene 
mucho que ver con la voluntad política, elemento esencial para la institucionalización de las figuras.  

Ahora bien, la segunda característica es la de los atributos que puede llegar a tener una figura: se 
dividen entre necesarios y suficientes. Los necesarios son los que siempre deben estar porque tienen 
un vínculo directo con las nociones de una participación social directa: tiempo oportuno de monitoreo, 
sanciones, conclusiones no desdeñadas, inexistencia de dualidad en dirección, independencia y 
competencia legal. Las suficientes permitirán consolidar o dar más campo de acción a las figuras 
(se indican de mayor a menor grado de importancia): poder de deliberación, poder de veto, poder 
asignativo, poder de certificación, accesibilidad de la información, exigibilidad de información, derecho 
de petición, acciones judiciales e instancia receptora de quejas y denuncias (CIESAS, 2006: 56-58). 
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Fuente: Elaboración propia con base en una recopilación de ideas de O´Donnell (1994), CIESAS (2006), Ochman (2007), 
Peruzzotti (2007), Isunza (2006, 2010) y Hoffman (2016). 

Por último en relación a las características, las diferentes figuras de participación social pueden 
involucrar a diferentes sectores de la población. La sociedad civil a veces es malentendida, pero será 
una labor importante y fundamental que las figuras tiendan a no discriminar, ya que en la práctica 
pueden llegar a concentrarse en ciertos grupos como el sector empresarial, las OSC, movimientos 
sociales o las universidades. Claro está que estos grupos cuentan con mayor conocimiento técnico 

 

 
 

I. CARACTERÍSTICAS

ATRIBUTOS

III. RENDICIÓN DE CUENTASII. TRANSPARENCIA

Necesarios

•Tiempo oportuno de 
  monitoreo
•Sanciones
•Conclusiones no 
   desdeñadas
•Inexistencia de 
  dualidad en dirección
•Independencia
•Competencia legal

Suficientes

•Deliberación
•Veto
•Poder asignativo
•Certificación
•Accesibilidad a la 
   información
•Exigibilidad de 
   información
•Derecho de petición
•Acciones judiciales
•Recepción de quejas y 
   denuncias

INTEGRACIÓN

•Sector empresarial
•Organización civil organizada
•Movimientos sociales
•Academia
•Personas de a pie, no 
   organizadas o discriminadas 
   estructuralmente

ENFOQUE

•Republicano
•Liberal
•Comunitarista

•Pasiva/reactiva
•Activa
•Focalizada
•Proactiva

DIMENSIONES

•Informativa
•Explicativa
•Exigitiva

CONTROL

•Vertical
•Horizontal
•Social
•Transversal

ESFERA 
TEMPORAL

oAntes
oDurante
oDespués

Tabla 5: Elementos de la participación social 
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y profesionalización, pero una adecuada participación social también debe de tener en cuenta a la 
persona de a pie, no organizada y que muchas veces está estructuralmente discriminada, como lo 
pueden ser las comunidades indígenas, las personas con discapacidad, las adultas mayores, entre 
otros grupos. 

Los otros dos elementos de cualquier figura de participación social se referirán a su transparencia y 
rendición de cuentas, que pueden ser tanto interna como externa, es decir, tanto lo que una figura de 
participación social está obligada a rendir como lo que puede exigir y hacer rendir a alguien más. En 
lo que refiere a la transparencia, la misma puede darse de cuatro formas diferentes (Hoffman, 2016: 
19): i. Pasiva o reactiva, otorgando información a solicitud únicamente; ii. Activa, en cumplimiento 
de los ordenamientos que les regulen; iii. Focalizada, información puntual de manera voluntaria o 
por la coyuntura de un tema; y iv. Proactiva, donde la institución o figura va más allá de la coyuntura 
e incorpora novedades tecnológicas para apostar a la transparencia abierta, dando la posibilidad de 
poder consultar prácticamente cualquier documento sin necesidad de solicitud. Sería ideal que las 
instituciones y figuras tendieran a esta última faceta, pero hay que reconocer que ni a nivel federal 
se cuenta con un grado satisfactorio de esta exigencia, mucho menos a nivel estatal o local. 

Por su parte, la rendición de cuentas permitirá que tanto figuras como instituciones se sujeten no 
solo a la ley, sino a la razón (Isunza, 2010: 237). Para ello hay un sinfín de técnicas de rendición de 
cuentas, para ejercicio se dividen en tres: i. Control, ii. Dimensión, y iii. Esfera espacial. 

La diferenciación en control parte de la teoría muy hablada de rendición de cuentas, en la que se 
identifican cuatro tipos: rendición de cuentas vertical, el castigo o beneficio electoral de la ciudadanía; 
horizontal, una institución fiscaliza a otra; social, es una rendición de cuentas de la ciudadanía al 
gobierno que no se enfoca en lo electoral sino en la mediatización; y la transversal, que permite una 
institucionalización de figuras ciudadanas con figuras gubernamentales para la fiscalización (O´Donnell, 
1994; Isunza, 2006; Peruzzotti, 2007). Nuevamente, sería ideal girar hacia la incorporación mayor de 
figuras transversales, aunque la complejidad de la sociedad y del gobierno no siempre lo permite.  

Por su parte, existen tres dimensiones que cualquier rendición de cuentas debe de tomar en 
cuenta para ser verdadera: informativa, que será una narración y puntualización de lo que se hizo; 
explicativa, que acompañe una justificación y racionamiento; y exigitiva, donde a la instancia a la 
que se rinda cuentas pueda tener la facultad de reconocer lo correcto y castigar lo erróneo, así como 
influir en los siguientes proyectos, a través del presupuesto o el diseño de los proyectos, por ejemplo 
(Isunza, 2006: 280).  
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Por último, será de vital importancia contar con una rendición de cuentas que no se centre en la 
etapa final o posterior de cualquier ejercicio de una política pública. Este mecanismo de control debe 
realizarse de forma prospectiva, procesal y retrospectiva: antes, durante y después. (Isunza, 2010: 244). 
Recordando que si tomamos decisiones compartidas, contamos con una responsabilidad compartida. 

		  Clasificación particular 

FACETAS

I. FASES (una o varias)

•Agenda
•Análisis
•Decisión
•Formulación
•Implementación
•Evaluación

II. NIVEL DE 
PARTICIPACIÓN 

(generalmente uno)

•Informativo
•Consultivo
•Deliberativo
•Delegativo
•Asociativo
•De control

III. AMPLITUD
 (son necesarias las tres)

•Notificación anticipada
•Información relevante, 
   actualizada y comprensible
•Procesos adaptables, 
   aceptables y accesibles

IV. INTERCAMBIO (uno)

V. AUTONOMÍA (una o varias)

Antes
•Deliberación
•Aprobación

Después
•Veto
•Asignativo
•Certificación

Informativos

•Contribución
•Transparencia
•Comunicación

Vinculatorios

•Mandatarios
•Transferencia
•Cogestivos

Tabla 6: Facetas de la participación social 

Fuente: Elaboración propia con base en una recopilación de ideas de CIESAS (2006), Isunza (2006), Canto (2010) y Fundar (2011). 

Ahora doy lugar a las figuras de manera particular, entendiendo que cada una tiene una forma específica 
que permite interactuar de una manera diferente. Las figuras podrán ser analizadas bajo cinco facetas 
de su actuar, a fin de que en el momento en que se determina luchar contra un tipo de corrupción, 
se puedan incorporar mecanismos de participación social que la eliminen por medio de sus síntomas. 
Estas cinco facetas son: i. Fases, ii. Niveles de participación, iii.Amplitud, iv. Intercambio, y v. Autonomía. 
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Las fases se refieren al momento de la política pública en la que se aplica la participación social. 
Puede o no estar centrada a alguna de las siguientes: agenda, análisis, decisión, formulación, 
implementación y evaluación. Por su parte, el nivel de participación nos hablará de qué tan profundo 
es el papel de la ciudadanía, puede ser un papel informativo, consultivo, deliberativo, delegativo, 
asociativo o de control (Canto, 2010: 32). De manera horizontal, se puede analizar qué tan amplia 
es la participación, en un sentido de calidad, para ello es fundamental analizar si los siguientes 
tres componentes se cumplen de forma simultánea: notificación anticipada, información relevante, 
actualizada y comprensible, y facilitación de la participación, es decir, que la misma se adecúe a 
lenguajes, formas y espacios adaptables, aceptables y accesibles (Fundar, 2011: 7).  

El intercambio nos permitirá entender qué tan vinculante es la participación desde dos direcciones 
-gobierno a sociedad, o viceversa- a través de la toma de decisiones (Isunza, 2006: 271): podemos dividirla 
en dos, de carácter informativo y vinculatorio. Los informativos pueden darse a manera de contribución 
(quejas, denuncias), por transparencia (portales o unidades de acceso), o de comunicación (consejos 
consultivos no vinculantes). Los vinculatorios pueden ser mandatarios (referéndum), transferencia 
(proyectos delegados) o cogestivos (consejo consultivo vinculante). Por último, la autonomía nos 
permitirá ver no tanto el grado sino el momento en el que las figuras adolecen o cuentan con la 
posibilidad de actuar o decidir por sí mismas (CIESAS, 2006: 59). Puede darse antes (deliberación o 
aprobación) o después (veto, asignación o certificación).  

Menciono a continuación las principales figuras de participación social, sin ahondar mucho 
en ellas, esbozo sus principales características para identificarlas de forma general (Fundar, 2017): 
asamblea (diálogo y toma de decisiones con representantes), referéndum/plebiscito (votación directa 
de una política pública), consejos consultivos (órgano de apoyo, información o examinación), cabildo 
abierto (reunión pública con tomadores de decisiones de un poder u institución), diálogo multiactor 
(reunión pública con tomadores de decisiones en relación a un tema), representación de usuarias 
de servicios (elección de personas beneficiarias o usuarias para dar su opinión), contraloría/auditoría 
social (fiscalización de la sociedad del gobierno), jurados (procesamiento donde la decisión recae 
en personas aleatorias de la sociedad), presupuesto participativos/fondos (deliberación y asignación 
de fondos públicos a proyectos), desarrollo comunitario (gestión colaborativa de una comunidad), y 
planes estratégicos (diseño público de directrices gubernamentales).  

***

Analicemos una de las figuras participativas con la Tabla 6 - Facetas de la participación social: la 
contraloría social. Pues bien, existen varios tipos de contraloría social pero podemos analizar una 
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que está conformada por personas de la sociedad civil mediante un proceso abierto, elegidas por 
un órgano técnico conformado por la academia que invita a diferentes sectores de la población. 
Pensando que forma parte de la estructura gubernamental, sin recibir salarios pero sí con un poder 
de solicitar información e influir en la toma de decisiones de la administración pública.  

Podríamos decir que en lo relativo a la fase de una política pública, evalúa. En lo que respecta a su 
nivel de participación se puede dar un nivel alto: de control, siempre y cuando sus consideraciones 
sean tomadas en cuenta. También puede contar con uno delegativo o asociativo. La amplitud tendrá 
que ser medida en el caso particular, así como la autonomía, aunque esta última se enfocará en la 
parte posterior, certificando una obra o vetando el recurso a la misma por encontrar irregularidades. 
Las contralorías sociales pueden tener un intercambio de información no vinculatorio, al recibir quejas 
y denuncias o proporcionar sugerencias; o uno cogestivo si trabajan en conjunto con un órgano 
interno de control.  

			   Contratación abierta

Una de las preocupaciones de la lucha anticorrupción se centra en los procesos de compra pública, 
ya que al contar con grandes recursos para su implementación, se despierta un gran interés en 
poderlos cooptar para beneficios personales. En el presente apartado, plantearé la forma de utilizar 
la participación social para contratos abiertos, con base en criterios de atención y formulación que 
ha desarrollado la OCDE y Open Contracting Partnership (OCP), quien observa a la compra pública 
como el riesgo número uno de la corrupción. Para tener una noción de lo que es el problema, el 
IMCO estima en 9% del PIB el costo de la corrupción (en el año 2015). OCP estima que el 25% de lo 
invertido en compras públicas se va en corrupción a nivel mundial; además, considera que países 
con granes recursos, pero con instituciones no del todo democráticas, son ideales por reunir dos 
elementos para quienes quieren cometer actos de corrupción: dinero y falta de rendición de cuentas. 

Ante ello, se ha instado a países del mundo a incorporar procesos de contratación abierta, 
enfocados en la transparencia y uso de TIC –con énfasis en blockchain-, que generarán comunidades 
virtuales que no sustituirán a las reales, es decir, no debilitarán el capital social sino que reforzarán las 
relaciones y permitirán –si existe un reconocimiento de su legalidad- el ejercicio de derechos y deberes 
que disminuirán la corrupción, consiguiendo los beneficios que trae aparejados esta disminución 
(Robles, 2009). El Gobierno Federal se ha comprometido a cumplir con una serie de disposiciones 
en materia de gobierno abierto, entre los que destacan su gasto y el seguimiento de obra pública 
que desgloce las justificaciones técnicas, la localidad, el tipo de inversión, dependencia y planeación 
(Plan de Acción de México en Alianza para el Gobierno Abierto). Sin embargo, este tipo de contratos 
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no son exclusivos del gobierno federal, sino que se mantienen con todos los órdenes de gobierno, 
con lo que la rendición de cuentas se complejiza; aun así, es importante destacar que esta serie de 
requerimientos propician un clima para hacer negocios porque reducen costos, incentivan y generan 
certeza y seguridad jurídica, así como permiten un piso parejo que inhibe monopolios. OPC estima 
que esta serie de medidas pueden ahorrar hasta un 10% del dinero que se destina a compras públicas. 

En el marco de la sistematización de la lucha anticorrupción, es pertinente considerar las áreas de 
riesgo que implica una compra, y la forma en la que se puede acompañar de procesos de contratación 
abierta y participación social, ya sea para prevenir corrupción, como para atacar la ya localizada. 
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1. DISEÑAR
Localizar nuestras 

metas y cómo 
mediremos el 

éxito

2. IDENTIFICAR
Qué datos y 

documentos son 
los necesarios 
para nuestra 
plataforma

3. CONSTRUIR
Crear una base 

de datos 
adaptada a los 
requerimientos 

necesarios

4. PUBLICAR
Mostrar los datos 
y documentos en 
formatos abiertos

5. USAR
Utilizar esta 

información en 
procesos de 
participación 

social para hacer 
la diferencia

6. APRENDER
Ajustar 

constantemente 
las deficiencias 

que se 
encuentren

7. ENSEÑAR
Documentar el 

impacto y 
analizar si se 

cumplieron los 
objetivos

FASE SUBFASE
EJEMPLO DE

ÁREA DE RIESGO
FIGURA(S) DE PARTICIPACIÓN 

SOCIAL

PR
EL

IC
IT

AC
IÓ

N
LI

CI
TA

CI
Ó

N
PO

ST
LI

CI
TA

CI
Ó

N

Evaluación 
y necesidades 

de mercado

Planeación 
y presupuesto

Requisitos

Procedimiento 
de contratación

Oferta

Evaluación de ofertas

Adjudicación

Gestión

Evaluación

Rendición de cuentas

Influencia externas 
en toma de decisiones

Presupuesto no 
realista o inexistente 

planeación

Hechos a la medida

Abuso de 
excepciones legales

Poca publicidad

Conflicto de interés

Abusos en calidad, 
precio y tiempo

Inexistencia

Simulación

- Asamblea
- Consejos consultivos

- Cabildo abierto

Presupuestos participativos
- Fondos

- Planes estratégicos

- Cabildo abierto
- Asamblea

- Diálogo multiactor

- Contraloría social

N/A

- Consejos consultivos

- Contraloría social

- Contraloría social
- Desarrollo comunitario

- Representación de usuarias 
de servicios

- Contraloría social

Tabla 7: Contratación abierta y participación social

Fuente: Elaboración propia con base en las ideas desarrolladas por OCDE (2017a) y Open Contracting Partnership (2017).
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	 Retos y Consideraciones Finales 

El reto de la lucha anticorrupción con una perspectiva de participación social implica fomentar 
las figuras que -de manera informal o formal- ya se desarrollen en las diferentes instituciones o 
comunidades, así como fomentar las que aún no se han dado; así como en entender los inicios 
lentos que no respondan a estándares cuantitativos para medir su satisfacción sino a los cualitativos.
Existen ciertos temas que pueden afectar una correcta implementación, el primero es la desconfianza 
hacia la ciudadanía. La apuesta es a que las personas, dentro de los procesos políticos, pueden 
entender la situación de cualquier otra, estando obligadas a considerar cualquier situación como 
propia, tendiendo a elecciones racionales y justas. Procesos participativos como el de Porto Alegre 
han demostrado esta premisa.  

Un segundo tema que puede afectar la participación social es la paranoia en la que se incurra 
a una funcionaria que, de buena fe, actúe dentro de las instituciones y que, ahora con una “gran 
vigilancia”, sienta que su actuar es fácilmente atacado y, con ello, su puesto de trabajo. Por lo que es 
fundamental que, así como luchamos y somos directas en lo que no es válido, es importante reconocer 
lo que beneficia a la sociedad; en este punto no estoy hablando de recompensas personales pero sí de 
estímulos institucionales que permitan agilizar el trabajo, como una mayor dotación de presupuesto, 
una mayor libertad de administración, etcétera. Asimismo, es relevante hacer una diferencia en este 
punto: los procesos de participación social no estarán desprovistos de desacuerdos. Es normal que 
al momento de dialogar lo público, surjan posturas encontradas. Ante ello es importante no buscar 
unanimidades eternas sino consensos sobre temáticas. La diferencia entre unanimidad y consenso 
es que en el primero todas están a favor, y en el segundo nadie se opone (Martínez, 2006: 149). 

Tercero, una de las tareas fundamentales será la de sincronizar los tiempos y lenguajes de la sociedad 
con los del gobierno, que históricamente no encuadran, primando los segundos. Los procesos de 
participación social deben dejar a un lado lo electoral, deben de estar institucionalizados y acordarse a 
los procesos de las instituciones, pero también deben entender la lógica social: deben partir también 
un poco de la espontaneidad y de la fuerza que los propios procesos vayan generando. Empatar el 
lenguaje es una tarea vital que va más allá de los formalismos a los que estamos acostumbradas. 
Empatar el lenguaje es también aprovechar las TIC que apuestan por un desarrollo 3.0, en el que 
se involucre la comunicación social en la tarea gubernamental, pero que también el lenguaje de 
respuesta de los sistemas pueda estar adecuado al que se usa todos los días. Empatar el lenguaje 
también quiere decir simplificarlo. Hoy en día, en México, una ciudadana común puede rendirle 
cuentas a varios órdenes de gobierno y, dentro de éstos, a varios poderes, organismos autónomos 
y sus instituciones. Lo cual genera un gran universo que complica un poco entender, para quienes 
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no son conocedoras, a quién, cuándo y cómo acercarse para poder participar. Por el otro lado, la 
funcionaria tendrá procesos de rendición de cuentas dentro del lugar donde trabaja, a órganos internos 
y externos, así como una ciudadanía interesada. Simplificar estos procesos ayudará tanto a una como 
a otra parte. Ahora bien, ante las ideas que parecen un poco irrealizables es importante tomar en 
cuenta elementos que ya han sido estudiados que permiten un mayor acercamiento y una mayor 
participación. Esta propensión a los procesos está maximizada cuando se da en grupos focalizados 
no tan amplios, cuando existe un bien que está siendo otorgado, gestionado o administrado por el 
gobierno hacia la sociedad y cuando esta última da un tipo de contraprestación (Ceja, 2009: 123). 
Esto no quiere decir incorporar estos elementos a las políticas públicas, sino analizar cuáles cuentan 
con estas características para, a partir de ellas, adecuar procesos de participación social.  

		  Consideraciones al ámbito nacional 

Gran parte de las personas que han estudiado los procesos de participación social han hecho 
hincapié en que los mismos se dan de una mejor manera en la proximidad, en el ámbito local. Esto 
no quiere decir eliminar su implementación en el SNA a través de estructuras federales, sino entender 
el alcance que puede tener en las mismas. Además, la ASF ha contemplado dentro de su metodología 
de programación basada en factores de riesgo como uno de los elementos el impacto social con 
base en las solicitudes de diputadas, ciudadanas o medios. Cada institución se puede apoyar siempre 
de organizaciones de la sociedad civil, cámaras empresariales o la academia que tengan un alcance 
nacional para elaborar programas en conjunto o, incluso, realizar, en el caso de la ASF, auditorías 
compartidas en temas de interés democráticos como se da en Costa Rica hacia las Auditorías a la 
Democracia (Vargas, 2007) o en Paraguay y Colombia (CIDE, 2016: 136). Cabe recordar que, algunas 
legislaciones, son claras en mencionar que la participación social comprende “la fiscalización de los 
actos de la función pública”8.

Otros de los puntos que será importante mencionar será la incorporación a la agenda pública de 
la necesidad de contar con una Ley General de Participación Social, tal como lo señala la ASF en su 
Informe Consideraciones Legislativas del año 2017, ya que la participación sigue siendo un área que 
está sujeta a la discrecionalidad de las autoridades y funcionarias, que no cuenta  con una correcta 
institucionalización y que sigue siendo vista bajo elementos de democracia semidirecta, como 
referéndums o plebiscitos. Además de una legislación para el país, será importante que dentro de 
nuestro presupuesto de egresos, se incorpore fondos o partidas destinadas a promover la participación 

8	 8 El artículo 26-II.5de la Constitución de Bolivia reconoce:
II. El derecho a la participación comprende:
5. La fiscalización de los actos de la función pública
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social, al estar demostrado su potencial para prevenir y combatir la corrupción, recordando que sus 
beneficios no se centran en esto exclusivamente, sino que abonan a fortalecer nuestra democracia, 
por lo que un entendimiento claro de en qué estamos gastando el dinero para promover este 
beneficio social es relevante.  

		  Consideraciones al ámbito local 

La propia Constitución de México es clara en mencionar que los ayuntamientos cuentan con una 
obligación de asegurar la participación ciudadana y vecinal dentro de la administración pública.9 
Este deseo de localidad de la participación social, además de sus beneficios democráticos, permite 
romper la inercia de la carga desproporcionada que reciben por el gasto federalizado. A mayor 
participación social, pueden darse esquemas de tributación locales que sean mayormente aceptados 
por ver claramente los beneficios que producen. Si el dinero es recibido año tras año, viniendo de 
la Federación, el grado de responsabilidad es menor. Por el contrario, si las finanzas son propias, la 
responsabilidad que puede llegar a sentirse en la conciencia colectiva local será mayor y puede permitir 
un clima de mayor fiscalización y transparencia.  Por otro lado, una de las grandes preocupaciones en 
la implementación local de la lucha anticorrupción es la autonomía con la que cuentan los órganos 
estatales y locales para hacer frente a esto, ya que ha quedado demostrada es poca y está cooptada 
por intereses y élites locales.  La ASF, en este punto, puede generar informes acerca del desempeño 
de las ESFL basándonos en su autonomía organizacional, funcional y administrativa (OCDE, 2017b), así 
como en una independencia técnica, de gestión y resolutiva (CUCEA-IMCO, 2013). De igual manera, 
sería oportuno acompañar figuras de auditorías coordinadas entre los estados para que puedan ser 
entes ajenos quienes verifiquen el estado de las cosas partiendo de una condición de igualdad.  

Relación entre Derechos Humanos y Corrupción 

Existen personas que abogan por el reconocimiento de un derecho humano “a vivir en un mundo 
libre de corrupción” (ICHRP, 2009: 3) por ser un derecho que recopila algunos otros ya reconocidos, 
a saber: derecho al desarrollo, libre determinación de los pueblos, soberanía permanente sobre los 
recursos y el pleno goce y disfrute de cualquier derecho (Nash, 2014: 72). Sin embargo, además de 
esta relación que aboga por un principio de progresividad en el reconocimiento de los derechos 

9	 El Artículo 115-II constitucional menciona:
II. Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán 
expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones 
administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pú-
blica municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la 
participación ciudadana y vecinal.
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humanos, se ha constatado que la corrupción aleja la inversión y fuentes de trabajo, afecta al medio 
ambiente al permitir obras insostenibles e impide que las personas reciban bienes y servicios con la 
calidad posible y esperada, afectando las esferas de justicia, seguridad social, vivienda, salud, entre 
otras. Así pues, hacer una lucha anticorrupción bajo una perspectiva de derechos humanos es tomar 
en consideración estas consecuencias que también genera, al ser la corrupción un lastre y obstáculo 
estructural para la plena materialización de los derechos humanos. 

Luchar contra la corrupción es una meta del estado no porque sea mala en sí misma, sino 
porque no permite desarrollar nuestra democracia y genera violaciones a los derechos humanos, así 
lo determina un estudio coordinado entre la CNDH y el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
UNAM (IIJ), donde se logró constatar que a mayor corrupción10, hay una mayor violación de derechos 
humanos.11 De este estudio se observó una correlación entre corrupción y violación a derechos en 34 
de 65 posibles combinaciones que estaban separadas temáticamente en derechos civiles y políticos, 
derechos económicos y sociales, así como indicadores generales. Todos los rubros mostraron una 
correlación. 

Ahora bien, si nuestro deseo de lucha anticorrupción tiene un énfasis en las causas nos damos 
cuenta que muchas de ellas son estructurales o sistemáticas, es decir, se centran en circunstancias 
que, por medio de incentivos, inercias o colusiones, generan un ambiente interno que maximiza las 
probabilidades del acto de corrupción (Portal, 2017). Esta misma dinámica se lleva a cabo tratándose 
de las violaciones a los derechos humanos, y aunque teóricamente podamos diferenciar entre lo que 
es un acto de corrupción y una violación de derechos humanos, lo cierto es que en la práctica estos 
fenómenos “aparecen entrelazados, a tal punto que resulta a veces difícil distinguirlos” (Nash, 2014: 72). 

Para poderlo poner de una forma más concreta, cuando la corrupción genera una disminución de 
recursos públicos, los bienes y servicios que otorga o gestiona el gobierno serán menores y peores, 
eliminando los principios de progresividad, máximo uso de recursos disponibles y prohibición de 
regresión, generando condiciones que van en contra de los estándares internacionales y obstaculizan, ya 
no solo de forma individual sino sistemática, un clima de derechos humanos en todos sus componentes. 
Sin embargo, es pertinente entender que no todo acto de corrupción tiene una relación con una 
violación de derechos humanos. Para tales efectos podemos dividir su afectación en tres segmentos 
(ICHRP, 2009: 28): i. Prácticas que violan derechos humanos de forma directa (impedir acceso a 

10	 Tanto subjetiva -como los índices de percepción- como objetiva -a través de indicadores basados las acciones y sancio-
nes de la ASF y de la Secretaría de la Función Pública.

11	 También basados en índices de percepción subjetivos -como los índices a la democracia-, y objetivos -como recomen-
daciones de la CNDH por estado y materia o el IDH-.
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educación por no dar una cuota); ii. Prácticas que conducen a violar derechos humanos (simular la 
compra de medicamentos públicos); y Prácticas corruptas que pueden ser un factor, entre varios otros 
(interferencia del narcotráfico en unas elecciones).  

Sin embargo, así como con la participación social o con la corrupción misma, cuando apelamos 
a derechos humanos los mismos nos parecen principios abstractos que son difícilmente aplicados a 
una política pública, mucho más difícil y abstracta si se aplica a la lucha anticorrupción. Cada derecho 
humano es un mundo jurídico-social que, a su vez, está dividido en varios derechos que, por su parte, 
están conectados –influyendo e influyéndose- por otros derechos. Es por ello que es pertinente 
entender cómo es posible una materialización de derechos humanos en la lucha anticorrupción con 
la finalidad de poder conocer la problemática social para poder resolverla. 

	 Anticorrupción con una perspectiva de Derechos Humanos 

Así como con la lucha anticorrupción con una perspectiva de participación social, una lucha con 
perspectiva de derechos humanos no implica sustituir los esfuerzos del SNA o las estrategias que 
durante años se han implementado. Por el contrario, implica continuar con esta línea incorporando 
nuevas formas de entender los procesos y de actuar con ellos, complementando los esfuerzos hacia 
una visión más integral de la realidad. Ante este punto podemos optar por dos caminos -de forma 
complementaria o separada- que son informar sobre derechos humanos o con una perspectiva de 
derechos humanos. La primera opción implicaría tener apartados claros e identificados en los que se 
mida, fiscalice y auditen los derechos humanos o los programas que los implementan. La segunda, 
que nuestras líneas de actuación contemplen la transversalidad de temas sensibles para medición, 
como lo pueden ser la práctica de las auditorías -de cualquier tema- en los que se incluya una relación 
con ciertos derechos humanos, por ejemplo. 

El primer camino ha sido uno olvidado durante años. Oficialmente, no contamos con indicadores 
oficiales de derechos humanos (CNDH-IIJ, 2017: 22). En la medida en la que podamos contar con esta 
información, podremos llevar a cabo políticas públicas de mayor alcance y más efectivas. Aunque 
pareciera que estos indicadores son obligación de la CNDH, el INEGI o de la Secretaría de Gobernación, 
lo cierto es que su utilización no necesariamente tendría que estar limitada a alguna de estas 
instituciones, ya que su materialización podrá abarcar a muchas áreas de la labor pública, donde la 
lucha anticorrupción será una en donde mayor alcance puede llegar a tener, quedando demostrado 
que guardan una relación directa y que en una relación dialéctica una produce la otra, y viceversa.  
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Ahora bien, en lo que respecta a contar con una perspectiva en nuestra lucha anticorrupción, 
independientemente los indicadores y políticas públicas que se desprendan de éstos, es importante 
contar con una sensibilización en el tema sin importar cuál sea la labor pública: todas las autoridades 
del país, sin importar el orden, materia, recursos o rama, tienen la obligación constitucional de 
respetar, proteger, garantizar y promover los derechos humanos. En lo relativo al respeto, los sistemas 
anticorrupción tendrán que omitir realizar actos que vayan en contra de los derechos humanos, por 
ejemplo: traficar datos personales por un beneficio personal o llevar a cabo procesos que atenten 
contra un debido proceso. La protección será el conjunto de medidas que las instituciones tomen 
para cubrir las afectaciones que las personas pudieran estar recibiendo, que a veces se ve limitada 
por las facultades que tiene una organización, quedando concentrados –de forma no exclusiva pero 
sí prioritaria- a procuradurías. Esta labor que, a la luz del SNA, corresponderá a la Fiscalía Especializada 
en Combate a la Corrupción revisar de manera puntual. 

Aunque importantes el respeto y la protección, me concentraré a la garantía y a la promoción de los 
derechos humanos por involucrar necesariamente mayor coordinación en una lucha anticorrupción. 
De forma resumida podemos decir que la garantía se refiere a hacer reales los derechos humanos 
por medio de acciones concretas y la promoción a difundirlos por procesos comunicativos. No 
obstante que realizan un trabajo complementario, las instituciones de derechos humanos y de lucha 
anticorrupción no trabajan en conjunto ni comparten conocimientos ni experiencias que ayudarían 
a garantizar y promover los derechos (ICHRP, 2009: 81). 

Para quienes se encuentran en las organizaciones anticorrupción, analizar su trabajo bajo un 
enfoque de derechos humanos generalmente es visto como algo inoperable que no provee una 
solución práctica ni concreta a la realidad. Mientras que quienes trabajan en organizaciones de 
derechos humanos, ven la lucha anticorrupción centrada en procesos de fiscalización que tienden 
a ser técnicos, específicos y concentrados en una relación costo-beneficio económica (ICHRP, 2009: 
82). Para que esta labor trascienda estas diferencias tendrá que estar adecuada a una sinergia de 
lenguajes, prácticas y perspectivas: la que propongo de inicio tiene que ver con los grupos que 
estructuralmente son discriminados y que son quienes son más afectados por prácticas corruptas 
(Gutiérrez, 2017) y por violaciones de derechos humanos (CNDH-IIJ, 2017).

Adoptar esta coordinación ayuda a empoderar a grupos vulnerables partiendo del principio 
de que gran parte de su vulnerabilidad es su invisibilidad social. Mujeres, niños y niñas, adultas 
mayores, personas de escasos recursos, comunidades indígenas y minorías en general, cuentan 
con la característica de ser grupos marginalizados a los que azota más fuerte la corrupción (ICHRP, 
2009: 72). Visibilizar a estos grupos en nuestro actuar es garantizar el principio de igualdad y no 
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discriminación que ha sido elevado a la categoría de jus cogens, es decir, un derecho humano que 
sin importar su reconocimiento forma parte de los valores incuestionables de los derechos humanos 
(Caso Atala Riffo, Corte IDH, 2012: 28). Visibilizar a estos grupos parte de la idea no de cambiar el 
foco de la lucha anticorrupción sino de comenzar a ponerlo en los procesos y políticas en las que 
interfieren estos grupos. Además, implica la necesidad de medir sistemáticamente no solo el dinero, 
las obligaciones legales o el desempeño sino la accesibilidad, disponibilidad, adaptabilidad y calidad 
de los servicios que se ofrecen (Espinosa y de la Mora, 2017: 22). 

Esta coordinación que a veces pone el ojo en el efecto negativo de la relación de derechos 
humanos y anticorrupción, tiene un lado positivo que es la mejoría en nuestras prácticas públicas 
porque incrementa la legitimación de ambos enfoques, empodera a víctimas y genera insumos a la 
ciudadanía para una mayor toma de conciencia que pueda revertir efectos nocivos de la corrupción 
(Martinón, 2016: 20). Si somos conscientes de los efectos devastadores que tiene la corrupción 
sistemáticamente al afectar derechos humanos, y al ser la lucha anticorrupción una lucha compartida 
en la que interviene la población, sería lógico esperar que ésta incorpore a su lógica cotidiana una 
actuación que disminuya la corrupción por no verla como algo sistémico sino con una consecuencia 
real y concreta que afecta la vida de millones de personas, incluso la propia. 

		  Diagnóstico de la Auditoría Superior de la Federación 

La relación que ha guardado la ASF con los derechos humanos puede verse en las auditorías 
que ha realizado y en las recomendaciones que, derivadas de éstas, ha hecho a las instituciones. 
Particularmente ha recomendado, a través del Informe de la Cuenta Pública del año 2015, presentar 
un proyecto de ley para entender las responsabilidades constitucionales con las que tiene que 
cumplir la Administración Pública Federal, así como a definir los criterios bajo los cuales la autoridad 
da respuesta a la CNDH en los procesos de recomendación, quedando muchas veces al arbitrio o 
buena voluntad de la institución, lo cual merma una garantía jurídica de protección a los derechos 
humanos. Además, a lo largo de los últimos años ha realizado una serie de auditorías que versan 
sobre temáticas de derechos humanos, en su mayoría de desempeño (93.7%).
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	 Retos y consideraciones finales 

En el tema de derechos humanos se escucha reiteradamente que contamos con una serie de 
ordenamientos que cumplen con estándares internacionales pero que no se ven reflejados en la 
realidad. Este fenómeno de doble estandarización es una de los principales retos tratándose de 
derechos humanos. En la lucha anticorrupción tendremos que tener cuidado en prestar atención a 
esta doble faceta para no descuidar el plano material.  

Por otro lado, es de vital importancia considerar dos aspectos que tendrán que ver con la parte de 
los procesos correctivos: denuncia y acusación. En lo que refiere a la denuncia, será de vital importancia 
garantizar el ambiente para que se dé la denuncia, tanto para que no haya una afectación a una persona 
común que esté denunciando o que forme parte de los medios de comunicación, como el ambiente 
interno laboral, esperando que sea propenso a la denuncia y garantice que no haya repercusiones laborales 
ni profesionales. En lo que respecta a la acusación, hay que tener cuidado en que los procesos cumplan 
con los lineamientos de debido proceso reconocidos por la SCJN y que no haya cargas desproporcionadas 
que, en un afán de cumplimentar la lucha anticorrupción, no contemplen los principios procesales, 
como el de presunción de inocencia. Por tal razón, el desarrollo de capacidades en derechos humanos 
será de vital importancia para el triunfo de la lucha anticorrupción.
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Tabla 8: ASF y derechos humanos

Fuente: Elaboración propia con información recabada en el Sistema Público de Consultas de Auditoría. 
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Por último, hay que recordar que a nivel internacional México se ve como un estado que debe 
cumplir con una serie de disposiciones y estándares. Casos de violaciones de derechos humanos 
pueden llegar a condenar a nuestro país en el Sistema Internacional o en el Interamericano de 
Derechos Humanos. Una tarea fundamental será prevenir que casos lleguen a presentarse, más 
allá de por las implicaciones internacionales, por la afectación que produce. A tal respecto, la Corte 
IDH ha desarrollado el concepto de reparación de violaciones estructurales de derechos humanos 
y la ha ligado, en algunos casos, a componentes de corrupción. Así pues, es imprescindible que al 
momento de detectar casos de corrupción sistemática podamos analizar si existe una relación con 
los derechos humanos a fin de que el estado mexicano tome las medidas para prevenirlas, para 
tales efectos se presenta un procedimiento de identificación de casos de corrupción con relación 
estructural a violaciones de derechos humanos. 

Tabla 9: Proceso para identificar corrupción que afecta derechos

Fuente: Elaboración propia con base en el proceso desarrollado por Nash (2014).

1. Identificar el caso 
corrupto y la 

persona/institución 
que lo realiza

2. Responder a 
la pregunta ¿se 

trata de una 
práctica 

estructural?

4. Localizar 
cuáles son las 
obligaciones 
puntuales del 

estado

3. Identificar el 
derecho 

vulnerado, el 
alcance de su 
aplicación y 
contenido

5. Determinar a 
la(s) víctima(s) y si 
su afectación era 

previsible

6. Evaluar el 
vínculo causal 

entre el acto de 
corrupción y la 

violación de 
derechos 
humanos

7. Determinar la 
responsabilidad 
del estado en el 
acto o fenómeno



Pa
bl

o 
D

e 
lo

s 
Co

bo
s 

A
lc

al
á

171

Lucha anticorrupción con perspectiva de participación social y 
derechos humanos: diagnóstico, retos y propuestas

Referencia Bibliográfica

Artículos de libros, revistas o medios de comunicación: 

•	 Arellano Gault, David, Hernández Galicia, Jesús F. (2016). Corrupción y denuncia. La denuncia 
como instrumento social: sus retos. Serie de cultura de la rendición de cuentas. Auditoría 
Superior de la Federación. México. Última consulta (17/oct/2017) en: http://bit.ly/2yvenol 

•	 Bacqué, Marie-Hélène et al. (2010). La democracia participativa: ¿un nuevo paradigma de la 
acción pública? Participación ciudadana en políticas públicas. México: Escuela de administración 
pública del Distrito Federal. 

•	 Córdova, Lorenzo (2016). Estrategia Nacional de Cultura Cívica 2017-2023. Instituto Nacional 
Electoral. Última consulta (17/oct/2017) en: http://bit.ly/2r9fgfR  

•	 De Sousa Santos, Boaventura (2007). El presupuesto participativo de Porto Alegre. El derecho 
y la globalización desde abajo. México: Anthropos.  

•	 Espinosa Díaz, Claudia, de la Mora Maurer, Diego (2017). La rendición de cuentas desde la 
perspectiva de los derechos humanos. Revista Técnica sobre Rendición de Cuentas y Fiscalización 
Superior. Última consulta (17/oct/2017) en: http://bit.ly/2gN1LQd

•	 Gutiérrez Salazar, Miguel Ángel (2017). Cinco propuestas para fortalecer al Poder Judicial de la 
Federación en el marco del Sistema Nacional Anticorrupción. IIJ-UNAM. Última consulta (17/
oct/2017) en: http://bit.ly/2x2VrtX

•	 Hoffman, Andrés (2016). Los datos abiertos gubernamentales. Revista Técnica sobre rendición 
de cuentas y fiscalización superior. Última consulta (17/oct/2017) en: http://bit.ly/2x2aELT  

•	 Isunza Vera, Ernesto (2016). Democratización, rendición de cuentas y sociedad civil: participación 
ciudadana y control social. México: Porrúa, 2006. 

•	 Isunza Vera, Ernesto (2010). Respuestas. Participación ciudadana en políticas públicas. México: 
Escuela de administración pública del Distrito Federal.  

•	 Kumamoto, Pedro (2017). La utopía en el 2018. Nación321. Última consulta (17/oct/2017) en: 
http://bit.ly/2xMcyzN  

•	 Martinón Quintero, Ruth (2016). Corrupción y derechos humanos. En particular, la Corte IDH. 
Última consulta (17/oct/2017) en: http://bit.ly/2hNCXaw  

•	 Nash Rojas, Claudio (2014). Corrupción y derechos humanos: una mirada desde la jurisprudencia 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Universidad de Chile. Última consulta 
(17/oct/2017) en: http://bit.ly/2x1WiuZ  - Ochman, Martha (2007). Alternativas teóricas de la 
participación ciudadana en las decisiones públicas. México: Limusa. 

•	 Open Contracting Partnership (2017). Open contracting journey in 7 steps. Última consulta (17/
oct/2017) en: http://bit.ly/2yR2s5P  

http://bit.ly/2yvenol
http://bit.ly/2yvenol
http://bit.ly/2r9fgfR
http://bit.ly/2r9fgfR
http://bit.ly/2gN1LQd
http://bit.ly/2x2VrtX
http://bit.ly/2x2aELT
http://bit.ly/2x2aELT
http://bit.ly/2xMcyzN
http://bit.ly/2xMcyzN
http://bit.ly/2hNCXaw
http://bit.ly/2hNCXaw
http://bit.ly/2x1WiuZ
http://bit.ly/2x1WiuZ
http://bit.ly/2yR2s5P
http://bit.ly/2yR2s5P


172

XVII Certamen Nacional de Ensayo sobre Fiscalización
Superior y Rendición de Cuentas, 2017

•	 Peruzzotti, Enrique (2007). La política de accountability en América Latina. Ciudadanos, decisiones 
públicas y calidad de la democracia. México: Limusa. 

•	 Portal Martínez, Juan Manuel. ¿Qué discutir en el Sistema Nacional Anticorrupción? El Universal. 
Última consulta (17/oct/2017) en: http://eluni.mx/2rDovZO  

•	 Vargas Cullel, Jorge (2007). Auditorías ciudadanas sobre la calidad de la democracia. México: 
Limusa.  

Estudios, informes o investigaciones 

•	 Auditoría Superior de la Federación (2015). Informe General Cuenta Pública 2015. Última consulta 
(17/oct/2017) en: http://bit.ly/2kXawvI  

•	 Auditoría Superior de la Federación (2017). Consideraciones para la Labor Legislativa. Última 
consulta (17/oct/2017) en: http://bit.ly/2xMd68Z

•	 CIDE (2015). Estudio sobre el conocimiento, utilidad y áreas de mejorar de la fiscalización 
superior. Última consulta (17/oct/2017) en: http://bit.ly/2yQWpOR

•	 CIDE (2016). Estudio sobre el conocimiento, utilidad y áreas de mejora de la fiscalización 
superior. Última consulta (17/oct/2017) en: http://bit.ly/2yQWpOR

•	 CNDH-IIJ (2017). Los derechos humanos y la corrupción en México. Última consulta (17/oct/2017) 
en: http://bit.ly/2so6mN5  

•	 CUCEA-IMCO (2013). Auditorías Superiores Locales en México: evaluación de su normatividad, 
prácticas y transparencia. Última consulta (17/oct/2017) en: http://bit.ly/2hMXGeE  

•	 FUNDAR (2011). La integración de los derechos humanos en la agenda de combate a la corrupción. 
Última consulta (17/oct/2017) en: http://bit.ly/2gNmd3x

•	 FUNDAR (2017). Participación ciudadana en América Latina: innovaciones para fortalecer la 
gobernanza. Última consulta (17/oct/2017) en: http://bit.ly/2x29yQh  

•	 ICHRP (2009). La corrupción y los derechos humanos, estableciendo el vínculo. Última consulta 
(17/oct/2017) en: http://bit.ly/1psUrW0  

•	 IMCO (2015). México: anatomía de la corrupción. Última consulta (17/oct/2017) en: http://bit.
ly/1LctqR6  

•	 INEGI (2016). Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (ENVIPE) 
2016. Última consulta (17/oct/2017) en: http://bit.ly/2dhNquw 

•	 OCDE (2017a). Estudio de la OCDE sobre integridad en México. Última consulta (17/oct/2017) 
en: http://bit.ly/2yQp8TD  

•	 OCDE (2017b). Mexico’s National Auditing System. Última consulta (17/oct/2017) en: http://
bit.ly/2xMH6l6  

http://eluni.mx/2rDovZO
http://eluni.mx/2rDovZO
http://bit.ly/2kXawvI
http://bit.ly/2kXawvI
http://bit.ly/2xMd68Z
http://bit.ly/2yQWpOR
http://bit.ly/2yQWpOR
http://bit.ly/2so6mN5
http://bit.ly/2so6mN5
http://bit.ly/2hMXGeE
http://bit.ly/2hMXGeE
http://bit.ly/2gNmd3x
http://bit.ly/2x29yQh
http://bit.ly/2x29yQh
http://bit.ly/1psUrW0
http://bit.ly/1psUrW0
http://bit.ly/1LctqR6
http://bit.ly/1LctqR6
http://bit.ly/1LctqR6
http://bit.ly/2dhNquw
http://bit.ly/2dhNquw
http://bit.ly/2yQp8TD
http://bit.ly/2yQp8TD
http://bit.ly/2xMH6l6
http://bit.ly/2xMH6l6
http://bit.ly/2xMH6l6


Pa
bl

o 
D

e 
lo

s 
Co

bo
s 

A
lc

al
á

173

Lucha anticorrupción con perspectiva de participación social y 
derechos humanos: diagnóstico, retos y propuestas

•	 Transparencia Internacional (2016). Índice de Percepción de la Corrupción 2016. Última consulta 
(17/oct/2017) en: http://bit.ly/2vjLfjw  

•	 Transparencia Internacional (2017). Las personas y la corrupción: Latinoamérica  y el Caribe. 
Última consulta (17/oct/2017) en: http://bit.ly/2gw8YEt 

Libros 

•	 Bauman, Zygmunt (2008). La globalización. Consecuencias humanas. México: Fondo de Cultura 
Económica.  

•	 Bauman, Zygmunt (2009). Tiempos líquidos: vivir en una época de incertidumbre. México: 
Tusquets.  

•	 Canto Chac, Manuel (2010). Participación ciudadana en políticas públicas. México: Escuela de 
Administración Pública del Distrito Federal. 

•	 Ceja Vargas, Laura Lorena (2009). Participación ciudadana en el control de los programas 
sociales. México: FLACSO. 

•	 CIESAS (2006). La contraloría social mexicana: participación ciudadana para la rendición de 
cuentas. México: CIESAS. 

•	 Ferrajoli, Luigi (1999). Derechos y garantías. Madrid: Trotta. 
•	 Habermas, Jürgen (2014). La inclusión del otro: estudios de teoría política. Barcelona: Paidós.  
•	 Martínez Gil, José Pablo (2006). Investigación cualitativa en el ámbito jurídico. Guadalajara: UG.  
•	 O’Donnell, Guillermo (1994). Democracia delegativa. Argentina: Prometo. 
•	 Robles, José Manuel (2009). Ciudadanía digital. Una introducción a un nuevo concepto de 

ciudadano. Barcelona: Editorial UOC. 
•	 Sabines Jaime (1997). Recogiendo Poemas. México: Ediciones Zabreska. 
•	 Sartori, Giovanni (1987). ¿Qué es la democracia? México: Taurus. 
•	 Weber, Max (2002). Economía y sociedad. Esbozo de sociología comprensiva. México: Fondo 

de Cultura Económica. 

Material jurídico 

•	 Corte Interamericana De Derechos Humanos (2012). Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile. Última 
consulta (17/10/2017) en: http://bit.ly/1ni4vzz  

•	 Oficina Contra La Droga Y El Delito De Naciones Unidas (2004). Convención de las Naciones 
Unidas contra la Corrupción. Nueva York. Última consulta (17/10/2017) en: http://bit.ly/2oN8w5S  

http://bit.ly/2vjLfjw
http://bit.ly/2vjLfjw
http://bit.ly/2gw8YEt
http://bit.ly/2gw8YEt
http://bit.ly/1ni4vzz
http://bit.ly/1ni4vzz
http://bit.ly/2oN8w5S
http://bit.ly/2oN8w5S


La publicación del libro de los ensayos ganadores del 
XVII Certamen Nacional de Ensayo sobre Fiscalización 

Superior y Rendición de Cuentas 

terminó de imprimirse en el mes de diciembre de 2017,
en los Talleres de Editorial Color. S.A. de C.V.,

Naranjo 96 Bis, Col. Sta. Ma. La Ribera,
06400 Ciudad México

Tel.: 5547-3540

Esta edición consta de 1,000 ejemplares.



UNIVERSIDAD NACIONAL
AUTÓNOMA DE

MÉXICO

Noviembre de 2017

CIDE

de Ensayo sobre Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas

XVII Certamen Nacional

LUGAR 

er

1
Informes de la Auditoría Superior 

de la Federación y Contraloría Social:
 propuesta de vinculación sociedad civil – 

entidades fiscalizadoras para 
impulsar la Participación Ciudadana 

Por 
Maylí Consuelo Sepúlveda Toledo

Tonatiuh Paz Aguilar

LUGAR 

do

2
Socavón del Paso Exprés: 

cuando gobierna la corrupción 

Por 
Mariana Campos Villaseñor

Liliana Ruiz Ortega
Diana Nava Muciño

LUGAR 
er

3
El “Caballo de Troya” 

del Sistema Nacional Anticorrupción

Por 
Rolando de Luna Dávila

El corazón de la política anticorrupción: 
su diseño y evaluación en el marco del SNA

Por 
Jaime Emir Acopa Brito

Marcela Rubí Aguilar Arévalo

Mención
Honorífica 

Lucha anticorrupción con perspectiva de 
participación social y derechos humanos: 

diagnóstico, retos y propuestas

Por 
Pablo De los Cobos Alcalá

Mención
Honorífica 

El Sistema Nacional Anticorrupción y la 
reivindicación del Poder Legislativo 

en México: una llamada de atención

Por 
Lucero Ramírez León

Mención
Honorífica 


	parte1
	CertamenActualizado
	_GoBack
	_Hlk496293633
	_Hlk496293770
	_GoBack
	_Hlk488828181
	_Hlk488839844
	_Hlk488840037
	_GoBack

	parte2



